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Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
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IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
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-Con permiso constitucional no estuvo presente el diputado don Carlos Abel Jarpa Wevar.


-Asistió, además, el ministro de Educación Pública, don Sergio Bitar.-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 25ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 26ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

V. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de Comités.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Lorenzini, adoptaron los siguientes acuerdos: 

1.
Autorizar a la Comisión de Pymes para sesionar simultáneamente con la Sala en la mañana de hoy, sin necesidad de citar con cuatro horas de anticipación, para considerar las modificaciones del Senado al proyecto que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la 




factura. Si la Comisión evacuara el informe, éste se incluirá en la Tabla para despacharlo en la presente sesión.

2.
Suspender la sesión ordinaria de mañana a las 11.50 horas, a fin de recibir al presidente del Congreso de Ecuador.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE LAS PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN LAS PRIVATIZACIONES EFECTUADAS DURANTE EL RÉGIMEN MILITAR.


El señor LORENZINI (Presidente).- Propongo a la Sala integrar la Comisión Investigadora encargada de analizar las presuntas irregularidades cometidas en las privatizaciones efectuadas durante el régimen militar con los diputados señores Julio 
Dittborn, Andrés Egaña, Rodrigo Álvarez, Carlos Recondo, Eduardo Saffirio, Jorge Burgos, Waldo Mora, Guillermo Ceroni; la diputada señora Adriana Muñoz; los diputados señores Carlos Montes, Alberto Robles, Carlos Hidalgo y Carlos Ignacio Kuschel.


Acordado.


En reunión de Comités de mañana se decidirá a qué hora se constituirá la Comisión.

-o-


-El señor Lorenzini, Presidente, le da la más cordial bienvenida al presidente del Congreso del Ecuador, diputado señor Guillermo Landazuri Carrillo, quien se encuentra en las tribunas acompañado de varios señores diputados.


(Aplausos).


-Además, saluda al diputado señor Enrique Accorsi, quien se encuentra de cumpleaños.


-Aplausos.

-o-

VI. ORDEN DEL DÍA

SISTEMA DE FINANCIAMIENTO DE ESTUDIOS DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de ley, originado en mensaje, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.


Diputados informantes de las Comisiones de Educación, Cultura, Deportes y Recreación y de Hacienda son los señores Carlos Olivares y Camilo Escalona, respectivamente.


Antecedentes:


-Segundo informe de las Comisiones de Educación y de Hacienda, boletín Nº 3223-04, sesión 28ª, en 11 de agosto de 2004. Documentos de la Cuenta Nºs 1 y 2, respectivamente.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Olivares.


El señor OLIVARES.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación, paso a informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, originado en un mensaje de su excelencia el Presidente de la República y con urgencia calificada de simple.


Durante el debate participaron el señor Sergio Bitar, ministro de Educación; la señora Pilar Armanet, jefa de la división de Educación Superior del Ministerio de Educación; el señor Rodrigo González, jefe del departamento jurídico, y el señor Cristián Insulza, ambos de ese Ministerio, y el señor 

Jaime Crispi, asesor de la dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 5ª, del 16 de junio pasado.


De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 288 del Reglamento, se reseñan a continuación las menciones que debe contener este segundo informe.


Artículos que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe ni de modificaciones durante la elaboración del segundo, y que no requieren aprobación con quórum especial.


En esta situación se encuentran los 
artículos 3º; 4º, que pasa a ser 5º; 6º, que pasa a ser 7º; 8º, que pasa a ser 10; 14, que pasa a ser 16; 23, que pasa a ser 25; 24, que pasa a ser 26; 25, que pasa a ser 27; 26, que pasa a ser 28; 28, que pasa a ser 30; 29, que pasa a ser 31; 31, que pasa a ser 33; 32, que pasa a ser 34; 33, que pasa a ser 35; 34, que pasa a ser 36; 35, que pasa a ser 40; 36, que pasa a ser 41; 37, que pasa a ser 42; 38, que pasa a ser 43, y 39, que pasa a ser 44 del articulado permanente, y el artículo 2º transitorio.


De acuerdo con el inciso segundo del artículo 131 del Reglamento, estos artículos quedan ipso jure aprobados, sin votación, y así debería ser declarado por el Presidente al entrar en la discusión particular.


El proyecto contiene normas que tienen el rango de disposiciones orgánico constitucionales. Están en esta situación los siguientes artículos: 1º, 18, 19, 20 y 26 del texto del proyecto aprobado por la Comisión en este trámite reglamentario.

Artículos nuevos introducidos en este segundo informe.


Se hallan en esta situación los artículos 1º, 8º, 37, 38 y 39 permanentes y tercero y 



cuarto transitorios. Se deja constancia de que el artículo 8º y el tercero transitorio fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes, y los artículos 37, 38 y 39 y cuarto transitorio, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados -7- que emitieron su voto.


No hay artículos suprimidos. 


Por indicación del Ejecutivo, el epígrafe del capítulo I de este proyecto, que se denominaba “De la garantía estatal a los créditos para estudios de educación superior”, se propone sustituirlo por el siguiente: “Del sistema de créditos para estudios superiores”. 


Esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Artículo 1º, nuevo.


Asimismo, incorporó un título primero nuevo, denominado ”Normas Generales”, bajo el cual incorporó el siguiente artículo 1º, nuevo:


Articulo 1º.- Créase la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, cuyo objetivo es definir y evaluar políticas para el desarrollo e implementación de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior, tales como letras hipotecarias, bonos, mutuos u otros; celebrar los convenios con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, necesarios para su puesta en marcha; proponer las modificaciones legales que éstos requieran; y administrar el sistema de créditos de educación superior con garantía estatal.” 


Esta indicación tiene por objeto perfeccionar un aspecto de técnica legislativa en el ordenamiento del articulado, comenzando por establecer la creación del órgano encargado de definir y evaluar las políticas y demás fines que persigue esta iniciativa legal.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos: 5 a favor y 1 abstención.

Artículo 1º, que pasa a ser 2º.


El Ejecutivo propuso una indicación para eliminar en el inciso tercero de este artículo, a continuación de la expresión “El monto”, la palabra “total”. 


Se explicó en la Comisión que, de acuerdo a la opinión de los miembros de la Comisión de Hacienda, dicha expresión induce a confusión, en cuanto puede entenderse que lo que se debe indicar en la ley de presupuesto de cada año es el total de los montos garantizados, de manera acumulativa, de todos los años de funcionamiento del sistema, y no sólo el monto del año respectivo. Como la intención es que cada año se indique el monto máximo a garantizar en ese año calendario, parece más clara la redacción al eliminar esta palabra.


La indicación fue aprobada por mayoría de votos: 5 a favor y 2 abstenciones.

Artículo 2º, que pasa a ser 4º.


Hay una indicación el Ejecutivo para invertir el orden de este artículo con el que sigue. Además, propuso sustituir el encabezado del inciso primero de este artículo, por el siguiente:


“En el caso de los créditos titularizados, para acceder a la garantía estatal de la que trata esta ley deberán sujetarse a las siguientes reglas:”.


Las normas de este artículo se refieren a los requisitos para que opere la garantía estatal en los procesos de securitización y no son aplicables a los créditos que se mencionan en el artículo anterior, esto es, a aquellos que entreguen directamente instituciones financieras, en virtud de la garantía que les entregará el Fisco. Al invertir el orden de las normas, se entiende con mayor claridad que se trata de dos tipos de mecanismos, distintos, teniendo un carácter más general uno, y más específico y reglamentario el otro.


Como consecuencia de lo anterior, y de manera complementaria, se modifica el en-



cabezado de este artículo, que pasa a ser cuarto, de modo que quede absolutamente claro el ámbito de aplicación de cada una de las normas. Las exigencias de este artículo se refieren sólo a los créditos titularizados.


Las precedentes modificaciones del Ejecutivo fueron aprobadas por unanimidad.

Artículo 5º, que pasa a ser 6º.


El Ejecutivo presentó indicación para reemplazar el numeral 5) por el siguiente:


“5. Que cuenten con respaldo suficiente para solventar las garantías de deserción académica establecidas en el Título IV, de este Capítulo; y”.


Se modifica el numeral 5 de este artículo, con el fin de hacerlo consecuente con el cambio introducido por la Comisión de Educación en el artículo 18, número 8, referido a la facultad de la Comisión Administradora del Crédito para verificar que las instituciones cuenten con el respaldo suficiente para solventar las garantías de deserción académica establecidas en el Título IV de este capítulo, con lo que se dejan coincidentes ambas normas.


Esta indicación fue aprobada por unanimidad.

Artículo 8º, nuevo.


El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar, a continuación del actual artículo 6º, que pasa a ser 7º, el siguiente artículo nuevo, originado en una moción del diputado señor Alejandro Navarro:


“Artículo 8º. Asimismo, la garantía del Estado será aplicable a créditos destinados a financiar estudios de nivel superior en las instituciones señaladas en el inciso tercero del artículo 72 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Para estos efectos, será exigible a dichas instituciones el requisito contemplado en el número 4 del artículo 5º, que pasó a ser 6º, de la presente ley. 


“No será aplicable a estas instituciones la exigencia de concurrir al financiamiento de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, indicada en el Capítulo II de esta ley.


“En todas las otras materias operarán las mismas condiciones, requisitos, plazos y demás exigencias para acceder a la garantía del Estado.”.


Se señaló en la Comisión que este artículo tiene por objeto extender la cobertura del crédito a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas. El inciso tercero del artículo 72 de la Loce se refiere a las escuelas Militar, Naval, de Aviación, de Carabineros y de Investigaciones Policiales. 


Se hizo presente que un informe emitido por el Comité de Auditores Generales, sobre esta materia, señala en sus conclusiones que “resulta excesivo ampliar el sistema a todas las entidades que considera la letra d) del artículo 29 de la Ley Nº 18.962, dado que:


“Pareciera ser que en no todas se presenta con la misma urgencia y similar gravedad la situación enunciada por el Comandante en Jefe del Ejército, puesto que, tal como ocurre en el orden civil, aquella se relaciona fundamentalmente con la problemática que aqueja a los jóvenes que, contando con aptitudes y destrezas suficientes, ven obstaculizado su ingreso y desarrollo inmediato de la carrera militar.


“En efecto, como se desprende de la mencionada presentación y como ha de concluirse de una somera observación de la realidad práctica, los inconvenientes guardan directa relación con los problemas de financiamiento que se observan al momento de solventar los costos que involucra el ingreso en las entidades educacionales donde se inicia la carrera militar, esto es, las Escuelas Matrices de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, toda vez que siendo éstas instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, quienes han fijado en ellas sus metas educacionales, de no contar con el financiamiento apropiado, verán coartadas sus posibilidades de realización vocacional y profesional, situación que no se presenta en la misma forma en el resto de las instituciones que enumera la letra d) del mencionado artículo 29, toda vez que estas entidades constituyen estadios de formación que, por regla general, son posteriores al ingreso y que, dependiendo de cada una y de su naturaleza, pueden encontrar financiamientos diversos.”.


Esta norma exige que las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden, para ser beneficiadas con el crédito, deben sujetarse a los siguientes requisitos de la ley:

a)
Encontrarse acreditadas. 

b)
Garantizar el éxito académico de sus alumnos.


Se excluye, en todo caso, a estas instituciones de participar en la Comisión Administradora de Crédito, dado el volumen relativamente bajo de créditos que requerirán y la especial naturaleza de estas instituciones. 


Este artículo nuevo propuesto por el Ejecutivo fue objeto de una indicación del diputado señor Kast para eliminar su inciso segundo, que dice:


“No será aplicable a estas instituciones la exigencia de concurrir al financiamiento de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores indicada en el Capítulo II de esta ley.”


Esta última indicación fue aprobada por mayoría de votos: 5 a favor y uno en contra, y el artículo fue aprobado por unanimidad.

Artículo 7º, que pasa a ser 9º.


La Comisión de Hacienda propuso reemplazar, en el inciso tercero del numeral 6, la expresión “por cualquier causa” por “sin justificación”.


La indicación precisa que se entenderá por deserción académica, el abandono de los estudios por doce meses consecutivos, sin justificación.


La indicación y el artículo fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 9º, que pasa a ser 11.


Se formuló indicación del Ejecutivo para reemplazar, en el inciso segundo de este artículo, la expresión “estos créditos” por la oración “los créditos y bonos que cuenten con garantía estatal,”.


Se explicó en la Comisión que esta precisión se realiza para permitir que se generen otros mecanismos de financiamiento de la educación superior que no requieran garantía del Estado, sino que sean garantizados por los propios usuarios del sistema, por ejemplo, mediante hipotecas. Esto es coherente con la nueva atribución entregada a la Comisión Administradora que le permite negociar con agentes financieros el desarrollo e implementación de otros instrumentos de financiamiento de la educación superior.


La indicación y el artículo fueron aprobados por mayoría de votos: 6 a favor y 2 abstenciones.

Artículo 11, que pasa a ser 13.


Este artículo se refiere a la garantía por el riesgo de deserción académica. El Ejecutivo propuso sustituir su inciso final por el siguiente:


“Las instituciones de educación superior deberán hacer pública su decisión de participar o no en este sistema de crédito, debiendo informar, además, el número de postulantes que garantizarán y los requisitos académicos que exigirán, los cuales en ningún caso podrán ser inferiores a los contemplados en el sistema general.”


Esta indicación se explica por sí misma.


El artículo y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados que emitieron su voto: 7.

Artículo 13, que pasa a ser 15.


Este artículo fue objeto de una indicación de la Comisión de Hacienda, para sustituir en sus incisos cuarto y final la palabra “liberalización” por “liberación”, que conceptualmente es más apropiada en el contexto de la redacción de la norma.


El artículo y la indicación fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 15, que pasa a ser 17.


La Comisión de Hacienda propuso reemplazar la voz “utilizarse” por “aplicarse”, por ser mas apropiada.


A su vez, este artículo fue objeto de una indicación de los señores González y Montes y de las señoras Saa y Tohá, para agregar al final la siguiente frase: “en el marco de las políticas que apruebe la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores.”


La indicación tiene por objeto extender a otra clase de créditos dirigidos a financiar estudios de educación superior, las medidas contempladas en los artículos 14 y 15, esto es, el descuento por planilla o la retención de la devolución del impuesto a la renta, siempre que haya previo acuerdo entre las partes contratantes del crédito.


Las indicaciones reseñadas y el artículo fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 16, que pasa a ser 18.


El Ejecutivo presentó una indicación para eliminar al inicio del artículo la palabra “Créase”, modificación que tiene por objeto hacer coherente esta disposición con el artículo 1º del proyecto, que es el que en realidad establece la creación de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores y la inviste de personalidad jurídica y de patrimonio propio al agregar, a propuesta del Ejecutivo, la expresión “gozará de”.


Las indicaciones y el artículo fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 17, que pasa a ser 19.


Este artículo fue objeto de dos indicaciones del Ejecutivo.


1)
La primera, para reemplazar en el numeral 5 de este artículo, la expresión “autónomas y acreditadas” por la frase “indicadas en artículo 6º número 1 de esta ley,”; y la expresión “23 y 24 de esta ley” por la oración ”23 y 24 siguientes”.


Este cambio es consecuencia de la incorporación del artículo 8º, relativo a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas y de Orden, y tiene por objeto precisar que las instituciones que eligen representantes en la Comisión no son todas las instituciones autónomas y acreditadas, porque ello incorporaría a las escuelas matrices, en la medida que se acrediten, sino sólo aquellas indicadas en el artículo 6º, número 1, es decir, los centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades.

2)
La segunda, para intercalar el siguiente inciso segundo nuevo:


“La Comisión deberá nombrar, de entre sus miembros, a un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.”


La agregación de este inciso obedece a que no existía en el proyecto alguna norma que determinara la subrogancia en caso de ausencia del Presidente.


Ambas indicaciones y el artículo fueron aprobados por mayoría de votos: 6 a favor y una abstención.

Artículo 18, que pasa a ser 20.


Este artículo fue objeto de cinco indicaciones del Ejecutivo:


La primera, para reemplazar el numeral 1 por el siguiente:


“1. Definir y evaluar políticas para el desarrollo e implementación de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior; celebrar los convenios con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, necesarios para su puesta en marcha; y proponer las modificaciones legales que éstos requieran.”



La segunda, para reemplazar el numeral 2 por el siguiente: “2. Definir y evaluar las políticas de créditos de estudios de educación superior con garantía estatal.”


Estas modificaciones inciden en los antiguos numerales 1 y 2, pero invirtiendo el orden de los mismos y adecuando su redacción en razón del cambio de ubicación. El objetivo es comenzar con la función más general de la Comisión, que se refiere a diseñar e implementar cualquier tipo de mecanismo de financiamiento para la educación superior y, luego, en el número 2, remitirse a la función específica de los créditos con garantía estatal.


La primera indicación fue aprobada por mayoría de votos: 5 a favor y 1 abstención; y la segunda, por unanimidad.


La tercera indicación propone reemplazar el numeral 3 por el siguiente:


“3.- Generar, analizar y difundir información relevante para el desarrollo y funcionamiento de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior.”


Esta modificación pretende acotar y precisar los objetivos de la información que podrá solicitar la Comisión, de modo que no se genere una duplicidad con el sistema de información de educación superior contemplado en la ley de aseguramiento de calidad y que es administrado por el Ministerio de Educación. No se pretende extender la injerencia de esta comisión en temas que van más allá del financiamiento de estudiantes.


La cuarta indicación tiene por objeto eliminar el actual numeral 5, modificándose la numeración correlativa de los siguientes. El texto de numeral que se propone eliminar es el siguiente:


“5.- Certificar, en conformidad a lo dispuesto en esta ley y su reglamento, las condiciones de elegibilidad de los estudiantes para acceder a las garantías para créditos de educación superior.”



Se explicó que, dado que es la propia comisión la que verifica el cumplimiento de los requisitos de los estudiantes y asigna los créditos, esta función no tiene ninguna razón de ser, y está recogida en el numeral 8, que pasa a ser 7. Originalmente se pensó que serían las instituciones de educación superior las que asignarían el crédito a los estudiantes que cumplieran los requisitos legales, lo cual debía ser certificado por la comisión. Al modificarse este procedimiento y entregarse la adjudicación de los créditos a la comisión en la facultad número 4, esta norma pierde sentido.


La quinta indicación del Ejecutivo es para incorporar, al inicio del numeral 7, que pasa a ser 6, la oración: “En el caso de los créditos titularizados deberá”


Se indicó en la Comisión que esta facultad se refiere a la elaboración de los contratos o pólizas de garantía estatal que entregará la Tesorería, a nombre del Fisco, a los bonos securitizados. Por ende, la indicación tiene por objeto precisar que se refiere sólo a la situación de créditos titularizados o securitizados.


Estas tres últimas indicaciones y el 
artículo fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 19, que pasa a ser 21.


Este artículo fue objeto de una indicación del Ejecutivo para eliminar, al término del inciso segundo, después de la palabra “acuerdos”, la expresión “de la Comisión”, modificación que tiene sólo por objeto corregir un error de redacción.


La indicación fue aprobada por unanimidad.

Artículo 21, que pasa a ser 23.


El Ejecutivo propuso una indicación para sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Los aportes de las instituciones serán determinados en relación al volumen de créditos con garantía estatal concedidos a 



sus alumnos, en conformidad con el procedimiento que establezca el reglamento.”


La Comisión, por unanimidad, acordó reemplazar la expresión “relación” por el vocablo “proporción”.


La indicación sólo considera un cambio de redacción, a fin de que se entienda mejor el sentido del artículo. No se modifica en nada el sentido.


La indicación, su modificación y el artículo fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 22, que pasa a ser 24.


Este artículo fue objeto de dos indicaciones del Ejecutivo.


La primera, para eliminar, a continuación de la expresión “obligarse a proporcionar”, la palabra “toda”, y la segunda, para eliminar, a continuación de la palabra “información”, la expresión “económica y académica”.


El artículo 22 primitivo decía lo siguiente: 


“Artículo 22.- Para que las instituciones de educación superior tengan derecho a participar en la elección de sus representantes en la Comisión, deberán concurrir al financiamiento de la misma en conformidad a lo señalado en el artículo 21, y obligarse a proporcionar toda la información económica y académica que ésta le requiera para desempeñar las funciones que le encomienda la ley.”


Según explicó el Ejecutivo, el objeto de este cambio es hacerlo coherente con la modificación del Nº 3 del artículo 18, que pasa a ser artículo 20, que restringió la información que deben entregar las instituciones a la comisión.


La primera indicación fue aprobada por unanimidad y la segunda fue rechazada por mayoría de votos: 1 a favor y 7 en contra.

Artículo 27, que pasa a ser 29.


La Comisión de Hacienda propone suprimir la palabra “legal”, las dos veces que aparece, a continuación del término “representante”.


La indicación tiene por objeto no restringir la intervención del interesado o titular del plan de ahorro solamente a su representante legal.


Esta indicación y el artículo fueron aprobados por mayoría de votos: 7 a favor y 1 abstención.

Artículo 30, que pasa a ser 32.


Este artículo fue objeto de una indicación del Ejecutivo, por la cual se intercala, a continuación de la expresión “Ley Nº 18.962,”, la frase “y en el inciso tercero del artículo 72 de dicho cuerpo legal,”. 


La indicación tiene por objeto incorporar también, dentro de las instituciones en las que pueden ser utilizados los recursos de los planes de ahorro contemplados en esta ley, a las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden, beneficiarias de crédito con garantía estatal. 


Esta indicación y el artículo fueron aprobados por unanimidad. 

Artículos 37, 38 y 39, nuevos.


La Comisión de Hacienda acogió como indicación del Ejecutivo la incorporación de los siguientes artículos. 


“Artículo 37.- Para percibir el subsidio fiscal, el titular deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1.
Que el plan de ahorro tenga una antigüedad de al menos 24 meses anteriores a la fecha en que corresponda recibir el subsidio. 

2.
Que el plan de ahorro disponga de fondos por al menos 80 unidades de fomento al momento en que se efectúe el primer pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado. Tratándose de estudios conducentes a un título técnico de nivel superior, los fondos acumulados en el plan deberán ser no menos de 40 unidades de fomento. 

3.
Tener un ingreso familiar per cápita promedio mensual inferior o igual a 12,6 unidades de fomento y un ingreso familiar promedio mensual inferior o igual a 63 unidades de fomento, en los 12 meses anteriores a la fecha de inicio del pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado. 


En caso de que el titular acredite un ingreso familiar per cápita mensual mayor a 12,6 unidades de fomento o un ingreso familiar mensual mayor a 63 unidades de fomento, podrá optar a un subsidio parcial según lo señalado en el inciso segundo del artículo 36, siempre que acredite un ingreso familiar per cápita promedio mensual inferior a 17 unidades de fomento y un ingreso familiar promedio mensual inferior a 93 unidades de fomento. 


El reglamento determinará el concepto de ingreso familiar y establecerá el procedimiento para acreditar los ingresos a que se refiere esta letra. 

4.
Que los fondos del plan de ahorro hayan sido destinados íntegramente y se encuentren agotados por el pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado. 

5.
Que la institución de educación superior a la cual se destinaron los fondos del plan de ahorro, sea de aquellas contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 29 de la ley Nº 18.962, reconocida oficialmente y acreditada en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establezca la ley. 


La forma y condiciones en que deberá verificarse el cumplimiento de los requisitos a que se refiere este artículo, serán establecidos en el reglamento. 


Artículo 38.- El subsidio fiscal a que se refieren los artículos anteriores será equivalente al 150% del monto que, por concepto de intereses reales, hayan obtenido los fondos, desde el momento de su depósito en un plan de ahorro a que se refiere el Capítulo III de esta ley, y hasta el momento en que los fondos del plan de ahorro se destinen por completo al pago de aranceles y matrículas a la institución de educación superior que curse el titular.


En caso de que el titular acredite un ingreso familiar per cápita mensual entre 12,6 unidades de fomento y 17 unidades de fomento, y un ingreso familiar mensual entre 63 unidades de fomento y 93 unidades de fomento, el subsidio fiscal será equivalente a los dos tercios del subsidio señalado en el inciso anterior. 


Artículo 39.- El subsidio fiscal se depositará en el plan de ahorro una vez que se encuentren agotados los recursos del respectivo plan, como consecuencia del pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado.” 


Las normas contenidas en estos artículos venían propuestas en el mensaje. Esta Comisión resolvió, en el primer informe, rechazarlos para un mejor estudio y por estimar que el subsidio fiscal debía ser otorgado antes y no al final de que se encuentren agotados los recursos del respectivo plan de ahorro y por considerar que el monto consultado es insuficiente. 


Durante la discusión en la Comisión, el Ejecutivo formuló indicación para sustituir, en el numeral 2.-, del artículo 35, que pasa a ser 37, la expresión “80” por “60”, y la expresión “40” por “30”. 


Las indicaciones reseñadas fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados que emitieron su voto: 7.

Artículo primero transitorio.


El Ejecutivo propuso sustituir el artículo primero transitorio por el siguiente: 


“Artículo primero.- Hasta que exista un Sistema Nacional de Aseguramiento de Calidad de las Instituciones de Educación Superior, al que hace referencia el artículo 5º(que pasa a ser 6º) de la presente ley, el Fisco sólo podrá garantizar los créditos que se destinen al financiamiento de estudios de educación superior en las instituciones contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 29 y en el inciso tercero del artículo 72 de la ley Nº 18.962, que cuenten con el respaldo financiero suficiente para el otorgamiento de las garantías por deserción académica establecidas en el artículo 11, que pasa a ser 13, que gocen de autonomía conforme a las normas legales pertinentes y que cumplan los requisitos de calidad que defina el reglamento”.


La indicación fue aprobada por mayoría de votos: 6 a favor y 2 abstenciones.


El Ejecutivo presentó indicación para agregar un nuevo artículo tercero transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo tercero.- Durante el primer año de funcionamiento de la Comisión a que se refiere el Capítulo II de esta ley, el aporte de las instituciones de educación superior a que se refiere el artículo 21, que pasa a ser 23, se determinará en proporción al número de postulantes que dichas instituciones se comprometan a garantizar en ese período”.


Se hizo presente en la Comisión que el proyecto no consideraba cómo se iba a financiar el primer año de funcionamiento de la comisión, considerando que el financiamiento regular está dado a prorrata del monto de créditos colocados en cada institución de educación superior. Por ello, se incorpora esta norma transitoria que establece como criterio de distribución de los costos, el tamaño de cada institución, en el entendido de que es el criterio más cercano al potencial número de beneficiarios que posteriormente tendrá cada una de ellas.


La indicación fue aprobada por unanimidad.


El Ejecutivo presentó indicación en la Comisión de Hacienda para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo cuarto.- Los reglamentos a que se refiere el presente cuerpo legal deberán ser dictados dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación de esta ley.”


La indicación fue aprobada por la unanimidad de siete diputados que emitieron su voto.


Artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


La Comisión de Hacienda tomó conocimiento e informó los artículos indicados en primer informe de esta Comisión y, además, acordó incorporar a su conocimiento los que se indican en su primer informe.


Aparte de las disposiciones indicadas en el primer informe de esta Comisión y en el de la Comisión de Hacienda, esta última deberá conocer los artículos 1º y 8º, nuevos, incorporados en este segundo informe.


En este trámite reglamentario no se han aprobado otras disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


Es todo cuanto puedo informar, señor Presidente.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el señor Camilo Escalona, diputado informante de la Comisión de Hacienda.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre este proyecto de ley, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Cámara.


Las disposiciones puestas en conocimiento de esta Comisión en este trámite son los artículos 1º y 8º nuevos, incorporados en la Comisión de Educación. No obstante, también acordó pronunciarse respecto de los artículos 37 y tercero transitorio, nuevos, y 2º, 4º, 6º, 11, 13, 32 y primero transitorio, por haber sido modificados en el segundo informe de la Comisión técnica. 


Vale la pena recordar que en el mensaje del Presidente Lagos se establece que la iniciativa pretende facilitar el acceso a la educación superior, de modo que la falta de recursos económicos no sea un impedimento, así como fomentar el ahorro familiar con similar objeto. Ello se puede lograr con diseño de una política integral de educación, en que uno de los componentes centrales lo constituya un sistema nacional de financiamiento estudiantil.


Todos los artículos que se sometieron al conocimiento de la Comisión de Hacienda fueron aprobados por unanimidad. Los 
artículos 1º, 13 y 37 fueron objeto de indicaciones y de enmiendas como se detalla en este informe.


La señora Pilar Armanet, jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, resumió los principales cambios efectuados por la Comisión técnica: Por una parte, el nuevo artículo 1º, que crea la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, órgano encargado de definir y evaluar las políticas y demás fines que persigue la iniciativa legal propuesta, y por otra el nuevo artículo 8º, que incorpora las academias matrices de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones dentro de las instituciones cuyos estudiantes podrán optar a créditos con garantía pública.


En relación con la discusión en particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


El artículo 1º del proyecto crea la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, cuyo objetivo es definir y evaluar políticas para el desarrollo e implementación de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior, tales como letras hipotecarias, bonos, mutuos u otros; celebrar los convenios con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, necesarios para su puesta en marcha; proponer las modificaciones legales que éstos requieran, y administrar el sistema de créditos de educación superior con garantía estatal.


La señora Pilar Armanet explicó que lo que se busca con esta norma es establecer instrumentos que favorezcan a un gran número de estudiantes, evitar que cada alumno se entienda con su entidad financiera y permitir que la Comisión pueda negociar líneas de crédito en mejores condiciones para los estudiantes. Para cumplir esa finalidad es necesario que la Comisión tenga esa facultad descrita en el texto, porque al tratarse de una entidad creada por ley, en principio, sólo puede realizar las actuaciones que ésta permite.


Puesto en votación el artículo 1º, se aprobó por unanimidad.


El artículo 2º dispone que el Estado, por intermedio del fisco, garantizará los créditos destinados a financiar estudios de educación superior, siempre que estos hayan sido concedidos de conformidad con las normas del proyecto y su reglamento.


El inciso segundo señala que, asimismo, cuando corresponda, garantizará las operaciones de estructuración financiera que se realicen en el marco del proyecto y su reglamento, con el objeto de refinanciar créditos de educación superior.


El inciso tercero establece que el monto garantizado por el Estado en cada año, no podrá exceder el máximo de recursos que determine la ley de Presupuestos respectiva.


El inciso cuarto preceptúa que los créditos objeto de garantía estatal no podrán ser otorgados por el fisco.


Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 4º establece que, en el caso de los créditos titularizados, para acceder a la garantía estatal de que trata el proyecto, deberán sujetarse a las siguientes reglas:

1.
El fisco podrá adquirir los créditos destinados al financiamiento de estudios de educación superior, cualquiera sea la institución que los haya otorgado, debiendo venderlos a terceros dentro del mismo ejercicio presupuestario en que hayan sido adquiridos;

2.
El fisco podrá adquirir estos créditos hasta por el monto máximo que anualmente determine la ley de Presupuestos respectiva, en concordancia con el monto máximo de recursos que determine la misma ley para efectos de las garantías que se norman en este cuerpo legal;

3.
El fisco otorgará las garantías requeridas para que en el evento de que los créditos sean titularizados, los bonos preferentes que se emitan respaldados en dichos créditos presenten clasificación de riesgo de al menos grado de inversión en escala internacional, la que deberá verificarse acorde con el procedimiento que establezca el reglamento;

4.
Por decreto supremo, expedido por el Ministerio de Educación, el que deberá llevar además la firma del ministro de Hacienda, se señalará anualmente, para cada carrera, un monto máximo que podrá ser garantizado por el fisco, de conformidad con el proyecto.


Los elementos que se utilizarán para determinar el referido valor, se establecerán en el reglamento, el cual deberá considerar entre otras, un arancel de referencia.

5.
El referido decreto supremo señalará el monto total garantizado por alumno, el que no podrá exceder de un total de aranceles de referencia que sea igual al número de años de duración de la carrera respecto de la cual se otorgó el crédito.


Tratándose de estudiantes matriculados como alumnos regulares en carreras conducentes a grado de licenciado, el número de aranceles de referencia se aumentará en tres.


En el caso de estudiantes matriculados como alumnos regulares en carreras conducentes a título profesional, el número de aranceles de referencia se aumentará en dos.


En el caso de estudiantes matriculados como alumnos regulares en carreras conducentes a título técnico de nivel superior, el número de aranceles de referencia se aumentará en uno.


Para los efectos de este numeral, se considerará el valor del arancel indicado en el número 4.


Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 6º establece que la garantía estatal de que trata el proyecto operará sólo para créditos destinados a financiar total o parcialmente estudios de educación superior que se realicen en las instituciones que cumplan los siguientes requisitos:

1.
Que se trate de alguna de las instituciones contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 29 de la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza;

2.
Que se encuentren reconocidas oficialmente por el Estado;

3.
Que sean autónomas;

4.
Que se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establezca la ley;

5.
Que cuenten con respaldo suficiente para solventar las garantías de deserción académica establecidas en el título IV de este capítulo, y

6.
Que participen en la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores indicada en el capítulo II, en la forma señalada en el artículo 24.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


El artículo 8º dispone que, asimismo la garantía del Estado será aplicable a créditos destinados a financiar estudios de nivel superior en las instituciones señaladas en el inciso tercero del artículo 72 de la ley orgánica constitucional de Enseñanza. Para estos efectos, será exigible a dichas instituciones el requisito contemplado en el número 4 del artículo 6º de la presente ley.



El inciso segundo señala que en todas las otras materias operarán las mismas condiciones, requisitos, plazos y demás exigencias para acceder a la garantía del Estado.


La jefa de Educación Superior del Ministerio de Educación reiteró que este artículo tiene por objeto extender la cobertura de la garantía del Estado a los créditos que favorezcan a estudiantes de las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


El artículo 11 estipula que los créditos objeto de garantía estatal deberán contar con seguros de desgravamen e invalidez, en la forma y condiciones determinadas por el reglamento. En todo caso, la Comisión a que se refiere el capítulo II, podrá exigir que dichos créditos cuenten, adicionalmente, con seguro de cesantía.


En inciso segundo dispone que no será exigible a los créditos y bonos que cuenten con garantía estatal la constitución de garantías adicionales a las que establece el proyecto.


Este artículo fue aprobado por unanimidad.


El artículo 13 establece que para que opere la garantía estatal, las instituciones de educación superior, por sí o a través de terceros, deberán garantizar a favor de la entidad que otorgue el crédito, y a su sucesora, el riesgo de deserción académica del alumno, en conformidad con lo que establezca el reglamento. 


Puesto en votación este artículo, con una indicación que agrega la palabra “pública” después de “anualmente”, fue aprobado por unanimidad.


El artículo 32 dispone que con cargo a los recursos aportados mensualmente en el plan de ahorro, las entidades a que se refiere el artículo 27 pagarán a las instituciones de educación superior contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 29 de la ley 
Nº 18.962, y en el inciso tercero del artículo 72 de dicho cuerpo legal, reconocidos oficialmente por el Estado y que se encuentren acreditadas en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establezca la ley, los aranceles y matrícula por las carreras que los beneficiarios de los respectivos planes estén cursando y mientras permanezcan en ellas.


El inciso segundo señala que para efectos de que se verifique el pago a que se refiere el inciso anterior, el titular del plan de ahorro, o su representante legal, deberá otorgar al momento de su apertura, un mandato a la institución con quien se haya convenido el respectivo plan. Asimismo, las instituciones podrán celebrar los convenios que estimen pertinentes con las entidades a que se refiere el inciso anterior, para los efectos del pago a que se refiere este artículo. 


Puesto en votación, este artículo fue aprobado por unanimidad.


El artículo 37 determina que para percibir el subsidio fiscal, el titular deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1.
Que el plan de ahorro tenga una antigüedad de, al menos, 24 meses anteriores a la fecha en que corresponda recibir el subsidio;

2.
Que el plan de ahorro disponga de fondos por, al menos, 60 unidades de fomento al momento en que se efectúe el primer pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado. Tratándose de estudios conducentes a un título técnico de nivel superior, los fondos acumulados en el plan deberán ser no menos de 30 unidades de fomento;

3.
Tener un ingreso familiar per cápita promedio mensual inferior o igual a 12,6 unidades de fomento y un ingreso familiar promedio mensual inferior o igual a 63 unidades de fomento, en los 12 meses anteriores a la fecha de inicio del pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado.


En caso de que el titular acredite un ingreso familiar per cápita mensual mayor a 12,6 unidades de fomento o un ingreso familiar mensual mayor a 63 unidades de fomento, podrá optar a un subsidio parcial según lo señalado en el inciso segundo del artículo 38, siempre que acredite un ingreso familiar per cápita promedio mensual inferior a 17 unidades de fomento y un ingreso familiar promedio mensual inferior a 93 unidades de fomento.


El reglamento determinará el concepto de ingreso familiar y establecerá el procedimiento para acreditar los ingresos a que se refiere esta letra;

4.
Que los fondos del plan de ahorro hayan sido destinados íntegramente y se encuentren agotados por el pago de aranceles y matrícula de estudio de educación superior de pregrado, y

5.
Que la institución de educación superior a la cual se destinaron los fondos del plan de ahorro, sea de aquellas contempladas en las letras a), b) y c) del artículo 29 de la ley Nº 18.962, reconocida oficialmente y acreditada en conformidad con el sistema de aseguramiento de calidad que establezca la ley.

Puesto en votación, este artículo fue aprobado por unanimidad.


Los artículos transitorios también fueron aprobados por unanimidad.


La Comisión de Hacienda acordó recomendar a la Sala la aprobación de este sistema de financiamiento de la educación superior, mediante la creación de un régimen de garantía, con aval del Estado, y la utilización de un plan de ahorro para la obtención de un subsidio con el mismo propósito. En caso de ser aprobado, en marzo del próximo año contaremos con un potente instrumento que permitirá el acceso a la educación superior a los estudiantes de menos recursos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En discusión el proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, uno de los temas que preocupa a nuestra sociedad es el financiamiento de la educación superior, pues además de las 25 universidades que dependen del Consejo de Rectores, en la actualidad existen, al menos, cuarenta entidades privadas.


Hace algunos días se dio a conocer el resultado de la acreditación voluntaria que hicieron las universidades, lo que constituye un primer paso para conocer y analizar la calidad de nuestros planteles de educación superior en los cursos de pregrado, posgrado y en el ámbito de la investigación. Ello es señal de que nuestras universidades están bien preparadas para aumentar la cobertura en la educación terciaria, que ya forma parte de la vida académica de nuestros profesionales. Hasta hace algunos años ellos debían obtener un magíster o un doctorado en universidades extranjeras. Hoy, eso ya se está superando, pues el nivel académico de nuestro país es muy alto, lo que permite la formación de profesionales de gran talento y capacidad.


Los diputados informantes de las Comisiones de Educación y de Hacienda, señores Carlos Olivares y Camilo Escalona, respectivamente, ya se refirieron a las bondades de la iniciativa. En la Comisión de Hacienda escuchamos a las partes involucradas en el tema, quienes enfatizaron que el proyecto es positivo, porque constituye una ayuda efectiva para miles de estudiantes universitarios que en determinado momento tienen problemas para financiar su educación. Su objetivo es generar nuevos instrumentos de financiamiento para la educación superior y apoyar en forma efectiva a los estudiantes y a sus familias en el uso de otras alternativas financieras que existen en el mercado. Quiero recordar que hace aproximadamente tres años el Congreso Nacional aprobó el proyecto sobre securitización, sistema que también ha sido utilizado para financiar la educación superior.


La iniciativa crea la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, cuyo objetivo es definir políticas para el desarrollo e implementación de instrumentos de financiamiento para estudios de educación superior, proponer las modificaciones legales que estos requieran y administrar el sistema de créditos de educación superior con garantía estatal.


Específicamente, este cuerpo legal establece una garantía del Estado para créditos de jóvenes que estudien en instituciones de educación superior acreditada, lo que permitirá utilizar los cuantiosos recursos de ahorro de las compañías de seguros y de las administradoras de fondos de pensiones para financiar el incremento del capital humano de los estudiantes que hayan demostrado mérito académico y necesidad económica.


En las comisiones de Educación y de Hacienda se presentó una indicación con el objeto de que los estudiantes de las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones también puedan optar a créditos con garantía pública. 


Por lo tanto, el Estado podrá participar indirectamente, garantizando dichos créditos a todos los alumnos meritorios, y será el sector privado quien aportará los recursos. 


Para asegurar el pago oportuno de los créditos por parte de los alumnos y resguardar el patrimonio público, el proyecto establece que éstos deberán otorgar un mandato a sus empleadores para que les descuenten por planilla las cuotas del crédito. La Tesorería General de la República les retendrá los saldos impagos de eventuales devoluciones de impuestos. 


Este cuerpo legal establece también un subsidio estatal para el ahorro realizado por las familias para financiar estudios de educación superior. De esa manera se busca premiar a los alumnos y sus familias que hayan hecho un esfuerzo de largo plazo para financiarlos. 


Además, el proyecto señala que, por decreto supremo del Ministerio de Educación 
-que también llevará la firma del ministro de Hacienda-, se establecerá para cada carrera un monto máximo que podrá ser garantizado por el fisco en conformidad con la ley.


De acuerdo con la ley de Presupuestos, el fisco podrá tomar créditos destinados al financiamiento de educación superior, cualquiera sea la institución que los haya otorgado, debiendo venderlos a terceros dentro del mismo ejercicio presupuestario en que lo hayan adquirido. 


Queda claro que anualmente una glosa de la ley de Presupuestos fijará el monto máximo con que puede operar el fisco.


Quiero que en la historia fidedigna de la ley quede constancia del espíritu del legislador, tanto en las comisiones de Educación y de Hacienda, como también en la discusión en general y en particular.


Como el reglamento debería aprobarse pronto, tal como lo expresó el colega Camilo Escalona, creo que existiría la posibilidad de que en marzo próximo puedan hacer uso de este cuerpo legal miles de estudiantes de educación superior. 


Por lo tanto, en nombre del Partido Demócrata Cristiana, anuncio que vamos a votar favorablemente.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, la educación superior está sufriendo profundas transformaciones en los últimos tiempos. 


A partir de las modificaciones iniciadas a fines de la década de los 80 y a inicios de la de los 90, cuando se crearon el Consejo de Rectores, los institutos profesionales y los centros de formación técnica, el desarrollo diversificado de las instituciones de educación superior ha aumentado paulatinamente hasta casi duplicar la cantidad de matrículas existentes hace diez años. Ello ha significado una demanda sostenida de matrículas, como asimismo de más financiamiento y de créditos a quienes desean acceder a la educación superior.


Por ello, el Ejecutivo ha presentado a tramitación dos proyectos directamente relacionados entre sí: uno, relativo a la acreditación de las universidades, a través del mejoramiento de la calidad de la educación, que exige mayores requisitos de acreditación, proyecto que ya discutimos en esta Sala, y el proyecto en discusión, relativo al sistema de financiamiento de la educación superior.


Hasta ahora, el sistema de créditos estudiantiles consta de fondos solidarios que se otorgan a los estudiantes de las universidades que forman parte del Consejo de Rectores, el que no incluye a las universidades privadas, a los institutos profesionales y a los centros de formación técnica. 
El único financiamiento al que pueden acceder los estudiantes de estas instituciones de educación superior es el crédito Corfo, que requiere aval. 


El objetivo del proyecto es consagrar normas para financiar dichos estudios a través del aval del Estado, lo que me parece muy positivo. Sin embargo, no nos parece bueno que subsistan dos sistemas. El hecho de que el crédito que otorga el fondo solidario sólo se otorgue a los estudiantes de las universidades que forman parte del Consejo de Rectores constituye una discriminación odiosa que debe terminar.


Por otra parte, la creación de un sistema de ahorro para financiar la educación superior permitirá que las familias, desde que sus hijos son pequeños, abran libretas de ahorro, para que cuando lleguen a la edad de postular a la educación superior cuenten con los recursos necesarios.


Lamentablemente, quienes ahorren no tendrán subsidio estatal. A mi juicio, debemos insistir en su otorgamiento, porque constituiría un premio al ahorro que queremos fomentar.


En síntesis, nuestra bancada está a favor del proyecto, salvo respecto del artículo 15, que pasó a ser 17, que modifica todo lo relacionado con las garantías de cobro, permitiendo que los empleadores descuenten de la declaración de impuestos los recursos retirados por las universidades.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, el proyecto es fundamental para los miles de estudiantes de la educación media, especialmente de 3º o 4º que miran con preocupación las posibilidades reales que tienen sus padres de enviarlos a algún establecimiento de educación superior, sea una universidad pública o privada, un instituto profesional o un centro de formación técnica.


Como ex dirigente estudiantil de la Universidad de Los Lagos, de Osorno, donde estudié la carrera de Pedagogía en Historia, siempre fui un tenaz luchador por más recursos para las universidades públicas, cuyo buen funcionamiento es fundamental para los jóvenes y, por ende, para el desarrollo del país. No obstante ello, debo reconocer que la llegada de universidades privadas a regiones se ha transformado en una alternativa de educación, con carreras que antes las públicas no podían brindar en ellas por razones económicas. Si bien es cierto sus aranceles son tal vez elevados, los padres de familia han tenido la posibilidad -con mucho esfuerzo- de matricular a sus hijos y pagarles el arancel, de un monto cercano a los cien mil pesos, por una carrera que en Santiago o en las regiones Quinta y Octava, se duplicaría o triplicaría. Por lo tanto, desde ese punto de vista, debo reconocer que las universidades privadas han sido una alternativa importante para sectores de la clase media y trabajadora de regiones.


Sin embargo, la educación superior privada adolece de profundas deficiencias que, a veces, nos indignan. Así hay estudiantes que están sacando adelante sus carreras, con buenas notas, que han estudiado con mucho esfuerzo y dedicación, pero que cuando se atrasan en el pago de las cuotas del arancel, las autoridades de sus planteles les impiden rendir sus exámenes, no pudiendo terminar su semestre académico. Esto atenta contra la igualdad de la educación.


Creemos que el proyecto ayudará a muchos de esos jóvenes, como también a sus padres, quienes verán que sus hijos, con buen rendimiento en la universidad, en un centro de formación técnica o en un instituto profesional efectivamente podrán terminar sus carreras sin tener que sufrir mes a mes con el pago de los aranceles, que en algunos casos son muy elevados, y sin tener que recurrir -a veces con humillación-, en febrero o en marzo, cuando deben matricularse, a un aval de un crédito para el pago de los aranceles.


La educación, en cualquier país, debe estar garantizada para todos. Por eso, este proyecto, marcará un hito histórico una vez que lo aprobemos y se convierta en ley. Evitará que las carencias de los padres impidan dar a sus hijos la educación superior que corresponde. La falta de dinero no debe ser una causa para no acceder a ella. Los recursos que prevé beneficiarán no sólo a los hogares de clase media, que por cierto lo necesitan, sino también a aquellos en que los ingresos de los jefes de familia no superan el salario mínimo. Los jóvenes de esos hogares deben tener las mismas posibilidades de educación superior que el de los jóvenes cuyos padres tienen recursos.


En los gobiernos de la Concertación hemos avanzado mucho en paliar las profundas desigualdades que existen en diversos ámbitos. Por ejemplo, en materia de salud teníamos un sistema que establecía marcadas diferencias entre quienes tienen recursos y quienes no. Con el impulso del Presidente Lagos, aprobamos el plan Auge. En materia de educación también estamos dando un paso importante, pues esta iniciativa permitirá que los padres que se enfrentan a un verdadero drama cuando sus hijos salen de cuarto medio, vean el futuro con mejores perspectivas y concreten el sueño de que ellos obtengan un título profesional, universitario o técnico, que les permita superarse, como es el anhelo de todo padre.


Felicito al ministro Bitar y a todos quienes han impulsado esta iniciativa, y a la Comisión de Educación, que ha jugado un rol importante en agilizar su tramitación.


Creemos necesario que en marzo el país cuente con este sistema de financiamiento para la educación superior, pues no sólo dará más oportunidades a quienes no las tienen, sino que, además, permitirá que crezcamos en términos de recursos humanos. Un país con más profesionales y más técnicos progresa, y mediante esta iniciativa el gobierno del Presidente Lagos da un impulso importante a esa tarea, que debe ser de todos los chilenos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto que aborda uno de los temas más importantes para nuestra juventud: la posibilidad de acceder a algún tipo de financiamiento estatal para estudiar.


En la actualidad tenemos en esta materia una situación imposible de sostener. Existe sólo un crédito fiscal subsidiado para alumnos de las universidades estatales pertenecientes al Consejo de Rectores. Esa situación no sólo es insostenible por lo injusta, sino que, además, provoca unas aberraciones increíbles. Voy a contar un caso que conocí personalmente. Hace algunas semanas, en el sur, un niño muy capaz, que obtuvo un alto puntaje en la PSU, me dijo que estaba estudiando en la universidad, pero que hubiera querido estudiar en un instituto profesional, que imparte carreras más cortas, para poder recibirse luego y colaborar con un ingreso a su familia. Pero como los institutos profesionales no otorgan créditos, no pudo estudiar en uno de ellos, y tuvo que hacerlo en una universidad estatal, donde sí los conceden. Por consiguiente, está estudiando una carrera mucho más larga, un desafío mayor intelectualmente, pero no es lo que él quería, por vocación y por ser más corta. Es decir, el sistema actual de crédito lo incentivó a estudiar una carrera más larga. Eso es absurdo.


Usualmente nos quejamos de que en Chile no se siguen carreras técnicas. ¡Cómo van a estudiarlas si hay que financiarlas con recursos propios, que mucha gente modesta no tiene! Ojalá este proyecto sea exitoso y otorgue una ayuda importante a los estudiantes para que elijan carreras por vocación y no porque se les otorgue un crédito fiscal barato, como ocurre hoy.


Sin embargo, hay un punto que el proyecto no abordó y que mencioné en la Comisión de Hacienda. Las instituciones de educación superior van a tener que presentar al Consejo a los alumnos candidatos al beneficio. ¿Qué ocurre si la demanda por la garantía del Estado es superior a la oferta que debe definir el Fisco todos los años en la ley de Presupuestos? Supongamos que un año determina que puede ayudar a mil personas con la garantía del Estado y que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica presentan diez mil candidatos. ¿Cómo se resuelve eso? ¿Con qué criterio se va a decidir quién recibe la garantía del Estado? Este problema lo planteamos en la Comisión de Hacienda y el Ejecutivo reconoció que en el proyecto no estaba resuelto, pero no envió una indicación que lo solucionara. Si no se incorpora una disposición para tal efecto, podría resolverse de manera muy arbitraria, como, por ejemplo, que el Consejo decidiera darle todo a algunas universidades de ciertas regiones del país.


Me preocupa que no se contemple en el proyecto, y se deje al reglamento, la forma de priorizar la entrega de esta garantía del Estado en el caso de que haya mucho más demanda que la oferta que defina el mismo Estado a través de la ley de Presupuestos, pues puede incurrirse en discriminaciones.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, sin duda este proyecto, de acuerdo con lo dicho por los diferentes diputados durante la mañana, nos lleva a concluir que adolece de deficiencias que todos queremos que se resuelvan en forma óptima. Aquí hay una alianza entre el que tiene conocimiento y lo que el organismo rector de un país puede entregarle. Vale decir, entre las comisiones de Educación y de Hacienda, y, por supuesto, el Ejecutivo como rector de ello.


Este trámite, tal como lo indicamos en su primera discusión en esta Sala, tiene por finalidad esencial generar los instrumentos financieros especiales para hacerse cargo de lo que estimaba el diputado Dittborn. Habrá un reglamento que quizás resuelva su preocupación, el que deberá ser revisado si se presenta la situación que su señoría ha planteado.


En cuanto a las fuentes de financiamiento, habrá un fondo nacional de becas, y en este sentido nos debemos referir, en primer lugar, a la creación de la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, que estará normada por un muy buen reglamento. Es decir, existirá un sistema sustentable de financiamiento para los estudiantes de las universidades del Consejo de Rectores; un subsistema de crédito sustentable para estudiantes de instituciones autónomas acreditadas y un sistema de ahorro para el financiamiento de la educación superior. Llegamos a un consenso entre todos los actores, en cuanto a que sólo la existencia de avances sustantivos en materia educativa nos llevan a crear fuentes de financiamiento para el futuro.


En la Comisión de Hacienda fue importantísima la participación de la jefa de la división de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet. En gran medida, hizo fácil entender el proyecto y poner nuestra visión en el futuro. Por ejemplo, en veinte o treinta años más, creo que, como nación, estaremos complicados si seguimos exportando sólo los commodities, como la fruta, los minerales, la madera, los recursos marinos, etcétera. En consecuencia, necesitamos exportar servicios profesionales y tecnología, como señaló la señora Pilar Armanet, y para ello se requiere mejorar la educación superior.


Hoy pensamos en los mercados globales, que necesitan complejos industriales de alta tecnología, biotecnología, informática, telecomunicaciones, etcétera. Todo esto supone recursos. Tenemos que ser capaces de aprovechar las condiciones de nuestro dinámico mercado financiero, asentado sobre sólidas bases generadas por los instrumentos que permitirán el acceso a la educación a todos los sectores. Por eso, entiendo que el Estado va por el camino correcto en el tema educacional y la asignación de fondos mediante los distintos medios que he señalado.


Quiero destacar especialmente el artículo 6º, porque permite entregar la garantía estatal para créditos destinados a financiar total o parcialmente los estudios de educación superior en aquellas instituciones que deberán cumplir con requisitos de excelencia, que no sólo se encuentren reconocidas oficialmente por el Estado o sean autónomas, sino que deberán estar acreditadas de conformidad con el sistema de aseguramiento de la calidad establecido por una ley.


Por lo tanto, el proyecto debe entenderse como parte del paquete integral de reformas que con tanto entusiasmo impulsa el ministro de Educación, la señora Pilar Armanet y su equipo


Pero necesitamos más recursos, más garantías estatales y más seguridad institucional como respaldo por parte de estas entidades que, en el fondo, son las sostenedoras del sistema. 


Para algunos nostálgicos del viejo Estatuto Docente -llamado en ese entonces estado docente- esta iniciativa puede parecer insuficiente. Pero será suficiente en la medida en que nuestra economía y nuestros inversionistas sigan teniendo la tranquilidad que hoy tiene el devenir de nuestros ciclos económicos ordenados, responsables, serios, que están en contra del populismo, venga de donde viniere, que a veces tanto daño le hace al país.


Porque hemos logrado ese orden económico, debemos ser capaces de invertir en el futuro de Chile, en el bienestar y en el desarrollo estratégico de la nación no de corto, sino de largo plazo, que hoy la juventud tanto necesita y clama.


Es preciso dar nuestro apoyo a este proyecto, porque es fundamental para los jóvenes chilenos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, en la Comisión de Educación voté en contra del proyecto. Y luego de escuchar con mucha atención las observaciones hechas presentes en la Sala, no puedo sino reiterar mi disposición de votarlo en contra. 


No hay nada más noble en un proyecto político que el propósito de restituir y garantizar un derecho fundamental a quienes, por razones económicas, se han visto privados de él, como es el acceso a la educación superior, aún teniendo las capacidades, el talento, la disposición y la vocación para ello. Desde ese punto de vista, comparto el objetivo del proyecto.


Examinemos el instrumento a través de la cual se pretende hacer justicia en esta área bien específica, como es, reitero, que todos los jóvenes capaces y talentosos, aunque provengan de familias humildes y económicamente muy vulnerables, puedan acceder a la educación superior. 


Ya me referiré brevemente a cómo las sociedades más avanzadas han resuelto este dilema. 


Hay dos alternativas: o se establece, como tradicionalmente se hizo en el país hasta 1973, una oferta pública de educación superior 
-entonces lo hicieron las Universidades de Chile, Técnica del Estado, de Concepción, Austral, etcétera- y se pone a disposición de los alumnos talentosos y capaces, incluyendo a los de escasos recursos, o dejamos que la diversidad de alternativas privadas resuelvan el problema. Pero en este caso, como se trata de instancias privadas -no podría ser de otra manera-, estaría presente el lucro, no obstante que la ley lo prohíbe expresamente, en el proceso de cobrar matrículas y mensualidades, en el cual el Estado debe apoyarlas a través de un subsidio. Ése es el objeto del proyecto: crear un sistema de financiamiento para que los alumnos talentosos de sectores medios y de bajos ingresos adquieran un crédito con un subsidio del Estado -porque en algún momento esto significará un flujo de recursos- para acceder a las universidades privadas.


¿Por qué es una mala solución a un buen propósito? En primer lugar, las universidades privadas no garantizan la calidad de la educación. Tenemos dramáticos ejemplos de cómo algunos centros de educación superior han quebrado y sus propietarios han cambiado de rumbo, dejando a los alumnos en la estacada. Otras ofrecen el oro y el moro, pero no tienen ningún tamiz que cuele ética y moralmente su marketing y su propaganda, pues ofrecen profesiones extraordinariamente rentables para, finalmente, dejar a los alumnos engrosando el ejército de cesantes ilustrados. Otros centros universitarios ofrecen carreras tradicionales y muy prestigiadas en el mundo académico en la mitad o en el tercio del tiempo curricular. Así, hoy universidades privadas imparten las carreras de pedagogía o enfermería en dos años y con clases sólo los fines de semana, a pesar de que en las universidades públicas tradicionales estas carreras desde siempre han durado cinco años, o diez semestres, además de los ramos electivos. Incluso, se ofrecen carreras de medicina con una duración de tres y medio a cuatro años. Hay carreras muy especiales de tres años y medio que no están destinadas a formar al asistente jurídico, el procurador, ni menos al abogado. En fin, existe un abanico de creatividad no para resolver lo que el diputado señor Jaramillo señaló, con emoción y razón: la demanda justa y legítima de los jóvenes de familias humildes para acceder a la educación superior, sino para resolver otro problema, cual es un espacio de negocio en la educación superior para la rentabilidad de los inescrupulosos. Hay centenares de ejemplos en Chile. 


En segundo lugar, son centros de formación que no forman ciudadanos, aún en el evento de que estuviera resuelta la calidad. Incluso, en ellos está prohibida la asociación de los profesores y la organización de los estudiantes. O sea, en el mejor de los casos, ahí puede haber una fábrica de personas con títulos académicos. En una carrera de cinco años, los estudiantes no pueden ejercer el legítimo derecho de organizarse y los profesores tampoco pueden hacerlo en una asociación de profesores para, incluso, desarrollar iniciativas de mejoramiento de la calidad de la educación. 


Además, muchas de ellas son verdaderas sectas universitarias formadas en torno a dogmas, a visiones sectarias de la vida y de la sociedad. Han surgido universidades con visión militar, del Opus Dei, de los Legionarios de Cristo, masónicas, etcétera. Como alguien señaló, no sé si con algún grado de ironía o creyéndolo, eso permite el pluralismo. ¡Imagínense la visión pluralista de vida que tendrá un estudiante que hizo toda su carrera de medicina o leyes en una universidad del Opus Dei y si, además, se le prohibió organizarse como estudiante y a los profesores se les prohibió asociarse como maestros! La universidad del Opus Dei exige a los profesores libreta de matrimonio y no pueden ser separados de hecho. Y ni hablar de divorciados, no obstante existir en Chile ley de divorcio. ¡Y para qué decir lo que ocurre en una universidad militar, donde no tiene cabida el profesor que tuvo algún pariente, aunque sea en sexta generación, con ideas progresistas o de izquierda!


En consecuencia, son universidades con fines de lucro y con visiones sesgadas de la vida y de la sociedad, que no disfrazan su posición, sino que la expresan públicamente con desplante y sin tapujos, con las cuales el Estado no se debe involucrar, sobre todo, cuando existe otra alternativa, las universidades públicas, que es la alternativa de los países más desarrollados y de algunos de nuestros vecinos, que solemos mirar en menos, pero que debiéramos respetar un poco más, como es el caso de Argentina, Uruguay y Venezuela.


Las universidades públicas garantizan calidad y una visión laica y pluralista de la vida dentro de la propia universidad, pues allí conviven profesores y alumnos católicos conservadores con ateos y agnósticos. Esas universidades, junto con formar profesionales, forman ciudadanos para la vida, para la sociedad, para su desarrollo y entendimiento, porque pueden organizarse y vincular su universidad con el desarrollo del país.


Por esa razón, anuncio mi voto en contra del proyecto.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Germán Becker.


El señor BECKER.- Señor Presidente, estamos analizando en particular el proyecto que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. El proyecto fue aprobado en general, el 16 de junio pasado, prácticamente por la unanimidad de la Sala, ya que sólo se registró una abstención.


En mi opinión, se trata de un proyecto de gran importancia, ya que por primera vez los jóvenes que estudian en universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales privados, podrán acceder a un crédito con el aval del Estado. La iniciativa consiste en la entrega de una garantía por parte del Estado a los créditos concedidos a los estudiantes de educación superior, una vez egresados. Estos créditos son securitizados y refinanciados en el mercado de capitales. Para acceder a ellos se incorporan exigencias tanto a los estudiantes que se acogen al mecanismo como a las instituciones de educación superior que participen.


Los estudiantes deberán cumplir con un determinado rendimiento académico y serán clasificados de acuerdo con las necesidades económicas del grupo familiar. En tanto, las instituciones sólo podrán participar si se encuentran acreditadas institucionalmente.


El proyecto indica que los créditos serán avalados durante la etapa de estudio por la institución de educación superior, y una vez que el estudiante egresa, el Estado asumirá esa responsabilidad. Para asegurar el pago, el proyecto contempla una serie de medidas, entre las cuales me parece importante destacar aquella que señala que el deudor debe entregar un mandato especial, facultando a la institución crediticia para que requiera a su empleador efectuar las deducciones de las cuotas del crédito de sus remuneraciones. Además, la Tesorería General de la República podrá retener la devolución de impuestos a los deudores del sistema de crédito universitario.


El proyecto fue muy debatido en la Comisión de Educación y se le incorporaron una serie de indicaciones que, en mi opinión, lo mejoraron sustancialmente. Quiero destacar el artículo 8º, que hace aplicable la garantía estatal a los créditos destinados a financiar estudios de nivel superior en las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, tenemos una aprensión en el sentido de que estas escuelas matrices deberán estar acreditadas. Me parece que es muy difícil realizar un proceso de acreditación en las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas, donde estudian ramos como sistemas de guerra, etcétera. No sé quiénes y cómo las van acreditar. Por lo tanto, vamos a votar en contra del artículo 8º, a pesar de que estamos de acuerdo en su esencia, cual es que sus alumnos puedan acceder a créditos avalados por el Estado.


Otra disposición extraordinariamente importante es el inciso final del artículo 13, nuevo, que deja claramente establecido que “Las instituciones de educación superior deberán hacer pública su decisión de participar o no en este sistema de acreditación, debiendo informar, además, el número de postulantes que garantizarán y los requisitos académicos que exigirán -a los alumnos que accedan al crédito-, los cuales en ningún caso podrán ser inferiores a los contemplados en el sistema general.” Como las universidades deberán garantizar la posible deserción y hacerse cargo de los créditos, también podrán decidir el tipo de alumnos -sobre la base de su nivel de talento, resultados en la PSU o rendimientos académicos- que van a aceptar.


En general, el proyecto constituye un gran avance; sin embargo, considero necesario plantear algunas otras observaciones:


Actualmente, el tema de la calidad de la oferta educativa es una preocupación siempre presente, razón por la cual aprobamos, hace algunos meses, el proyecto sobre aseguramiento de la calidad de la educación superior. Entonces, me parece un tanto contradictorio el espíritu del artículo 7º, en el sentido de que permitiría a instituciones acceder al financiamiento, con el aval del Estado, sin ser autónomas. Afortunadamente, dicho artículo está mal formulado y no operará en ningún caso. Dice: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 6º -condición de autonomía-, la garantía también operará en el caso de instituciones que, cumpliendo los demás requisitos señalados en dicho artículo -entre los cuales está el del Nº 4, relativo a que las instituciones se encuentren acreditadas-, se encuentren sujetas al proceso de verificación realizado por el Consejo Superior de Educación, en conformidad con la ley Nº 18.962, siempre y cuando éstas cumplan los siguientes requisitos:...”, y luego señala los requisitos de los número 1 y 2. Pero es imposible que una institución que no sea autónoma cumpla con este requisito. Por lo tanto, el artículo 7º -reitero- no tendrá aplicación en los términos en que ha sido redactado.


Otro tema que me preocupa es que en el proyecto se mencionan numerosos reglamentos y decretos que regirán el sistema. La verdad es que los reglamentos son necesarios, dada la gran cantidad de simulaciones que se deben realizar para, por ejemplo, determinar el factor de riesgo o el arancel de referencia o los puntajes de corte; no obstante, los reglamentos y decretos deben distinguir entre información que pueda hacerse pública y aquella que deba quedar reservada.


En el primer caso, deben ser de público conocimiento las razones por las cuales un alumno recibe financiamiento, en circunstancias de que otros, con iguales condiciones, no lo recibe. ¿Cuáles van a ser los criterios de diferenciación?


En el segundo caso, debe mantenerse en secreto la información tributaria de los deudores -por ejemplo, lo establecido en el artículo 16- y la que puede solicitarse a las instituciones de educación superior para verificar si cuentan con respaldo suficiente para solventar las garantías de deserción académica que otorguen -número 8 del artículo 20-.


Además, el proyecto incentiva la equidad y la calidad de la enseñanza de las instituciones de educación superior y permite que los alumnos talentosos, sin recursos económicos, puedan estudiar en universidades privadas. Eso es muy positivo. Decimos que incentiva la calidad de la enseñanza porque obliga a las instituciones de educación superior a acreditarse para poder acceder al financiamiento de sus alumnos.


Finalmente, concuerdo con el diputado señor Correa en cuanto a que debería existir un solo sistema de crédito para financiar los estudios universitarios. Al respecto, es importante recordar el anuncio del ministro Educación en el sentido de hacer una reingeniería al fondo solidario, porque éste debería parecerse cada vez más al sistema de financiamiento que hoy discutimos, es decir, que se apliquen tasas de mercado, plazos razonables de reintegro de fondos, descuentos por planilla, retención de impuestos para los deudores, etcétera. 


Pensamos que, a la larga, en el país debería existir solamente un sistema de crédito para todos los alumnos y que ellos elijan en qué universidad quieren estudiar. 


He dicho. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Exequiel Silva.


El señor SILVA.- Señor Presidente, en primer lugar, este proyecto recoge un problema muy debatido y que debiéramos haber abordado hace mucho tiempo. Es cierto que en relación con el sistema de financiamiento pueden surgir discusiones sobre la política universitaria, como la que nos plantea el diputado Sergio Aguiló; sin embargo, aquí hay temas urgentes, como el financiamiento de la educación superior. En el país ya existen instrumentos con ese fin. Se habla del crédito del fondo solidario y del crédito de la Corfo, no obstante lo cual queda un importante número de jóvenes sin la posibilidad de acceder a la educación superior. 


Aquí, debatiendo sobre diferentes cuerpos legales hemos discutido la posibilidad de que la clase media haga uso de los instrumentos que aprobamos. Este instrumento, a mi juicio, es lo más parecido a lo que queremos para apoyar a la clase media, a aquellos jóvenes que no cuentan con un aval para postular a un crédito de la Corfo o cuya condición socioeconómica está por encima de los requisitos exigidos por parte de quienes hacen los estudios sociales para acceder al crédito fiscal. Por lo tanto, aquí hay un instrumento típico para la clase media y es importante rescatarlo y señalarlo con mucho énfasis.


En segundo lugar, el diputado Aguiló decía que no a todas las universidades e instituciones de educación superior. Comparto sus críticas a las universidades privadas, pero, ¡ojo!, a este sistema de financiamiento no podrán acceder todas las universidades e instituciones privadas, sino sólo las que se encuentren debidamente acreditadas. Por lo tanto, la calidad de la educación va a estar regida por aquellas normas que aprobamos en este Congreso Nacional hace algún tiempo y eso me parece tremendamente positivo e importante. 


En tercer lugar, este sistema incentiva el ahorro y, de manera especial, en quienes más les cuesta ahorrar, es decir, las familias de menos ingresos. 


No comparto lo señalado por los diputados Correa y Becker en cuanto a que debiera haber sólo un sistema de financiamiento o de crédito. Creo que es bueno que existan los tres sistemas actuales, pero hay que velar porque no se mezclen o se opte por utilizarlos en el sentido de aprovechar la garantía estatal y eliminar otros sistemas más riesgosos. 


En cuarto lugar, celebro que en la iniciativa se incorporen sistemas de cobranza, a través de impuestos y por planillas, que también debiéramos incorporar al crédito fiscal y al fondo solidario. 


Finalmente, quiero hacer una reflexión. El proyecto podrá ser perfectible en algunos aspectos, pero lo importante es que incentiva al sistema financiero, al mercado de capitales, al ligarse necesariamente con el desarrollo del capital humano del país. Eso me parece significativo para la educación superior, como asimismo para la pequeña y mediana empresa. 


Hubiera querido que el sistema financiero tuviese un mayor nivel de riesgo; pero el hecho de ligar el crecimiento del mercado de capitales y del sistema financiero al crecimiento del capital humano, tan necesario en el país, es un avance tremendamente importante que debiéramos tener presente en los futuros proyectos que aprobemos. 


Por las razones señaladas, voy a votar favorablemente el proyecto.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado José Antonio Kast.


El señor KAST.- Señor Presidente, una de las cosas útiles de la discusión en la Sala es que a veces se van cayendo las caretas. Aquí hemos escuchado al diputado Aguiló hablar de respeto, de libertad y de democracia, pero con una virulencia increíble en contra de instituciones que le han hecho un gran bien al país, como es la Iglesia Católica. Porque no se olvide que las congregaciones religiosas forman parte de la iglesia. A lo mejor, el diputado Aguiló no tiene creencias, no sabe que las congregaciones religiosas son parte integrante de la Iglesia Católica.


El señor AGUILÓ.- ¡ Soy católico y soy cristiano!


El señor KAST.- Después, si quiere, pide la palabra o le doy una interrupción para que me conteste; pero esto de tener diálogos, así a viva voz, con otro diputado... 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Evitemos el diálogo, diputado Kast. Diríjase a la Presidencia.


El señor KAST.- Señor Presidente, por su intermedio, si el diputado Aguiló habla de respeto, de libertad y de democracia, lo principal del respeto a la libertad y a la democracia es escuchar y no violentarse como suele hacerlo después de cada intervención que hace este diputado. Porque recordemos que el diputado Aguiló me ha tratado, en lo personal, en términos bastante ofensivos que no dicen relación con los proyectos mismos. Pero no voy a dejar pasar las ofensas gratuitas que el diputado Aguiló hace -repito- a instituciones que le han hecho un bien enorme al país. Quizá él quisiera estar en un estado como el que tienen en Cuba, donde solamente hay un tipo de enseñanza y no hay libertad. No hay libertad religiosa ni de educación. Quizá eso es lo que quiere. Y quizá aquí también estamos viendo lo que, en el fondo, querían algunos diputados en relación con el proyecto de ley de acreditación: que se acaben ciertas universidades, que se acabe la libertad de los jóvenes de poder elegir en educación. Eso lo refleja de cuerpo entero y, ojalá, la gente nunca olvide los términos que ocupó hoy cuando tenga que emitir nuevamente un voto.


Aquí, todos manifiestan su gran preocupación por los estudiantes, por la clase media, por el acceso de los jóvenes a la educación superior. Yo comparto esas preocupaciones. Es muy importante que aseguremos el acceso sobre todo a los jóvenes de clase media y a aquellos que no tienen los recursos suficientes. Pero, haciendo una cronología, en 1980 se abrió la posibilidad para que miles de jóvenes tuvieran acceso a la educación superior en forma coherente y consistente, cosa que antiguamente no era posible, porque la educación superior era para una elite. Y cuando nos acostumbraron al eslogan “Universidad para todos”, nunca explicaron cómo lo querían hacer. Todos queremos que la gente acceda a la educación superior para que tengan un mejor nivel cultural, un mejor nivel de ingresos, pero hay que hacerlo en forma coherente.


En 1990 asumió el gobierno del Presidente Aylwin y pudo haberse empezado a legislar respecto del financiamiento de la educación superior para los jóvenes. Nada se hizo.


En 1995 asumió el Presidente Frei y muchos pensaron que habría preocupación por los jóvenes de la clase media que no accedían a la educación superior por falta de medios. Nada se hizo tampoco.


En el año 2000 la contienda electoral situó a dos alianzas en un 50 y 50 por ciento. Los dos candidatos dijeron que se iban a preocupar de los jóvenes que no tuvieron recursos para la educación superior. Uno ganó: el Presidente Lagos.


Estamos casi a fines del 2004 y recién vamos a votar el proyecto de ley que, aquí nos dicen, les preocupa tanto por los jóvenes estudiantes de clase media que no tienen acceso a la educación superior. 


¿Hasta cuándo van a seguir engañando a las personas diciendo que ustedes realmente se preocupan por esos jóvenes que no pueden acceder por falta de recursos? Ésa es la pregunta que debiera hacerse el diputado Aguiló; no arremeter contra instituciones que han hecho algo por el progreso del país, como son las congregaciones religiosas a las que él despectivamente se refiere: el Opus Dei, los Legionarios de Cristo. Ellas han hecho un aporte real a la educación, lo que pasa es que ustedes no son partidarios de que existan distintas opciones en la vida. Al parecer, creen en una sola: en el Estado totalitario, que acepta sólo un concepto de educación.


En verdad, este proyecto representa un avance, pero tardío, porque se demoraron trece años en demostrar la preocupación que dicen tener por la clase media y por los jóvenes que no tienen acceso a la universidad por falta de recursos. ¿Qué hicieron antes? El proyecto estuvo durmiendo dos años en el Senado. También hay que aclararle a la gente que este tipo de proyectos son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y, por lo tanto, a ustedes les correspondía sacarlo adelante. No engañemos más a las personas.


Como dije, es bueno que se realicen estos debates, porque permiten que se caigan las caretas. Cuando votamos en contra de la idea de legislar sobre el aseguramiento de la calidad de la educación superior, lo hicimos precisamente porque sabíamos que algunos diputados, en virtud de ese instrumento, se dedicarían a cerrar las universidades, los institutos profesionales y los centros de educación técnica que no cuadraran con su esquema de vida: totalitario, marxista -no sé cuál será- o cualquiera que atente contra la libertad de elegir. Ahora, nos damos cuenta de eso.


En términos generales, estamos de acuerdo con el proyecto, aunque es insuficiente el incentivo que se da a las personas para que ahorren; me habría gustado uno mayor. El ahorro previo para estudiar en un instituto de formación técnica o en un instituto profesional es de 500 mil pesos. ¿Cuántas familias podrán juntar esa cantidad para obtener un premio del Estado, a fin de que sus hijos puedan estudiar en ellos? Para la educación universitaria se requiere un ahorro de un millón de pesos. ¿Cuántas familias podrán ahorrar esa suma 24 meses antes de que sus hijos accedan a la universidad? A mi juicio, serán muy pocas.


El incentivo que se les da es un porcentaje sobre los intereses obtenidos por el ahorro, lo que es muy poco. Una vez más, vemos que precisamente donde debería ponerse el acento, es decir, en la importancia del ahorro en la educación superior, lamentablemente, no se hace.


En cuanto a que las universidades deban garantizar el 90 por ciento del crédito mientras los alumnos estudian, podría haber sido distinto: 90 por ciento el primer año y luego en grado decreciente hasta el quinto año, porque así se evitaría incentivar a ciertas instituciones que, eventualmente, no lo hagan bien, aprueben los cursos a sus alumnos, a fin de que egresen lo antes posible. Así, no tendrán que garantizar una eventual deserción. Habría sido más efectivo.


Por último, no creemos que la comisión civil que se crea sea apta para acreditar a las instituciones matrices de las Fuerzas Armadas. Vamos a votar en contra del artículo 8º porque no nos parece adecuado.


En términos generales, vamos a votar a favor del proyecto porque es importante abrir nuevas alternativas de financiamiento para la educación superior. Sin embargo, no podemos dejar pasar que se diga aquí que están preocupados por las personas de clase media y por los jóvenes que no tienen acceso a la educación superior por falta de recursos, porque han pasado trece años y no han hecho nada.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Por último, tiene la palabra la diputada señora Carolina Tohá.


La señora TOHÁ (doña Carolina).- 
Señor Presidente, estamos cerca de lograr la escolaridad completa de todos los jóvenes chilenos. Hoy, por mandato de la Constitución, es obligatorio que todos cursen, al menos, doce años.


Desde que la Concertación empezó a gobernar, se ha más que duplicado el número de estudiantes de educación superior. Es así como hoy más de 500 mil jóvenes cursan algún tipo de estudios superiores. En materia de créditos, hoy se entregan más de tres veces que los que se otorgaban cuando asumimos el gobierno, y en relación con las becas, para las cuales en la época de Pinochet no existían fondos, puesto que habían sido totalmente eliminados, hoy se están entregando más de mil.


Entonces, no se trata de que en estos años hayamos postergado este tema; hemos llegado al momento en que los instrumentos existentes son insuficientes y, por eso, hay que complementarlos. Y se han hecho insuficientes porque el número de estudiantes se ha duplicado y porque todo el mundo va al colegio. Por eso generamos este nuevo sistema de créditos, que es muy necesario, porque a pesar de que las oportunidades crecen y crecen, también aumenta la frustración de los jóvenes que antes no terminaban el colegio y quedaban a medio camino, puesto que ni siquiera soñaban con acceder a la educación superior. Hoy tienen ese legítimo sueño, pero no pueden concretarlo por razones económicas. Entonces, sienten frustración y que la sociedad no está siendo justa con ellos pues, por un lado, les ofrece una oportunidad y, por otro, les cierra la puerta. Por eso este sistema de créditos es tan importante y necesario. ¿Podríamos decir que les ofreceremos a todos los jóvenes la posibilidad de ser universitarios?, pregunta que ha rondado en la discusión de esta mañana. Lo primero que debemos decir es que, pese a haberse duplicado el número de estudiantes, todavía tenemos un enorme espacio para seguir creciendo y llegar a los niveles de naciones con las cuales nos gusta compararnos o a las cuales quisiéramos parecernos. Actualmente, estudia aproximadamente el 30 por ciento de los jóvenes, pero debiera hacerlo, al menos, el 50 por ciento como sucede en España. Otras naciones llegan, incluso, más arriba.


Además, este sistema será fundamental para los segmentos que no tienen cómo financiarse una carrera universitaria porque requieren un sistema complementario al actual crédito solidario, ya que esta iniciativa beneficia también a quienes opten por la educación técnico-profesional, sector que hoy está totalmente fuera de toda modalidad de ayuda financiera.


Por último, también se ofrece esta posibilidad a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas, que tampoco cuentan con ningún sistema de ayuda, a pesar de constituir el nivel de educación superior al que resulta más difícil acceder porque es muy costoso. Si uno ve las estadísticas, se da cuenta de que allí no entran los quintiles más humildes, de clase media hacia abajo.


Pues bien, una moción parlamentaria impulsada por el diputado Alejandro Navarro puso en el tapete la forma de democratizar también el acceso a las escuelas matrices. La idea fue acogida por el Ministerio de Educación, incluida en este segundo trámite reglamentario y, afortunadamente, el proyecto también incluye este aspecto.


Si queremos dar estos pasos: llegar al 50 ó 60 por ciento de jóvenes cursando estudios superiores, complementar la educación superior con la técnico-profesional y democratizar las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas, el financiamiento no puede ser un obstáculo. Debemos buscar mecanismos -es lo que se pretende con este proyecto- que de forma amplia, masiva, con un costo fiscal que no sea excesivo, permitan ampliar las oportunidades. El modo de hacerlo consiste, fundamentalmente, en hacernos cargo de que la educación superior genera expectativas de ingreso y, por lo tanto, deber existir un sistema que preste dinero a las personas que lo necesitan, para que lo devuelvan cuando mejoren sus ingresos. Sin embargo, pese a que el capital fundamental que genera la educación superior es muy valioso y asegura ingresos, éste no se puede hipotecar ni liquidar. Por eso este mecanismo se basa en una modalidad de garantía pública para hacer bancable -por decirlo así- este producto, que es la educación superior, puesto que para acceder a ella se requiere un préstamo.


¿Cuáles son los problemas que enfrentamos al generar una garantía pública para un sistema de crédito amplio? Primer problema. En Chile deserta la mitad de los jóvenes que estudian, es decir, no terminan sus carreras. Por lo tanto, con un sistema de garantía pública abierto y masivo, podríamos vernos enfrentados a un escenario muy complejo: atendido el hecho de que la mitad de los jóvenes no concluye su carrera, se podría correr el riesgo de que después no paguen. Para evitarlo se genera un sistema mediante el cual las universidades garantizan el financiamiento durante los años de estudio. Este aspecto es muy complejo y conflictivo, pero es la única manera de asegurar que las universidades seleccionen bien a sus estudiantes y que los ayuden a salir adelante mediante el reforzamiento que requieran.


Segundo problema. No obstante tratarse de un sistema de crédito abierto a toda la educación superior, no existían mecanismos claros y conocidos de control de la calidad. Es un sistema totalmente desregulado: cuando una institución logra la autonomía, puede seguir desarrollándose y creciendo sin que nadie le pida cuentas sobre la calidad de la educación que imparte. Por eso, aparte de este proyecto hay otra iniciativa que establece un sistema de acreditación de la calidad de la educación, que ya fue despachada por la Cámara y que actualmente se encuentra en el Senado.


Tercer problema. Si las instituciones establecen la garantía por los años de estudio, podrían recurrir al famoso descreme, que también hemos conocido en las isapres, y terminar garantizando sólo a un grupo de estudiantes: a los más acomodados. Para evitar esta situación el proyecto establece que todos los que cumplan con el mérito académico requerido y postulen al sistema tendrán prioridad de acuerdo con sus necesidades, es decir, el que más lo necesite será el primero de la lista. La cobertura podrá ampliarse, pero siempre respetando ese orden.


El proyecto es complejo porque descansa en una ingeniería financiera difícil e innovadora, lo cual constituye una apuesta. El éxito de todo el sistema depende de que dicha ingeniería se mantenga en pie y, en especial, de que las garantías que ofrece la iniciativa sean suficientes para que los actores financieros que queremos incluir en el sistema den el paso y se integren a él. Si hay un aspecto que debemos mirar con lupa, es precisamente éste, y creo que, tal como lo hicimos en la Cámara, el Senado debe revisar una y otra vez lo que establece el proyecto para asegurar que sea efectivo desde este punto de vista.


El paso adelante que implica este proyecto corresponde al nivel en que estamos hoy, de ampliación y masificación de la educación superior, pero debe ser complementado con otras medidas.


En primer lugar, con un sistema de becas amplio para aquellos sectores de más bajos recursos, a los que les resulta muy difícil endeudarse. Hoy ya existe un sistema para los jóvenes de los dos primeros quintiles que superen los 600 puntos.


En segundo lugar, con un mecanismo de acceso que no sólo contemple la prueba, sino también las notas de la educación superior. Ayer, un grupo de parlamentarios, encabezados por la diputada señora María Antonieta Saa, nos reunimos con el ministro de Educación para plantearle con mucha fuerza que no se puede hacer pagar a los buenos alumnos de los malos colegios el costo de una educación deficiente. Si son buenos alumnos, deben tener la posibilidad de seguir estudiando.


En tercer lugar, se requiere implementar una política clara y actualizada de apoyo a nuestras universidades públicas. No estamos en contra de las universidades privadas, sino que queremos apoyar a sus alumnos, pero las universidades públicas tienen un rol específico y hoy no tenemos una política adecuada de financiamiento y de compromiso de la sociedad para con ellas. Esto tenemos que revisarlo, pues llevamos mucho tiempo aplicando normas muy antiguas.


Por último, es necesario evitar la discriminación en el empleo. Un estudio de la Universidad de Chile demostró que los mejores alumnos de economía de origen humilde ganan menos en el mercado del trabajo que los peores alumnos provenientes de familias acomodadas. Si vamos a abrir oportunidades a través del estudio, hay que asegurar que, después, el mundo del trabajo no sea discriminatorio.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el ministro de Educación, señor Sergio Bitar.


El señor BITAR (ministro de Educación).- Señor Presidente, este proyecto de ley representa un paso adelante en el acceso a la educación superior. Sin embargo, como consideramos que todavía no es suficiente, adoptaremos un conjunto de medidas tendientes a otorgar más becas y apoyo a fin de que haya mayor equidad.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Cerrado el debate.


Según lo conversado, el proyecto de ley se votará en un solo acto, con excepción de los artículos 1º, 13 y 37, que tienen indicaciones de la Comisión de Hacienda; del número 4) del artículo 6º y del artículo 8º, respecto de los cuales se ha pedido votación separada.


Hago presente que algunas disposiciones requieren del voto favorable de 65 diputados para ser aprobadas.


En votación el proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, 
Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, 
Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), 
Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, 
Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, 
Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el artículo 1º, con la indicación de la Comisión de Hacienda.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, 
Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), 
Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Aguiló.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el número 4) del artículo 6º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 30 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antoniio), Girardi, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, 
Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Forni, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, 
Longueira, Masferrer, Melero, Monckeberg, Moreira, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, 
Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Delmastro y García (don René Manuel).


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el artículo 8º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, 
Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez 
(doña Lily), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), Galila (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don 
Gonzalo), Kast, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Monckeberg, Moreira, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvo la diputada señora Ibáñez (doña Carmen).


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el artículo 13, con la indicación de la Comisión de Hacienda.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kast, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Aguiló.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el artículo 37, con la indicación de la Comisión de Hacienda.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.



El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don 
Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kast, Leal, Letelier (don Juan Pablo), 
Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, 
Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, 
Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von 
Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Aguiló.


VII. PROYECTOS DE ACUERDO

MEDIDAS DESTINADAS A MEJORAR LA SITUACIÓN DE LOS PENSIONADOS DEL INSTITUTO DE NORMALIZACIÓN PREVISIONAL. (Votación).


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 444, relativo a medidas para mejorar la situación de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Egaña, Encina, Errázuriz, García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Lorenzini, 
Luksic, Masferrer, Melero, Meza, Montes, Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Quintana, Recondo, Riveros, Rojas, Saffirio, Salaberry, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa la diputada señora Gumzán (doña Pía).


OTORGAMIENTO DE BECAS A ESTUDIANTES DE ISLAS SANTA MARÍA Y MOCHA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 445, de los señores Navarro, Paredes, Escalona, Pérez, don 
José; Jaramillo, Aguiló, Jarpa, Ceroni, 
Valenzuela y Longton.


“Considerando:


Que la Beca Primera Dama consiste en una asignación mensual por alumno, de libre disposición, pagada en unidades tributarias mensuales (UTM), durante diez meses al año, equivalente a 1,87 UTM.


Que esta beca fija una asignación anual por alumno, no superior a 5,79 UTM. para los estudiantes de la Undécima Región, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo; de la provincia de Palena, en la Décima Región, de Los Lagos; de la Duodécima Región, de Magallanes y de la Antártica Chilena, de 18,65 UTM para los de la provincia de Isla de Pascua, en la Quinta Región, de Valparaíso, y de 3,73 UTM para los de la comuna de Juan Fernández, en la Quinta Región, de Valparaíso.


Que, actualmente, sus beneficiarios son estudiantes de escasos recursos residentes en la Undécima Región, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo; en la comuna de Juan Fernández y en la provincia de Isla de Pascua, de la Quinta Región, de Valparaíso; en la provincia de Palena, de la Décima Región, de Los Lagos, y en la Duodécima Región, de Magallanes y de la Antártica Chilena.


Que el objetivo de esta beca es contribuir a que los estudiantes residentes en estas zonas continúen sus estudios en establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de Educación Especial o Diferencial, como también en Institutos y Centros Formadores de Personal de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, siempre y cuando en las localidades respectivas no existan las modalidades, las especialidades y los niveles educacionales mencionados.


Que la Beca Primera Dama es otorgada por una comisión especial denominada ‘Comité de Becas’ y conformada en cada región por un representante de S.E. el Presidente de la República, uno del Intendente Regional y el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (Junaeb).


Que los alumnos que deseen acceder a este beneficio deben llenar el formulario de postulación correspondiente, acompañando los siguientes antecedentes: comprobantes de pago de agua, luz, teléfono, arriendo o dividendo; certificado que acredite enfermedades crónicas en la familia, si las hubiere; certificado de renta de las personas que trabajan en el grupo familiar.


Que, con el antecedente del Índice de Vulnerabilidad (IVE), más la totalidad de los antecedentes académicos presentados en fecha establecida, se asigna el beneficio de acuerdo con los cupos disponibles, priorizando a aquellos postulantes con más alto puntaje de vulnerabilidad.


Que, para la renovación del beneficio, los alumnos deben presentar la siguiente documentación: inscripción de asignaturas del último año o semestre, según corresponda; certificado de notas del año anterior o del último semestre, según corresponda; certificado de alumno regular del año por el que renueva la beca; inscripción de ramos; mantención de la situación de vulnerabilidad socioeconómica; no haber reprobado más de dos asignaturas inscritas y cursadas en el año o el semestre anterior, según corresponda. En el caso de los alumnos con más ramos reprobados, su situación es analizada y resuelta por el ‘Comité de Becas’. El requisito básico para los alumnos es presentar la documentación exigida en la fecha señalada.


Que en la Octava Región, del Bío‑Bío, existen dos islas: la Santa María, con una superficie de treinta y dos kilómetros cuadrados y dos mil seiscientos habitantes, perteneciente a la comuna de Coronel; y la Mocha, con una superficie de cuarenta y ocho kilómetros cuadrados y ochocientos habitantes, ubicada en el golfo de Arauco. Sus estudiantes, sin embargo, no son beneficiarios de la ‘Beca Primera Dama’, pese a que cumplen con los requisitos socioeconómicos exigidos.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que se sirva considerar la inclusión de los estudiantes de las islas Santa María y Mocha, de la Octava Región, del Bío-Bío, en el programa ‘Beca Primera Dama’, de manera de atender y apoyar a los casi dos mil quinientos habitantes de ambas islas, quienes, además, cumplen con los requisitos socioeconómicos establecidos para la postulación a este beneficio.”


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra al diputado señor Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es conocido que la “Beca Primera Dama” consiste en una asignación mensual de libre disposición para alumnos de escasos recursos, cuyo monto alcanza a 1.87 UTM y se paga por un periodo de diez meses. Sin embargo, hay diferencias de acuerdo con el sector territorial de que se trate. Así, por ejemplo, para las regiones de Aisén y de Magallanes, y para la provincia de Palena, se establece un monto por alumno no superior a las 5.79 UTM; en el caso de la provincia de Isla de Pascua, uno no superior a las 18.65 UTM, y en el caso de Juan Fernández, uno de no más de 3.73 UTM.


Su objetivo es contribuir a que los estudiantes residentes en las zonas mencionadas, caracterizadas, unas, por ser extremas, y las otras, por ser insulares, puedan desplazarse a otros lugares para continuar estudios en establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, en los de educación especial o diferencial, en los centros de formación técnica o bien en los centros de formación del personal de las Fuerzas Armadas.


Ella es otorgada por un “Comité de Becas”, conformado, en cada región, por un representante del Presidente de la República, uno del intendente y el director regional de la Junaeb.


Todos quisiéramos que esta beca pudiese otorgarse a muchos más alumnos. A este respecto, yo deseo abogar en particular por dos islas de la Octava Región: Santa María, perteneciente a la comuna de Coronel, que tiene una población de 2 mil 600 habitantes y cuya superficie es de 32 kilómetros cuadrados, y Mocha, dependiente de la comuna de Tirúa, cuya población es de alrededor de 800 habitantes y que cuenta con una superficie de 48 kilómetros cuadrados. En la actualidad, en ellas no existen estudiantes beneficiarios de la “Beca Primera Dama”, aun cuando no hay motivo que justifique este hecho, por cuanto se trata de alumnos que deben desplazarse al continente, tal como lo hacen los de Juan Fernández e Isla de Pascua, o bien que deben desplazarse a otras regiones, como las de Aisén y Magallanes.


En suma, el objetivo del proyecto de acuerdo es otorgar el próximo año las becas “Primera Dama” a los alumnos de los territorios insulares más cercanos, como son los de las islas Mocha y Santa María, de la Octava Región. 


Solicito el apoyo de los colegas para su aprobación.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra. 


Ofrezco la palabra.


Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 16 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Por falta de quórum, el proyecto será votado en la próxima sesión.


VIII. INCIDENTES

DEFICIENCIAS EN ABASTECIMIENTO Y COBRO DE AGUA POTABLE DE NACIMIENTO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista y Radical Social Demócrata.


Tiene la palabra el diputado José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- 
Señor Presidente, el mes pasado, la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de la ciudad de Nacimiento convocó a las autoridades a una importante reunión, a la cual invitó a Essbío, empresa sanitaria de la Octava Región. En ella manifestaron su preocupación por la mala calidad del agua que consume la población de Nacimiento: turbia, entre amarilla y café; con partículas en suspensión, mal olor y mal sabor, y con un alto porcentaje de hierro y manganeso.


Nacimiento es la ciudad de la provincia de Biobío que registra el más alto porcentaje de enfermedades cancerígenas. Se supone que ello es consecuencia de la mala calidad del agua que consumen desde hace algunos años.


Las punteras, que recepcionan el agua para distribuirla a través de la red respectiva, están ubicadas en un lugar que en el pasado fue un basural y cercanas al río Vergara, que recibe descargas de alcantarillados e industriales de las empresas del sector. Por consiguiente, es indispensable proceder a cambiar su ubicación a lugares donde haya vertientes de mejor calidad.


Cosa curiosa es que a la población de Nacimiento, donde hay un alto índice de pobreza, se le cobra por un agua de mala calidad y por tratamiento de aguas servidas, en circunstancias de que no hay plantas para tratar estas últimas. Sin embargo, la empresa sanitaria Essbío no paga por contaminar el río Vergara con las descargas de sus alcantarillados.


Frente a la situación planteada, la empresa sanitaria debiera tener una posición adecuada, como rebajar las tarifas en 50 por ciento, mientras no se regularice la situación y se proporcione a la población agua realmente potable.


Por lo expuesto, solicito oficiar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Corema y a la Conama respecto de esta situación. Además, al contralor general de la República a fin de que se pronuncie sobre la legitimidad del cobro por tratamiento de aguas servidas por parte de estas empresas sanitarias que no cuentan con plantas de tratamiento.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados Jaime Quintana, Juan Pablo Letelier, 
Enrique Jaramillo, Fernando Meza, Alberto Robles, Boris Tapia, Patricio Walker, 
Maximiano Errázuriz, René Manuel García, Pablo Prieto, Alejandro Navarro, Gabriel Ascencio y de quien habla.

ASIGNACIÓN DE RECURSOS DEL FONDO NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LA CULTURA Y DE LAS ARTES DE LA SEXTA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, los trabajadores de la cultura de la Sexta Región, como los dedicados al teatro, al vídeo, a la danza, etcétera, se han visto sorprendidos con lo sucedido a raíz de los últimos concursos de proyectos para optar a recursos del Fondart. Dicho organismo excluyó de la postulación a los fondos nacionales a compañías de teatro con más de diez años de trayectoria, lo cual dejó fuera de concurso a un grupo importante de artistas de larga trayectoria. Además, excluyó todos los proyectos de la Sexta Región, cosa que llama poderosamente la atención.


Pero no es sólo eso. El fondo regional, en el cual se constituyó un jurado de seis miembros, no asignó simplemente los recursos que el Congreso Nacional destinó para la promoción de los proyectos artísticos. Así fui testigo del incumplimiento de los artículos 25 y 26 del reglamento del Fondo Nacional para el Desarrollo de las Artes, que se refieren a la viabilidad técnica y financiera de los mismos en impacto social. Lo señalo porque muchos proyectos fueron rechazados con el pretexto de que no cumplían con los requisitos. Pero, por otro lado, en la oficina de partes del Fondart regional, vi, por ejemplo, los documentos de ingreso del proyecto de un videísta de Chépica, muy conocido en la Sexta Región, que fue rechazado, recibidos con la leyenda: “Todos los antecedentes en regla.” Sin embargo, al informársele por qué se rechazaba su proyecto, la información fue que era por falta de antecedentes. Existe desazón entre los trabajadores de la cultura de la Sexta Región, porque se han presentado proyectos de alta calidad, pero el Fondart regional ha decidido no favorecer a los cultores de la zona.


Debo aclarar que el Fondart regional no se creó para favorecer a los cultores más destacado de cualquier tradición, sino para valorar a los creadores locales, a los cuales nadie debiera categorizarlos, pues eso tiene que ver con el respeto a la idiosincrasia local y a sus particularidades, ya sea en la música, el baile, el teatro, la escultura o en cualquiera de las disciplinas artísticas en las que se hayan presentado proyectos.


El hecho es que se dijo, a mi juicio, sin fundamentos, que los proyectos no eran buenos. Pero, lo más grave es que los recursos no se hayan utilizado íntegramente, pues sólo se asignó un porcentaje de ellos.


Por eso, quiero ser muy riguroso para expresar mi molestia. No corresponde al secretario ejecutivo regional ni al jurado regional decidir por secretaría la no asignación de los dineros destinados a ese fin para después fomentar proyectos de infraestructura de cualquier categoría. Los fondos que el Congreso Nacional aprueba para las regiones deben ser destinado a los artistas de las regiones cualquiera sea su denominación o su ámbito específico dentro de una rubro.


Lo que ocurrió en la Sexta Región no corresponde. Tengo en mi poder el reclamo del Sindicato de Trabajadores Independientes del Teatro de la Sexta Región y del presidente nacional de los videístas, respecto de cómo se usaron los fondos en esa región.


Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Educación, señor Sergio Bitar, y, en particular, al ministro del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor José Weinstein, para que informen a la Corporación sobre el destino de los recursos entregados por el Fondart en la Sexta Región y los criterios empleados para ello; que nos hagan llegar una lista de todos los proyectos que se presentaron, con su respectiva evaluación, como también la identificación de los evaluadores, a fin de saber si eran especialistas idóneos para ello. Además, que nos informen por qué no se usaron todos los recursos. En tal caso, debería estudiarse la posibilidad de hacer un segundo llamado a los artistas de la región o, en su defecto, devolver los dineros al Fondart, pero no asignarlos entre cuatro paredes a proyectos de infraestructura en cualquiera de las comunas de la región, por cuanto ése no es el propósito para el cual los aprobamos en la ley de Presupuestos de la nación.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Eugenio Bauer, Pablo Prieto, 
Patricio Walker y Boris Tapia.

PROHIBICIÓN DE APROVISIONAMIENTO DE PATRULLERO BRITÁNICO EN PUNTA ARENAS. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, es evidente que nuestra política de integración económica y comercial ha tenido resonantes éxitos en los últimos meses y años. Así lo demuestran las firmas de tratados con Estados Unidos y la Unión Europea.


Pero, al mismo tiempo, sorprende que se cometan en nuestra política exterior errores inaceptables que, a la larga, demuestran una falta de visión estratégica y táctica de la conducción de nuestra política internacional.


Uno de nuestros errores -así como vimos lo que ocurrió con Venezuela tiempo atrás- es lo acontecido en las últimas semanas en la región de Magallanes: 


Durante varios años, un patrullero de la armada británica, el “Leeds Castle”, se ha reaprovisionado en el puerto de Punta Arenas. Este patrullero estaba asentado en las islas Falkland. Por lo tanto, constituía una de las fórmulas de integración entre nuestra Región de Magallanes y esas islas y también una forma de política internacional activa entre Chile e Inglaterra.


En las últimas semanas, gracias a un esfuerzo periodístico, nos hemos enterado de que, sorpresivamente, el Gobierno prohibió al referido patrullero británico continuar reaprovisionándose en Punta Arenas y le impuso la obligación de hacerlo en Puerto Montt, casi dos mil kilómetros de navegación hacia el norte. Esto no sólo tiene repercusiones a nivel regional o puntarenense. 


En primer lugar, quiero manifestar mi molestia ante la forma en que se conduce nuestra política de alianzas y de relaciones internacionales. 


Tradicionalmente hemos tenido vínculos correctos con Inglaterra y ya superamos la crisis que se vivió hace algunos años por la detención del general (r) Pinochet. Incluso, en la Comisión de Defensa Nacional, cuyo presidente es el diputado señor Jorge Ulloa, la Armada nos explicó las condiciones tan ventajosas en que ese país nos ofreció la venta de tres fragatas tipo 23, de enormes capacidades, de más de 4.800 toneladas de desplazamiento, a un precio muy barato. Entonces, cómo es posible que a dicho país, que nos brinda ese tipo de gestos y mantiene una buena relación con nosotros, le digamos que no puede seguir reaprovisionando su patrullero, lo cual es básico y necesario para las islas Falkland, en Punta Arenas.


Simultáneamente con lo anterior, vemos nuestro creciente aislamiento regional. Hace una semana, el presidente de Brasil, nuestro tradicional aliado de antaño, pero ya no tan claro, apareció en una foto firmando acuerdos con sus pares de Bolivia y Perú, en un momento en que nuestras relaciones con ambos países no son muy favorables. En ese instante, a nuestra cancillería se le ocurrió evitar que un patrullero británico pudiera recalar en Magallanes, como lo ha hecho desde hace años.


Por eso manifiesto mi clara molestia frente a esta conducción y visión estratégica de nuestros problemas de defensa y de relaciones internacionales absolutamente equivocada.


Como magallánico y puntarenense me parece inaceptable que el Gobierno haya ordenado que el reaprovisionamiento de unidades navales británicas ya no se haga más en Punta Arenas, sino que debería hacerse en Puerto Montt, donde decenas de buques han dejado de hacerlo en los últimos años por su alto costo.


Por eso, rechazo totalmente estas medidas tanto a nivel nacional, como corresponde a nuestra visión de políticas de Estado en materia de defensa y de relaciones internacionales, como también a escala regional. 


Por lo tanto, solicito que se oficie a las ministras de Relaciones Exteriores y de Defensa para que expliquen la decisión adoptada por el Gobierno de impedir que el patrullero de una nación amiga, el “Leeds 
Castle”, continuara aprovisionándose en Punta Arenas. Ello nos parece inconcebible e inadecuado, por lo que exigimos de parte de las autoridades señaladas una explicación al Congreso 


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Jorge Ulloa, Iván Norambuena, 
Pablo Longueira, Sergio Correa, Eugenio Bauer, Pablo Prieto y Enrique Jaramillo.

DESIGNACIÓN DE MINISTRO EN VISITA POR MALVERSACIÓN DE CAUDALES PÚBLICOS EN REGIÓN DEL MAULE. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Pablo Prieto.


El señor PRIETO.- Señor Presidente, con motivo de una denuncia que formulé en este hemiciclo el martes recién pasado, sobre un informe de la Contraloría Regional del Maule, en el cual se acredita que en 2001 se defraudó al fisco en 10 millones 400 mil pesos, suma que estaba destinada al programa Proempleo. Como señalé en su oportunidad, esos dineros fueron destinados, presuntamente, al financiamiento de campañas políticas en el 2001.


Los habitantes de la región del Maule, en especial de la ciudad de Talca, son los más necesitados, pues han sufrido las nefastas consecuencias de presuntos actos delictuales que se alejan diametralmente de los principios de probidad administrativa y de honradez. Estas acusaciones se están tramitando en el 4º Juzgado del Crimen de Talca, caratuladas bajo el título “Malversación de caudales públicos, estafas y otras defraudaciones”. 


Al respecto, cabe agregar que existen nuevas facturas que dan cuenta de similares situaciones, por cuanto se habrían destinado recursos a proyectos que nunca fueron ejecutados. El total de las presuntas defraudaciones que menciono podrían alcanzar, incluso, a cantidades superiores a 2 mil millones de pesos.


He constatado personalmente la gran conmoción que ha surgido en la Séptima Región por la denuncia formulada, tanto por la gravedad de los hechos como por la presunta responsabilidad de funcionarios públicos, lo que sumado a la cobertura local y nacional que este escándalo ha generado en los medios de prensa, amerita de manera suficiente la designación de un ministro en visita que se aboque al estudio de esta causa. En este caso, se da el supuesto establecido en el número 2º del artículo 560, del Código Orgánico de Tribunales, que señala: “Cuando se trate de la investigación y juzgamiento de hechos o delitos que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias.”.


La ciudadanía exige aclarar pronto los hechos denunciados y determinar a las personas involucradas. A mi juicio, está en juego la fe pública y la utilización de recursos fiscales.


Los tribunales de justicia deben dar señales claras y contundentes para no dejar dudas frente a la comunidad de que estas conductas no pueden ni deben quedar impunes.


Haré llegar a la Mesa el informe de la Contraloría y los recortes de prensa.


Por lo tanto, solicito que se oficie a la Corte de Apelaciones de Talca, con copia de mi intervención, de los recortes de prensa y del informe de la Contraloría que he mencionado, con el objeto de que se estudie la designación de un ministro en visita para el caso comentado.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados señores Darío 
Molina, Eugenio Bauer y Sergio Correa.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

CATEGORÍA DE ASIENTO DE CORTE A COQUIMBO. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor 
Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Justicia, señor Luis Bates, y al subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano, con el objeto de recabar el informe que habría emitido la Corte Suprema en respuesta a una solicitud de la Corte de Apelaciones de La Serena para elevar a la categoría de asiento de corte a la jurisdicción de Coquimbo.


En la Octava Región, tanto Concepción como Talcahuano son asiento de corte y en la Quinta Región lo son Valparaíso y Viña del mar. En el caso de Coquimbo, queremos elevar la condición de sus tribunales. Con un asiento de corte, al igual que La Serena, porque la población coquimbana es mayor que la de La Serena. Es decir, desde el punto de vista de la equidad territorial se justifica dicha medida. Queremos mejorar los recursos para nuestros jueces y dotar de mejor infraestructura a los tribunales para que ello redunde en un buen servicio a la gente. El mayor problema que tenemos es la gran rotación de jueces, lo cual impide que se aboquen a investigar y llevar a cabo su función jurisdiccional como corresponde.


Me he reunido con el senador señor Jorge Pizarro; el alcalde de Coquimbo, señor 
Pedro Velásquez, el ministro de Justicia, señor Luis Bates; la senadora señora Evelyn Matthei, y el presidente de la Corte Suprema, señor Marcos Libedinsky, a fin de solicitarles su apoyo.


Por lo tanto, solicito al ministro de Justicia que recabe la opinión emitida por la Corte Suprema que, entiendo, fue favorable a la idea de elevar a la categoría de asiento de corte a esta jurisdicción. Es muy importante que dicho secretario de Estado se coordine con la Dirección de Presupuesto, con el objeto de financiar tal medida.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Enrique Jaramillo.

SUBSIDIO DE ENTORNO PARA VIVIENDAS DE REGIÓN DE COQUIMBO. Oficio.


El señor WALKER.- Señor Presidente, solicito se oficie al ministro de Vivienda, señor Jaime Ravinet, con el objeto de solicitar que nuevamente se otorguen subsidios de entorno, de 90 unidades de fomento, entregados en años anteriores en la Cuarta Región, uno de cuyos distritos represento, a los propietarios de viviendas que se encuentran en mal estado, cuyas techumbres y paredes de madera se han deteriorado, ya que las termitas se han comido toda la estructura de las viviendas. Para casos como esos, en 1998 se estableció un subsidio de entorno, pero, lamentablemente, este año no se ha otorgado ni uno solo en la región de Coquimbo.


En consecuencia, solicito que se oficie al señor ministro de Vivienda para que ordene que se renueve la entrega de subsidios de entorno en la región de Coquimbo, programa especial que fue creado por solicitud de, entre otras personas, el diputado que habla.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Jaramillo.

CREACIÓN DE PROGRAMAS DE CIERRES PERIMETRALES, DE REPARACIÓN DE TECHUMBRES Y PROGRAMAS DE AGUA POTABLE EN COQUIMBO. Oficios.


El señor WALKER.- Señor Presidente, asimismo, solicito que se oficie al ministro de Vivienda a objeto de que dé respuesta a una petición que le formulamos junto con dirigentes de la ciudad de Coquimbo en orden a que se cree un programa especial de cierres perimetrales, destinado a otorgar más privacidad y seguridad a los vecinos de esa comuna, y otro para la reparación de techumbres, sentida aspiración de la comunidad coquimbana. Respecto de este último, el ministro accedió a implementar un programa piloto, el que se está ejecutando en la comuna Andacollo a partir de este año. No obstante, queremos que deje de ser un programa piloto y se transforme en uno definitivo y que, a partir del próximo año, se implemente también en la comuna de Coquimbo.


Señor Presidente, con el senador Pizarro conseguimos que se destinaran 20 mil millones de pesos para programas de agua potable rural en la región de Coquimbo, pero requerimos que la Dirección de Obras Hidráulicas nos informe respecto de qué localidades serán beneficiadas, sea en el diseño de los proyectos, en la ejecución de los mismos o a el mejoramiento de obras ya existentes. En este sentido solicito que se oficie al señor ministro de Obras Públicas, señor Javier Etcheberry, para que nos informe respecto de la implementación de proyectos de alcantarillado en zonas de Ovalle que así lo requieren, según me han planteado habitantes de esa comuna.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Jaramillo.

CONTAMINACIÓN EN CATEMU. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Patricio Cornejo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, en el valle del Aconcagua, al oriente del túnel La Calavera, específicamente en el sector de Chagres, cerca de la localidad de Catemu, donde se produce una importante cantidad de frutos de exportación, que son muy sensibles a la contaminación atmosférica y de las aguas, desde hace varios años existe una fundición de cobre que perteneció a la compañía minera Disputada de Las Condes y que actualmente es propiedad de la transnacional cuprífera Anglo American.


Durante muchos años esta fundición ha provocado emisiones de anhídrido sulfuroso y partículas metálicas que estarían contaminando las plantas, especialmente las parras y la estructura de los patronales. Se comenta que a los parronales cercanos a la fundición se les cortan los alambres y se destruye la estructura, por lo cual tienen menos duración que otros ubicados a mayor distancia.


Igualmente, en Catemu dicen que las emisiones provocan enfermedades respiratorias y que existe el riesgo de malformaciones congénitas o fundamentalmente de cáncer pulmonar.


Si bien no existen trabajos científicos que demuestren lo uno o lo otro, solicito que se envíen los siguientes oficios: 


En primer lugar, al Servicio de Salud de Aconcagua para que nos informe de qué manera se efectúa el control de las emisiones de anhídrido sulfuroso y de partículas metálicas, fundamentalmente de cobre, fierro, silicio y molibdeno, y de qué manera influyen en la salud de la población. 


Asimismo, para que se efectúe un estudio sobre la incidencia y prevalencia de enfermedades respiratorias, cáncer pulmonar y 



otras lesiones, probablemente de la piel, en las cuales también tendrían incidencia estos contaminantes. 


En segundo lugar, al ministro de Agricultura para que indique cuál es la acción que ejerce el anhídrido sulfuroso y las partículas metálicas sobre las diferentes especies vegetales que normalmente se desarrollan en el valle de Aconcagua, fundamentalmente uva, cítricos, duraznos, nectarines y productos hortícolas. 


En tercer lugar, al ministro de Obras Públicas y al director de Riego para que informen sobre la influencia de los elementos mencionados en la estructura de los canales, porque los agricultores han señalado que los canales construidos en los faldeos de los cerros sufren de desmoronamiento porque los contaminantes influirían en la adhesión del componente de las paredes de los canales, produciéndose ruptura de ellos en varias secciones con mucha mayor frecuencia que en el resto del valle de Aconcagua. 


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando el texto de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Fernando Meza, Enrique Jaramillo, Maximiano Errázuriz y de quien habla. 

PROBLEMAS PROVOCADOS POR FUNCIONAMIENTO DE LOCAL NOCTURNO EN GORBEA, Oficio. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado Fernando Meza. Hago presente que ha sido autorizado por el Comité respectivo.


El señor MEZA.- Señor Presidente, agradezco al Partido por la Democracia por cederme parte de su tiempo. 


En la comuna de Gorbea, que represento, en la Novena Región, distrito 52, al igual que en otras comunas de la región, los flagelos de la droga y el alcohol, sin ser extraordinariamente grave como en otras partes de Europa, no dejan de tener importancia porque van creciendo. 


¿Qué favorece que estas manifestaciones antisociales hagan presa de nuestros niños y jóvenes y, a veces, hasta de los adultos? Tiene que ver con el aumento indiscriminado de los negocios que expenden alcohol, algunos clandestinos, otros con patentes pero que no cumplen con las ordenanzas, reglamentos y hasta leyes. Es el caso de la discoteca, pub o cabaret, situado en la calle Camilo Henríquez Nº 301, localidad de Gorbea. Esa discoteca o cabaret “El Infierno” se ha transformado en eso: un verdadero infierno para los vecinos del sector residencial donde se ha ubicado. 


He sido testigo en la madrugada, después de recibir las denuncias de casi cien vecinos, cuyas firmas acompaño, de lo qué pasa en los alrededores. Entre ellos, ebrios en las afueras del local a tempranas horas de la mañana, en circunstancias de que el local debió de haber cerrado a las 3 ó 4 de la mañana. Sin embargo, a las 7 u 8 aún de la mañana todavía pululan los ebrios, se pueden observar riñas y hasta sexo en la vía pública, a vista y paciencia de los jóvenes, de los niños, de los transeúntes que debieran vivir con tranquilidad.


Todavía más. En un radio no mayor de 150 metros existen cuatro iglesias: la iglesia del Señor, la Bautista, la Israelita del Nuevo Pacto y la iglesia Renovada.


¿Cómo es posible que la municipalidad entregue autorizaciones de funcionamiento para este tipo de actividad? ¿Cómo es posible que los carabineros, a quienes llaman todas las noches los vecinos por los ruidos estridentes que van más allá de las 6 de la mañana, no hagan nada? Sólo patrullan el lugar y desaparecen. ¿Qué hacen las decenas de vehículos que se detienen en la puerta del local durante breves minutos y luego se van? Interesante pregunta para las autoridades policiales, porque se trata de vehículos que ni siquiera son de la comuna. 


Esta situación afecta la salud, el descanso y la tranquilidad del vecindario y produce irritación. No se han adoptado medidas de insonorización. Esto es tierra de nadie.


No estoy en contra de la libre empresa ni de que la gente tenga sus negocios que proporcionen recreación, pero en los lugares adecuados. Aquí estamos ante un caso que se involucra a muchos niños y hasta enfermos que no pueden descansar ni tampoco realizar su vida adecuadamente.


Por tanto, solicito, que se oficie al ministro de Salud para que, a través del Servicio de Salud del Ambiente, se adopten las medidas pertinentes. 


Espero que esta petición surta sus efectos en atención a que la salud de las personas y la educación de los niños y de nuestros jóvenes son lo más importante. Hoy está en peligro la ciudad de Gorbea.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor 
Enrique Jaramillo.

APLICACIÓN DE PROGRAMAS DE EMPLEO EN DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en mi calidad de habitante del sur, debo informar que estamos pasando momentos muy difíciles en lo que respecta el desempleo. Una vez más aparece la discrepancia que siempre he tenido con el Instituto Nacional de Estadística. 


Hace algunos años hablé sobre la cesantía y logré llegar a un acuerdo con el ministro del Trabajo para que funcionarios de ese sector verificaran las cifras oficiales que se entregaban a través del INE, las cuales me suscitaban muchas dudas.


Este año, al igual que el año pasado, sucedió lo mismo, pero hoy el clamor en el sur es más fuerte que otros inviernos, como le consta a su señoría.


Según quienes manejan las estadísticas, el INE, la cesantía no es evaluada en comunas con una población inferior a 40 mil habitantes, como sucede en las provincias de Valdivia y Osorno, a excepción de sus respectivas capitales, que son evaluadas y se aplican los programas de empleo pertinentes, aunque no los necesarios. Es decir, se hacen encuestas y se tienen los antecedentes.


La cesantía en comunas de población más baja es grave; pero ¿cómo remediamos eso si carecemos de antecedentes oficiales?


Por ello, solicito oficiar al ministro de Economía para que disponga en forma urgente la realización de encuestas sobre la cesantía existente en las comunas de Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Paillaco, Lago Ranco, Río Bueno y La Unión.


El cierre de industrias de la zona ha obligado a la emigración de los jefes o jefas de hogar a lugares distantes, geográficamente, por ser supuestos centros de atracción laboral. Esto va en contra de la constitución de la familia.


Al ser grave la desocupación, es grave la emergencia que viven esas miles de familias, pues no cuentan con el debido sustento. Por ello, es de extrema urgencia la realización de las encuestas indicadas para que el Gobierno tome cuanto antes las medidas pertinentes.


Por lo expuesto, pido oficiar a los ministros del Trabajo, del Interior, que regula los programas de generación de empleo, Fosac, y de Hacienda, que suministra las platas para llevarlos a cabo.


Estamos acostumbrados a la demora en las respuestas de nuestros oficios. Espero que ello no suceda en este caso, ya que se trata de una emergencia que viven habitantes del sur de Chile.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con mi adhesión.

INICIO DE ACTIVIDADES DE “FUNDACIÓN BERNARDO LEIGHTON GUZMÁN”. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El turno siguiente corresponde al Comité de Renovación Nacional.


Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ (de pie).- 
Señor Presidente, ayer, 16 de agosto, se dio inicio oficial a la “Fundación Bernardo Leighton Guzmán”, presidida por don José de Gregorio.


En 1973 en esta misma Corporación fuimos colegas con don Bernardo Leighton. Él era el parlamentario de más edad y yo el más joven. Él había sido Vicepresidente de la República y yo un modesto periodista, director de un medio escrito de Santa Cruz, provincia de Colchagua.


Un día, al término de una sesión, mientras conversábamos, me preguntó si lo podía acercar a su casa. Vivía, según recuerdo, en la calle Fitz Roy. Yo tenía un pequeño Fiat 600. Subió con más facilidad que como lo había hecho días antes don Hugo Rosende.


De ahí en adelante se inició entre nosotros una amistad que atribuía a su benevolencia, bondad y generosidad.


“No tengo hijos, pero tengo sobrinos a los que quiero como hijos,” me decía. Y agregaba: “Y a tí te estoy queriendo como a un sobrino.”


Caminábamos con frecuencia desde el Congreso, en calle Compañía, en dirección a 



La Moneda. Era impresionante el cariño con que la gente lo saludaba. Recuerdo a un mendigo que pedía en calle Morandé, a un costado del Banco Central. Le preguntaba hasta por la señora Anita. Así, en esos pocos meses que duró el Congreso Nacional de 1973, logramos un entendimiento y una amistad que superaron con creces el poco tiempo que compartimos como diputados.


Me preguntaba con insistencia cuándo me casaría. Lo fui a ver cuando estuvo hospitalizado en una clínica privada. Estaba emocionadamente agradecido. Más tarde, ya cerca del fin, lo visité en su hogar con mi mujer, quien era entonces mi novia. Ella permaneció con la señora Anita, sólo yo entré en su pieza. Cuando le dije que me casaba, sonrió feliz. Fue la última vez que lo vi.


En Puente Alto hay una población que lleva su nombre: Bernardo Leighton. Desde que falleció, pedimos diariamente al Señor por el descanso de su alma. Ayer, en el antiguo Congreso, se inauguró una fundación para perpetuar su recuerdo y su ejemplo. Que Dios ilumine a quienes dirigen esta fundación, para proyectar los valores de bondad, humildad y generosidad que adornaron a don Bernardo Leighton, y que tanta falta hacen en la sociedad chilena de hoy.


Pido que se haga llegar copia de esta intervención al presidente de la “Fundación Bernardo Leighton”, don José de Gregorio, a los ex presidentes Eduardo Frei y Patricio Aylwin y al presidente de la Democracia Cristiana, senador Adolfo Zaldívar.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, adhiero al homenaje que acaba de rendir a un personaje político ejemplar, de quien muchos hemos heredado su ideario. Muchas gracias.


Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión del diputado Felipe Letelier y de quien habla. 



Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14,24 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.




IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la Republica con el que se inicia un proyecto de ley que modifica el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, prorrogando vigencia de cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. (boletín Nº 3636-13)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración un proyecto de ley por el cual se introduce una modificación al artículo sexto transitorio de la Ley 
N° 19.578.

I. ANTECEDENTES.


El artículo 6° transitorio de la Ley N° 19.578, que hoy se busca modificar a través de la presente iniciativa legal, estableció, a contar del 1° de septiembre de 1998 y hasta el 31 de agosto de 2004, una cotización extraordinaria del 0,05% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, en favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la Ley N° 16.744.


En el caso de las Mutualidades de Empleadores de la Ley N° 16.744, los recursos obtenidos provenientes de dicha cotización extraordinaria, junto con otros definidos en la Ley 
N° 19.578, deben destinarse a la creación y mantenimiento de un Fondo de Contingencia, cuyo objetivo es financiar mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios para los pensionados de dichas entidades.


Al respecto, cabe hacer presente que la principal fuente de financiamiento del Fondo de Contingencia es, justamente, la ya mencionada cotización extraordinaria del 0.05% de las remuneraciones imponibles, la cual en el período 1998 a 2003 representó, para el conjunto de las Mutualidades, el 61% del total de ingresos de los citados Fondos.

II. PROBLEMAS DETECTADOS.


Con motivo de la aplicación de la Ley N° 19.953, recién publicada, que estableció un mejoramiento de las pensiones de viudez y de las pensiones mínimas para los pensionados de 75 años de edad y más, las Mutualidades de Empleadores deberán destinar en el trienio 2004 a 2006 alrededor del 47% de los recursos acumulados en su Fondo de Contingencia al 31 de agosto de 2004, para la constitución de capitales representativos y gastos corrientes derivados de la citada ley. Si se considera además los beneficios extraordinarios que ya está financiando dicho Fondo, el porcentaje anterior aumentará al 72%.


Por su parte, al Instituto de Normalización Provisional, quien financia los mejoramientos extraordinarios de pensiones y/o déficit producidos por la administración del seguro de la Ley N° 16.744 con cargo al presupuesto fiscal, la eliminación de la citada cotización extraordinaria le significa dejar de percibir M$ 1.136.703 anuales a partir del año 2005. Si al menor ingreso señalado para este y los dos próximos años, se le suma el déficit de M$ 540.599 que arrojó la administración de este Seguro para el INP durante el año 2003 y el mayor gasto a contar del 2006, generado por los mejoramientos establecidos en la Ley N° 19.953, el déficit permanente para el citado Instituto a contar del año 2006, ascenderá a M$ 2.082.637.

III. LA PROPUESTA.


En consecuencia, los efectos producidos por la eliminación de la cotización extraordinaria del 0.05% prevista a contar del próximo mes de septiembre de 2004, más la incidencia de los mejoramientos establecidos en la recientemente publicada Ley N° 19.953, hace procedente prorrogar por cuatro años la vigencia de la citada cotización extraordinaria, la que es indispensable para el financiamiento de futuros mejoramientos extraordinarios de pensiones, en el caso de las Mutualidades de Empleadores y para disminuir el déficit que impactará al Instituto de Normalización Previsional.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“ARTICULO ÚNICO.- Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la Ley N° 19.578, el guarismo “2004” por “2008”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; RICARDO SOLARI SAAVEDRA, 
Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO SEXTO

TRANSITORIO DE LA LEY Nº 19.578

Mensaje Nº 253-351


El presente proyecto de ley establece una prórroga por cuatro años a la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecida en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.578.


Este proyecto de ley no involucra incremento en el gasto fiscal.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo. (boletín Nº 3367-13).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. (boletín Nº 3223-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que regula el lobby. (boletín Nº 3407-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley cuyo objetivo es modificar la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual. (boletín Nº 3461-03).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema de autorización y el régimen de administración de las ferias libres y los derechos de los comerciantes que ejercen sus actividades profesionales en ellas. (boletín Nº 3428-06).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5091, de fecha 11 de agosto de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que concede un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al Servicio de Tesorerías de la ley Nº 19.926. (boletín Nº 3595-05).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 12 de agosto de 2004.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado, en sesión de esta fecha, a proposición de los honorables senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Jorge Arancibia Reyes, Carlos Bombal Otaegui, Julio Canessa Robert, Marco Cariola Barroilhet, Juan Antonio Coloma Correa, Fernando Cordero Rusque, Alberto Espina Otero, Sergio 
Fernández Fernández, José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss, Jorge Martínes Busch, Baldo Prokurica Prokurica, Sergio Romero Pizarro, Rodolfo Stange Oelckers y Ramón Vega Hidalgo, aprobó el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“El Senado acuerda

1.
Consagrar la propuesta pública con todas sus formalidades como el modo preponderante en la Administración Pública para realizar obras, consultorías, presupuestos, etcétera. Por lo tanto, si dicho procedimiento está considerado en la Ley de Presupuestos, que se modifica año a año, se debería establecer en una ley permanente.


Sobre esta misma materia, se acuerda sugerir que se priorice, en las propuestas públicas, la regionalización, evitando la agrupación de obras que impiden la participación de contratistas regionales y locales. Se dan casos, en los que se realiza una propuesta de construcción de varias obras, como por ejemplo, puentes, en un solo contrato, que podrían realizarse en forma independiente, subiendo la categoría del registro de los contratistas de obras públicas y, además, induciendo a la subcontratación posterior con contratistas locales.


Asimismo, se acuerda solicitar a la Contraloría General de la República y al Ministerio de Obras Públicas que informen a la Comisión especializada del Senado, la de Obras Públicas, sobre las formalidades del procedimiento de la propuesta pública.


El Senado recomienda, respecto de esta materia, tener el máximo de formalidades para garantizar la transparencia del proceso de propuesta pública, tales como un registro amplio de oferentes, sistemas de sobre sellado y un ministro de fe, entre otros.

2.
Establecer una evaluación permanente de los materiales o ítems relevantes que se utilizan en la construcción de las obras, como rocas, rellenos, metro cúbico de hormigón y acero, entre otros, porque a través de éstos y con las variaciones de los volúmenes, por no contarse con los estudios previos lo más acabados posibles, se podrían efectuar, con cargo a ellos, pagos ajenos a la obra.


Tanto en la Contraloría General de la República como en el Ministerio de Obras Públicas debería existir un control respecto de este tema. Los materiales tienen un valor determinado y varían en un cierto rango definido.

3.
Evaluar la rentabilidad de los proyectos una vez que sean ejecutados, para determinar si efectivamente cumplen con los indicadores que en su momento se dieron.


Esta evaluación de la rentabilidad socio-económica debería hacerse entre el ministerio ejecutor y el Ministerio de Planificación y Cooperación y remitirse a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional.

4.
Que la Contraloría General de la República, en cada una de las regiones del país, realice un registro de los contratos con aumentos de obras y de las indemnizaciones pagadas, con la finalidad de detectar posibles irregularidades.


Asimismo el Senado recomienda que, dentro de las facultades de la Contraloría sobre esta materia, en lo que respecta a la toma de razón, sus resoluciones tengan la mayor certeza jurídica posible y que, en caso de dudas, se abstenga de dicha toma de razón, con la finalidad de que los profesionales públicos afectados no se vean perjudicados.

5.
Proponer al Presidente de la República la creación de una Superintendencia de Concesiones con la finalidad de que la Administración Pública tenga un control de fiscalización del cumplimiento de normas y de la inspección de obras y estudios, entre otros, comprendiendo, en esta materia, las concesiones en todos los ámbitos del sector público.

6.
Las asignaciones críticas deberían estar entregadas en la forma menos discrecional y arbitraria, y estar automáticamente asociadas a funciones definidas.


El Senado valora al personal del Ministerio de Obras Públicas, institución más que centenaria, y entiende que debe realizarse un esfuerzo especial por mejorar sus remuneraciones y sistema previsional.

7.
Remitir al Presidente de la República y a los ministerios respectivos este proyecto de acuerdo y las conclusiones a que arribó la Comisión de Obras Públicas de la Corporación.

8.
Remitir a la Cámara de Diputados y a la Contraloría General de la República este proyecto de acuerdo y todos los antecedentes vinculados al tema que posee la Comisión de Obras Públicas del Senado.”.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en virtud del acuerdo precedente.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

9.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio” y sus anexos, apéndices, protocolos y notas; y los “Acuerdos Complementarios sobre comercio de mercancías agrícolas entre la República de Chile y la Confederación Suiza, el Reino de Noruega y la República de Islandia”, sus anexos y apéndices, respectivamente, suscritos, en Kristiansand, Noruega, el 26 de junio de 2003. (boletín Nº 3573-10)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo indicado en el epígrafe, sometido a la consideración de la honorable Corporación, de conformidad con lo establecido en los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política, en primer trámite constitucional, sin urgencia.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS: EXIGENCIA DE QUÓRUM ORGÁNICO CONSTITUCIONAL Y CONOCIMIENTO DE H. COMISIÓN DE HACIENDA Y DIPUTADO INFORMANTE.


Para los efectos reglamentarios pertinentes, se deja constancia que el inciso segundo del Nº 3 de la reserva formulada por el Gobierno de Chile en el anexo XI, relativo a pagos corrientes y movimientos de capital, en cuanto dispone que el Banco Central de Chile no podrá exigir, conforme a este Tratado, un encaje superior al 30% del monto de la transferencia y que no podrá imponer dicha limitación por un período superior a dos años, constituye una excepción al artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional de dicho Banco, por lo que su aprobación parlamentaria requerirá del quórum exigido por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política.


Además, se ha constar que los instrumentos internacionales en trámite de sanción parlamentaria requieren ser conocidos por la honorable Comisión de Hacienda.


Por último, se hace constar que Diputada Informante fue designada, por unanimidad, la honorable diputada Isabel Allende Bussi.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

A)
Importancia económica de la Asociación Europea de Libre Comercio.


La Asociación Europea de Libre Comercio (Aelc, según su sigla en español, o Efta, según su sigla en inglés, que se usará en este informe), se constituyó en 1960, con los países de Europa Occidental, liderados por el Reino Unido, que no habían suscrito el Tratado de Roma, que creó la Comunidad Europea (CE). Posteriormente, los miembros de la Efta fueron ingresando paulatinamente a la CE y, actualmente, sólo permanecen en ella Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suiza.


Efta es parte integral de Europa occidental, con la que comparte historia, valores, cultura y sistema jurídico. De allí que la Efta y la Unión Europea conforman la denominada Zona Económica Europea, donde impera el libre movimiento de bienes, servicios, capitales y personas.


Los países de Efta conforman, en su conjunto, un PIB superior a los US$ 400 mil millones, con una población de 12 millones, lo que determina el nivel de ingreso per cápita más elevado de todas las agrupaciones económicas existentes: 33.445 dólares. Además, su crecimiento promedio es del orden del 3% anual; con estabilidad de precios, pues la inflación es cercana a 3,2%; y, con bajas tasas de desempleo, cercana a 3%.


En la clasificación del Banco Mundial, los países miembros de Efta están dentro de las 10 naciones de mayor ingreso per cápita del mundo. Esto hace que Los tratados sometidos a la consideración de la honorable Cámara tengan un gran potencial, pues corresponde a un mercado de alto poder adquisitivo.

B)
Importancia del intercambio entre Chile y los países Efta.


Según lo señala el mensaje, el comercio internacional de estos países asciende a los US$ 345 mil millones y las compras que efectúa en el exterior superan los US$ 150 mil millones.


El intercambio comercial con Chile, durante el año 2003, ascendió a US$ 249 millones, con exportaciones por un valor de US$ 114 millones e importaciones por US$ 135 millones. Sin embargo, el intercambio de Chile con la Aelc representa sólo el 1% de nuestro comercio global.


Las inversiones materializadas en Chile provenientes de la Efta, en el período 1974-2003, alcanzan a US$ 922 millones, cifra en que Suiza es responsable en un 60%. Estas se dirigen, prioritariamente, a los sectores industria, servicios, agricultura y pesca. Las inversiones autorizadas alcanzan al doble de esta cifra, pues se elevan a US$ 1.743 millones. Estas inversiones representan un 2% del total de la inversión extranjera directa en Chile.


Al final de este informe se proporcionan antecedentes complementarios sobre la importancia económica de los países Efta y acerca del intercambio entre éstos países y Chile, en cuadros estadísticos proporcionados por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.

C)
Política comercial seguida por los países de la Efta.


Estos países aplican una política comercial de libre movimiento de bienes, servicios, capitales y personas. Han suscrito, hasta la fecha, diecisiete TLC, entre los cuales el mensaje menciona los celebrados con México y Singapur. Para Chile, después de haber concretado con la Unión Europea una Asociación Política y Económica sin precedentes, estos tratados permiten consolidar la relación bilateral con la Aelc, cerrando el círculo en torno a la región de Europa.


Lo anterior, permitirá a nuestros exportadores e inversionistas relacionarse con Europa en su conjunto, sobre la base de normas y disciplinas claras y estables. Asimismo, les significará disponer del mercado de toda Europa abierto en forma similar al que disponen hoy con cada uno de los miembros de la Unión Europea y de la Efta.

D)
Acuerdo de Asociación Política y Económica entre Chile y la Unión Europea un antecedente directo en la celebración de TLC con Efta.


Según lo señala el mensaje, en las negociaciones de los tratados en tramitación se acordó seguir de cerca el modelo del Acuerdo de Asociación entre nuestro país y la Unión Europea (UE), sin perjuicio del distinto alcance que tiene uno y otro. De hecho, en el preámbulo del tratado con Efta las Partes expresan, del mismo modo que en el acuerdo con la Unión Europea, su compromiso de respeto a los principios democráticos y a los derechos humanos fundamentales establecidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos; su adhesión a los principios del Estado de Derecho, y la necesidad de fomentar el progreso económico y social de sus pueblos, teniendo en cuenta el principio del desarrollo sostenible y los requisitos en materia de protección del medio ambiente.

E)
Estrategia adoptada para regular las concesiones entre Chile y la Efta.


El mensaje indica que la Efta, por ser una zona de libre comercio, carece de arancel externo común y de una política agrícola común, por lo que fue necesario que las disciplinas comerciales y las concesiones arancelarias para los productos industriales fuesen consideradas en el Tratado y las concesiones para los productos agrícolas fuesen convenidas en forma bilateral entre Chile y cada uno de los Estados miembros de la Efta, acto éste en el que el Principado de Liechtenstein fue representado por la Confederación Suiza, en virtud de la unión aduanera existente entre ambos Estados, según acuerdo del 29 de marzo de 1923.


De este modo, el TLC establece una zona de libre comercio entre las Partes y los acuerdos sobre comercio de mercancías agrícolas, celebrados de manera simultánea entre Chile y cada uno de los Estados de la Efta, considerados individualmente, revisten el carácter de tratados complementarios, perfectamente armónicos y complementarios del TLC.


Es oportuno hacer presente que junto con el TLC y los referidos acuerdos complementarios, se suscribió simultáneamente un Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones (Appi) entre Chile e Islandia, dado que Islandia es el único país del bloque con el cual Chile no posee un convenio de esta naturaleza, de manera que para otorgar a Islandia la misma protección concedida a los otros 3 países en materia de inversión, dicho Appi era absolutamente necesario.

F)
Principales diferencias entre el Tratado Chile- Efta y el Tratado Chile-UE.


Según antecedentes proporcionados por la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, el objetivo primordial de Chile en la negociación de estos tratados era y es que los exportadores chilenos tengan el mismo trato en toda la región y que puedan considerar a Europa como “un sólo mercado”, independientemente de sus diferencias jurídico-políticas. Dicho de otro modo, reglas coherentes y uniformes con todo el territorio europeo.


De allí que el Tratado Chile-UE y Chile-Efta sean semejantes en materia comercial. Las principales diferencias se aprecian en las siguientes áreas:


-Jurídicas. El hecho de haberse tratado el comercio agrícola en forma separada revistió especial complejidad desde el punto de vista jurídico a la hora de preparar los textos finales. Esa dificultad tuvo como consecuencia práctica el que los textos fueran negociados, rubricados y suscritos sólo en idioma inglés y en una sola versión auténtica que se encuentra en poder del Depositario (Noruega). La versión en poder del Congreso Nacional es la traducción oficial al español realizada por el Ministerio de Relaciones Exteriores.


-Política y cooperación. Los tratados suscritos con los Estados de la Efta no incluyen las secciones sobre diálogo político y de cooperación. 


-Comercio de bienes. Existen 5 fuentes de reducción arancelaria: 

1.
Inmediata (Anexo VI). Para los productos incluidos en los Capítulos 25 al 97 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA). En general corresponden a productos industriales, excepto los listados en el Apéndice del Anexo VI del Tratado; 

2.
Productos Agrícolas Procesados (Anexo IV). También se le conoce como Protocolo A y es para un conjunto de productos agroindustriales. Son las mismas concesiones que los países de la Efta han entregado a la UE. En esta materia se otorga a Chile el mejor trato (hoy y en el futuro) que conceden o puedan conceder a la UE; 

3.
Pesca y otros productos marinos (Anexo V). Todos en desgravación inmediata, con excepción de los incluidos en la Tabla II del mismo Anexo; 

4.
Productos en exclusión (Anexo III). No tendrán desgravación arancelaria y son 36 ítems excluidos;

5.
Acuerdos agrícolas bilaterales separados, y

6.
Desgravación. Chile obtendrá, como promedio, arancel cero para más del 90% de las exportaciones desde la entrada en vigencia del Tratado. Esta cifra es 94% en el caso de Noruega y de 100% para Islandia. En Suiza y Liechtenstein sólo el 84% de las exportaciones estarán en cero el primer día (ver cuadros 3 a 6). Por nuestra parte, Chile eliminará sus aranceles, en forma inmediata para el 82% de las importaciones desde la Efta (ver cuadros 7 a 9).


-Cláusulas de evolución. Tienen por objeto ampliar o profundizar el acceso de bienes. Son cuatro, (i) una general de revisión permanente; (ii) automática en función de lo que Efta negocie con la UE en productos agroindustriales; (iii) agrícola, entre el primer y tercer año de aplicación, y (iv) una para sector industrial.


-Antidumping. Una importante diferencia respecto de la UE fue que con la Efta se acordó eliminar el uso de las medidas Antidumping. Es decir, ninguna de las Partes (tampoco Chile) podrá hacer uso de medidas antidumping en contra de productos de la otra Parte. Es incluso más amplio que lo acordado con Canadá, pues se aplica a todos los productos, de manera inmediata y se reconoce un vínculo con las normas sobre competencia.


-Comercio de servicios. Existe una importante diferencia con el Acuerdo de Asociación Chile-UE:


-Servicios financieros. Fueron negociados pero quedaron excluidos de la cobertura del Tratado principal para lograr mayor apertura en materia agrícola. Después de dos años de aplicación del Tratado se considerará su inclusión. 


-Inversiones. Al igual que en el Acuerdo con la UE se rigen por las normas del Capítulo sobre Establecimiento. Se diferencia en que los compromisos específicos se encuentran establecidos en listas negativas. Las normas del Tratado principal otorgan acceso y son complementarias a las incluidas en los Appis que Chile ha suscrito con cada uno de los Estados miembros de la Efta.


-Institucionalidad. Estos Tratados siguen una estructura mucho más simple y común que el Acuerdo con la UE. Incluyen un Comité Conjunto, encargado de la administración e implementación de los Tratados y un Secretariado, constituido por los organismos designados por las Partes. Esta estructura se asemeja más a la existente en otros TLC, pues no contiene los pilares político y cooperación del Acuerdo con la UE.

III. RESEÑA DE LA ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE ESTOS TRATADOS.

A)
ESTRUCTURA DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y EFTA.


Este instrumento se estructura sobre la base de un preámbulo y 108 artículos, divididos en XII capítulos, dedicados, respectivamente a Disposiciones Iniciales (I); Comercio de Bienes (II); Comercio de Servicios y Establecimientos (III); Propiedad Intelectual (IV); Contratación Pública (V); Política de Competencias (VI); Subsidios (VII); Transparencia (VIII); Administración del Tratado (IX); Solución de Controversias (X); Excepciones Generales (XI), y Disposiciones Finales (XII).


Los anexos de este TLC son diecisiete, los que, con sus respectivos apéndices y notas, se refieren a las materias siguientes:


Anexo I: relativo a la definición del concepto de “Productos Originarios” y disposiciones para la cooperación administrativa;


Anexo II: Aplicación Territorial;


Anexo III: Productos no considerados en el presente tratado;


Anexo IV: Productos agrícolas procesados;


Anexo V: Productos de la pesca y otros productos marinos;


Anexo VI: Eliminación de aranceles aduaneros;


Anexo VII: Restricciones a las importaciones y exportaciones y medidas de efecto equivalente;


Anexo VIII: Listas de compromisos específicos;


Anexo IX: Servicios de Telecomunicaciones;


Anexo X: Reservas;


Anexo XI: Relativo a pagos corrientes y movimientos de capital;


Anexo XII: Derechos de propiedad intelectual; 


Anexo XIII: Entidades cubiertas;


Anexo XIV: Notas generales; 


Anexo XV: Decisiones del Comité Conjunto;


Anexo XVI: Secretariado, y


Anexo XVII: Reglas modelo de procedimiento para el funcionamiento de los Grupos Arbitrales.

B)
ESTRUCTURA DE LOS ACUERDOS COMPLEMENTARIOS SOBRE COMERCIO DE MERCANCÍAS AGRÍCOLAS.


Estos acuerdos, celebrados separadamente con Islandia, Noruega y Suiza, se estructuran sobre la base de 15 artículos y 4 anexos, que determinan, los productos agrícolas que Chile admitirá libre de arancel aduanero (anexo 1); los productos agrícolas que los países Aelc admitirán libre de arancel aduanero (anexo 2); reglas de origen (anexo 3), y anexo 4, implementación.


Cabe recordar que el Acuerdo suscrito con Suiza es aplicable también al Principado de Liechtenstein, en virtud de la unión aduanera existente entre ambos Estados, según acuerdo del 29 de marzo de 1923.

C)
LO PRINCIPAL DEL CONTENIDO DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y Efta.

1.
Propósitos fundamentales enunciados en el preámbulo.


Conforme a las declaraciones que formulan en el preámbulo, Chile y los Estados Efta celebran este Tratado con los propósitos, entre otros, de asegurar, por una parte, un marco comercial estable y previsible para las planificación de las actividades de negocios y de inversiones, y, por otra, que los beneficios de la liberalización del comercio no se vean neutralizados por el establecimiento de barreras privadas anticompetitivas. Además, persiguen crear nuevas oportunidades de empleo y mejorar las condiciones laborales y los niveles de vida en sus respectivos territorios, y reafirman su compromiso con la democracia, el estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales en conformidad con las obligaciones contraídas al amparo del derecho internacional, incluidos los principios y objetivos establecidos en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

2.
Lo sustancial de las disposiciones iniciales (Capítulo I, artículos 1 a 6).

a)
Sobre sus objetivos.


En armonía con los propósitos declarados en el preámbulo, en el capítulo I del Tratado las Partes convienen en establecer una zona de libre comercio, cuyos objetivos específicos serán:


-Lograr la liberalización progresiva y recíproca del comercio de bienes y de servicios, en conformidad con la normativa correspondiente aplicable en el marco de la Organización Mundial del Comercio (OMC), citada en el Nº 1, letras (a) y (b) del artículo 2 del Tratado.


-Abrir los mercados de contratación pública de las Partes, promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio, aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en dicho espacio económico, proporcionar una adecuada y efectiva protección y cumplimiento de los derechos de propiedad intelectual, y establecer un marco para la ulterior cooperación bilateral y multilateral con el fin de ampliar y mejorar los beneficios del Tratado (letras (c) a (g) del artículo 2).

b)
Sobre su ámbito de aplicación territorial.


Este TLC se aplicará en el territorio de cada Parte, así como en zonas más allá del territorio en las que cada una pueda ejercer derechos de soberanía o jurisdicción en conformidad con el derecho internacional.


Se reconoce el derecho de Noruega a excluir su aplicación en la isla de Svalbard, en lo no relativo a comercio de bienes (artículo 3).


Esta aplicación territorial se asegura, imponiendo a cada Parte la responsabilidad de su observancia de todas las obligaciones y compromisos asumidos en virtud del Tratado, tanto a nivel de sus respectivos gobiernos y autoridades regionales y locales, como de organismos no gubernamentales que ejerzan facultades gubernativas delegadas por los gobiernos o autoridades centrales, regionales y locales en sus territorios (artículo 6).


Esta norma, según el mensaje, cobra especial importancia en el caso de Suiza, Estado federado en el que los “cantones” poseen autonomía política en importantes áreas de la economía. Precisa que ella ha sido incluida en forma análoga en los TLC con Estados Unidos, Canadá y México, por tratarse de Estados federados.

c)
Sobre su relación con otros tratados internacionales. 


En este capítulo I, las Partes confirman los derechos y obligaciones existentes entre ellas conforme al Acuerdo de Marrackech, constitutivo de la OMC, y otros acuerdos negociados en su seno, así como confirman los derechos y obligaciones que correspondan a otros acuerdos internacionales de los que sean Parte. En consecuencia, señala el mensaje, por el Tratado de Libre Comercio las Partes no derogan ningún compromiso adquirido en virtud de otros acuerdos sobre las materias comprendidas en el Tratado.

3.
Lo sustancial sobre el comercio de mercancías (Capítulo II, artículos 7 a 21).


En este plano el Tratado regula el acceso a mercado de bienes, precisando su ámbito de aplicación, las reglas de origen, la forma en que se eliminarán los aranceles aduaneros, así como la aplicación del tratado nacional. Además, como lo indica el mensaje, se establecen normas relativas a medidas no arancelarias como son las de carácter sanitario y fitosanitario, técnicas, anti-dumping y compensatorias, de emergencia para ciertos productos y salvaguardias globales. Como disposición aplicable a todo el capítulo, se establecen las excepciones generales que permiten a las Partes aplicar medidas contrarias al Tratado en casos excepcionales y sin que ello pueda significar una restricción encubierta al comercio.

a)
Ámbito de aplicación de las normas sobre comercio de mercancías.


Estas normas se aplican a las siguientes mercancías:


-A los productos comprendidos en los capítulos 25 al 97 del Sistema Armonizado (SA), salvo aquellos listados en el anexo III, que, en general comprenden a productos de las industrias alimentarias, bebidas y líquidos alcohólicos, entre otros;


El anexo III, relativo a las mercancías que se encuentran fuera del ámbito de aplicación del Tratado, contiene una lista única de productos no considerados en el Tratado al ser importados de Chile o a los Estados Efta. Entre ellos se señalan la caseína, caseinatos y de derivados de la caseína; las albúminas (incluidos los concentrados de varias proteínas de lactosuero, con un contenido de proteínas del lacto suero superior al 80% en peso, calculado sobre materia seca), albuminatos y demás derivados de las albúminas; las colas y demás adhesivos preparados, no expresados ni comprendidos en otra parte; productos de cualquier clase utilizados como colas o adhesivos, acondicionados para la venta al por menor como colas o adhesivos, de peso inferior o igual a 1 kg. Todos estos productos no tendrán desgravación arancelaria;


-A los productos agrícolas procesados especificados en el anexo IV, entre los que se contemplan línteres de algodón; grasas y aceites, animales o vegetales en diferentes estados de procesamiento, y linoxina, y


-A productos de la pesca y otros productos marinos, que se encuentran listados en el anexo V, entre los que se contemplan, citados en este informe sólo a título ilustrativo, carnes y despojos comestibles, frescos, refrigerados o congelados de ballenas, delfines y marsopas; las grasas y aceites de pescado o de mamíferos marinos, incluso refinados, pero sin modificar químicamente. 

b)
Eliminación de derechos de aduana. 


En cuanto a la arquitectura de la desgravación arancelaria, el mensaje señala que este Tratado difiere de otros acuerdos suscritos por Chile en el último tiempo, pues no hay un sistema de listas de reducción arancelaria en que se llegue a una desgravación total en algún plazo determinado. Además, al compararlo con el Acuerdo suscrito con la Unión Europea algunos productos se encuentran desgravados bilateralmente, es decir, país a país. En consecuencia, no existe una lista única de desgravación como en el caso del acuerdo con la Unión Europea.


En tal forma, la reducción arancelaria para nuestras exportaciones queda compuesta de cuatro canastas:


-Desgravación inmediata para determinados productos industriales indicados en los capítulos 25 al 97 del Sistema Armonizado, excepto lo indicados en el apéndice del anexo IV del Tratado; 


-Distintos niveles de desgravación para productos agrícolas procesados indicados en el anexo IV, sobre la base de las concesiones establecidas en el Acuerdo Comercial que tienen los países de la Efta con la Unión Europea;


-Desgravación inmediata para los productos de la pesca indicados en el anexo V, con excepción de los incluidos en la Tabla II del mismo Anexo, que comprende grasas y aceites para consumo humano, alimentos para animales productivos, y solubles de pescado para la alimentación de animales.


-Sin desgravación arancelaria los productos listados en el anexo III, ya reseñado en el punto anterior.

c)
Comentarios del mensaje sobre el alcance de eliminación de derechos de aduana.


El mensaje explica que la aplicación de los criterios anteriores permitirá a nuestro país obtener un arancel cero para más del 90%, como promedio, de las exportaciones que van a ese bloque económico, desde el primer día de su entrada en vigor. Esta cifra se eleva en torno al 92% en el caso de Noruega y al 96% en el de Islandia.


Precisa que el tratamiento de los productos agropecuarios se encuentra consagrado en los Acuerdos Complementarios sobre Comercio de Mercancías agrícolas.


Agrega que de los productos de interés chileno que ingresarán sin pagar arancel desde el primer día son, entre otros, el cobre, metanol, maderas, pastas de madera, harina de pescado, frutas y hortalizas, productos congelados, jugos de uva, pescados y nitrato de potasio.


Indica que los productos incluidos en el anexo IV son aquellos para los cuales la Efta otorga a Chile el trato que concede actualmente a su principal socio comercial, la Unión Europea, con el compromiso de que un mejoramiento de las condiciones a esta última serán extendidos a Chile. Ello implica que a Chile no se le dará un trato menos favorable que a la Unión Europea en los productos contenidos en el Anexo IV. Este es el caso del yogurt, galletas y pastas alimenticias.


Considera importante destacar el resultado obtenido para Chile en el sector pesquero (anexo V), pues siendo un sector de alto interés comercial y con gran potencial exportador, se logró que estos productos ingresen libres de aranceles a los países del Efta, desde la entrada en vigencia del Tratado. Entre los productos favorecidos están los pescados y crustáceos, frescos y refrigerados; las preparaciones y conservas de pescados; los crustáceos procesados, y la harina de pescado.


En cuanto a las concesiones otorgadas por Suiza, que incluyen también a Liechtenstein, para los productos provenientes de Chile destaca que el 91% de los productos, que corresponde al 90% de nuestras exportaciones hacia este país, quedarán con arancel cero desde la entrada en vigencia del Tratado. Por otro lado, las exclusiones acordadas con Suiza representan sólo el 8% de los productos y las exportaciones, aproximadamente.


En relación con las concesiones otorgadas por Noruega para nuestro país, señala que el 92% de nuestros productos, correspondientes al 93% de nuestras exportaciones a Noruega, quedarán libres de aranceles en ese mercado desde el primer día de vigencia del Tratado. Los productos que quedaron excluidos de la desgravación representan sólo un 7%, que en términos de las ventas a ese país no alcanzan al 7%.


Respecto a las concesiones entregadas por Islandia a Chile, indica que en la categoría inmediata están el 96% de los productos que se venden hacia Islandia, pero ellos representan el 100% de nuestras exportaciones en ese mercado. En consecuencia, el total de las exportaciones que se han vendido en ese mercado podrán entrar sin pagar aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado. Por otro lado, las exclusiones representan sólo un 4% de los productos chilenos.


En el caso de las concesiones otorgadas por Chile, éstas también poseen carácter bilateral, difiriendo según lo que concedió el país de la Efta de que se trate. Como características relevantes de la oferta chilena cabe destacar que se otorgó protección por medio de exclusiones a los productos sensibles para nuestro país, en especial los del sector agrícola; además, si bien la gran mayoría de los productos industriales se desgravará en forma recíproca e inmediata, Chile desgravará ciertos productos industriales en plazos de 4 y 6 años.


En el caso de Suiza y Liechtenstein, las concesiones otorgadas por Chile son amplias, por cuanto el 84% de los productos importados, que representan el 86% de las importaciones provenientes de esos países, quedará libre de aranceles desde la entrada en vigor del Tratado. Se excluyeron de la desgravación un 9,5% de los productos. Además, hay un pequeño grupo de productos que tendrán desgravación en 4 y 6 años.


En el caso de Noruega, nuestro país le otorgó un 84% de los productos en categoría inmediata, que corresponden a un 73% de las importaciones que provienen de ese país. En cuanto a los productos excluidos, éstos constituyen el 10% del total de los productos negociados, pero sólo representan el 0,1% de nuestras importaciones.


Por su parte, las concesiones otorgadas a Islandia son las más generosas en cuanto a que los productos que podrán ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado alcanzan a un 88% que representan casi el 99% de las importaciones chilenas provenientes de Islandia.


También Chile mantuvo con este país un nivel de productos excluidos menor que los otros socios de la Efta, pues corresponden al 5% de los productos importados, respecto de los cuales no se registran importaciones.


En materia de reglas de origen, el Anexo I del Tratado reconoce, al igual que el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, que la pesca realizada dentro de la Zona Económica Exclusiva de Chile, tendrá origen chileno y, por lo tanto, será la que se acoja a los beneficios arancelarios antes descritos.


En cuanto a las reglas de origen de las mercancías, al igual que en el Acuerdo con la Unión Europea, el Tratado con la Efta establece, en su anexo I, disciplinas relativas al origen de las mercancías y reglas específicas por producto y similares a las pactadas con la Unión Europea.


Sin embargo, cabe destacar que, en general, las reglas específicas acordadas con las Aelc son más flexibles que en el Acuerdo con la Unión Europea, especialmente en el caso del sector textil.


En el plano de las medidas no arancelarias, se contemplan diversas disposiciones que tienen por objeto la facilitación del comercio, lo que, en la actualidad, es tanto o más importante para los exportadores que las barreras arancelarias.


 Entre ellas cabe destacar las medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF), contempladas con el objetivo de estrechar la cooperación entre las Partes en esa área, con miras a incrementar el entendimiento mutuo de los respectivos sistemas y a facilitar el acceso a los respectivos mercados. Para concretar dicho objetivo, se establece un sistema de consultas entre expertos de las Partes, en caso que una de ellas haya adoptado una medida que podría afectar el acceso al mercado de otra, para efectos de buscar una solución apropiada, compatible con el Acuerdo MSF de la OMC. Asimismo, las Partes se obligan a intercambiar los nombres y direcciones de los “puntos de contacto” de cada una. (Artículo 16 N° 2).


También se incluyen entre ellas, las normas técnicas, que son de particular importancia para el sector industrial, toda vez que, con la disminución y eliminación de derechos de aduana y cuotas, los obstáculos técnicos al comercio (OTC) suelen constituir un serio impedimento para el comercio de mercancías. Dado que los OTC ocasionan un aumento de los costos de diseño y fabricación, incertidumbre y demoras en la comercialización, el Tratado compromete a las Partes a realizar acciones de cooperación que deberían traducirse en la implementación de medidas concretas para facilitar el comercio. Además, se establece un sistema de consultas entre las Partes, en caso que una de ellas considere que la otra ha adoptado una medida que podría crear o haber creado un obstáculo al comercio, para efectos de buscar una solución apropiada, compatible con el Acuerdo OTC de la OMC.


Por último, se contemplan normas de defensa comercial, que incluye Salvaguardias globales, antidumping y derechos compensatorios. En materia de Salvaguardia global, las Partes acordaron no innovar y, por lo tanto, confirman sus derechos y obligaciones según el Acuerdo de Salvaguardias de la OMC. En cuanto a antidumping, a diferencia de lo que ocurre en el Acuerdo con la Unión Europea, las Partes acordaron no aplicar derechos antidumping respecto de los bienes objeto de su comercio recíproco. Por último, en el caso de los derechos compensatorios en este Tratado, al igual que en caso del Acuerdo con la Unión Europea, se acordó mantener los derechos y obligaciones del Acuerdo de Subvenciones y Derechos Compensatorios de la OMC.

4.
Lo sustancial sobre comercio de servicios y derecho de establecimiento (Capítulo III, artículos 22 a 45).


El Tratado establece un área de libre comercio también en materia de servicios, por medio de la liberalización recíproca del comercio de servicios transfronterizos, conforme al Artículo V del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios de la OMC (Agcs). El capítulo III contiene cuatro secciones relacionadas con la materia: una sobre el comercio de servicios, otra sobre establecimiento, otra sobre pagos corrientes y movimientos de capital y, un cuarto, que contiene disposiciones comunes a todo el capítulo.


En materia de Servicios, la sección I contempla una cobertura y normas similares a las del Agcs. Esto implica, por ejemplo, que se aplica a los cuatro modos de prestación de servicios y que el sistema de liberalización es de lista positiva. Asimismo, establece, entre otras, normas reglamentarias nacional, reconocimiento mutuo de títulos profesionales, trato nacional, trato de nación más favorecida y acceso a los mercados.


En materia de liberalización, las Partes profundizaron lo que otorgaron en el marco de las negociaciones de las OMC en los sectores que se especifican, compromisos que figuran en el anexo VIII del Tratado. Se excluyen de la cobertura del Tratado los servicios financieros y los servicios de transporte aéreos, salvo ciertas excepciones.


Cabe hacer presente que los servicios de telecomunicaciones se encuentran regulados separadamente, y en forma global, en el anexo IX del Tratado.


La sección II del capítulo III se aplica al derecho de establecimiento, excepto en el sector de los servicios financieros, el cual quedó excluido del Tratado. Se establecen, entre otras, normas sobre trato nacional, derecho a regular y reservas. Esto último implica que, a diferencia de lo que ocurre en materia de servicios, los compromisos en cuanto a liberalización están establecidos sobre la base de listas negativas. Es decir, las Partes, en el anexo X del Tratado, establecen los casos específicos en que no se aplica el trato nacional. Asimismo, las Partes prevén la posibilidad de profundizar la liberalización en esta materia antes de transcurridos tres años desde la entrada en vigor del Tratado.


El mensaje hace presente que los acuerdos bilaterales de inversión suscritos con Noruega y Suiza permanecen vigentes y rigen los derechos de los inversionistas de dichos países respecto de la inversiones materializadas, complementando el derecho de acceso antes descrito. Informa que considerando que Islandia se encontraba en una situación desventajosa por no haber suscrito con Chile un acuerdo de ese tipo, ambos países suscribieron, en conjunto con el Tratado de Libre Comercio, un Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones.


Adicionalmente, el capítulo III, sección III, contiene normas sobre pagos corrientes y movimientos de capital, que disponen que las Partes procurarán la liberalización de los pagos corrientes y los movimientos de capital entre sí, de conformidad con los compromisos contraídos en el marco de las instituciones financieras internacionales y teniendo debidamente en cuenta la estabilidad monetaria de cada una de las Partes. Asimismo, dicha sección es aplicable a todos los pagos corrientes y movimientos de capital entre las Partes.


En esta materia se prevé, al igual que en el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, una reserva de carácter general y amplia, en el anexo XI del Tratado, que tiene por objeto proteger las facultades de las Superintendencias y del Banco Central en materia de regulación prudencial de los servicios financieros. Es decir, Chile podrá seguir imponiendo, por motivos prudenciales, normas y reglas para el establecimiento de proveedores europeos de servicios financieros, tal como lo hace en la actualidad.


No obstante lo señalado, la exigencia de mantener un encaje de conformidad con el artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.840, no podrá exceder el 30% del monto de la transferencia y no podrá imponer por un período superior a dos años (Inciso segundo del Nº 3 del anexo XI, relativo a pagos corrientes y movimientos de capital). Esta disposición, a lo resuelto por la H. Cámara en los Tratados de Libre Comercio suscritos con Canadá, México y la Unión Europea, deberá ser votada con quórum de ley orgánica constitucional, por cuanto constituye una excepción precisamente a la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile, prevista en el artículo 97 de la Constitución Política. 


Finalmente, la sección IV del capítulo III contiene disposiciones comunes a todo el capítulo, que se refieren a la relación con otros acuerdos internacionales en materias relacionadas, excepciones generales del artículo XIV del AGCS y al compromiso de las Partes en orden a considerar, en el futuro, la inclusión de los servicio financieros en el Tratado.

5.
Lo sustancial sobre derechos de propiedad intelectual (Capítulo IV, artículo 46).


Al igual que en el Acuerdo con la Unión Europea, en el capítulo IV del Tratado con la Efta se establece como objetivo asegurar una adecuada y efectiva protección de los derechos de propiedad intelectual. En este caso, la protección se realiza mediante un listado de tratados internacionales, agregándose la mención expresa de que la protección debe ser no discriminatoria. A su vez, en este Tratado se agregaron los principios de la OMC de trato nacional y nación más favorecida.


Como ocurre en el Acuerdo con la Unión Europea, en este Tratado se establece una definición de propiedad intelectual y cláusulas de revisión. Asimismo, las Partes reafirman sus obligaciones establecidas en tratados de propiedad intelectual de los que ya son parte y se obligan a adherirse a nuevos tratados de propiedad intelectual.


En materia de indicaciones geográficas y expresiones tradicionales, las Partes se obligan a otorgar medios efectivos para proteger las indicaciones geográficas para bienes, según lo dispuesto en Adpic, lo que constituye una reiteración de la ya existente obligación ante la OMC.


En el caso de las patentes se acordaron tres obligaciones en el Tratado, a saber la adecuada y efectiva protección para las invenciones en todas las áreas de la tecnología; la extensión del plazo de duración de una patente; y, la posibilidad de otorgar licencias obligatorias bajo los términos del Adpic y de la declaración de Doha.


Por último, el capítulo IV del Tratado establece normas sobre información no divulgada, diseños, adquisición y mantenimiento de los derechos de propiedad intelectual, observancia de los derechos de propiedad intelectual.

6.
Lo sustancial sobre contratación pública (Capítulo V, artículo 47 a 71).


El capítulo V, relativo a “Contratación Pública”, incluye disposiciones que garantizan el respeto al principio de trato nacional, no discriminación y transparencia, como también normas de procedimiento tales como los procedimientos de licitación y sus respectivos plazos.


Así, el objetivo del capítulo consiste en asegurar una efectiva y recíproca apertura de los respectivos mercados públicos de las Partes. Asimismo, se contempla un conjunto de disciplinas procesales orientadas a otorgar mayor certeza y previsibilidad jurídicas al momento de acceder al mercado público de las Partes, y se promueve el intercambio de información por medios electrónicos, lo que asegurará a los proveedores de las Partes una participación eficiente y no discriminatoria en los correspondientes procesos de contratación.


El mensaje hace presente que en el Tratado con la Efta se mantuvieron las mismas premisas de negociación que en el Acuerdo con la Unión Europea, tanto en términos de disciplinas (enfoque procesal) como en términos de acceso a mercados (umbrales). Asimismo, menciona que el capítulo V es plenamente compatible con la ley N° 19.886, sobre Compras Públicas.

7.
Lo sustancial en materia de políticas de competencia (Capítulo VI, artículos 72 a 80).


En el capítulo VI, sobre política de competencia, las Partes reconocen que las conductas anticompetitivas pueden frustrar los beneficios de la liberalización del Tratado. Para evitarlo las Partes acuerdan coordinarse, cooperar e intercambiar información no confidencial entre las respectivas autoridades competentes. A tal efecto, se definen las legislaciones y autoridades de competencia; se prevé que se efectúen notificaciones cuando exista la posibilidad de que aparezcan intereses comprometidos de la otra Parte.


Al igual que en el Acuerdo con la Unión Europea, se contempla que las empresas públicas y aquellas con derechos exclusivos no causen distorsiones al comercio y se ajusten a las reglas de competencia; y, se excluye el capítulo VI del sistema de solución de controversias del Tratado.

8.
Lo sustancial en materia de subsidios/ayuda estatal (Capítulo VII, artículo 81).


En esta materia, si bien las Partes no innovan respecto de sus derechos y obligaciones en la OMC, establecen la posibilidad de solicitar información sobre aquellos casos individuales de ayuda estatal que consideren puedan afectar al comercio entre ellas, caso en el cual la Parte requerida deberá hacer todo lo posible para proporcionar dicha información.

9.
Lo sustancial en materia de transparencia. (Capítulo VIII, artículos 82 a 84).


En este capítulo sobre transparencia se establece la obligación de dar publicidad a normativas de aplicación general así como también los acuerdos internacionales que pudiesen afectar al funcionamiento del Tratado.


Asimismo, con el fin de facilitar la comunicación entre las Partes sobre cualquier asunto comercial comprendido en el Tratado, cada Parte debe nombrar a un punto de contacto para que, a petición de cualesquiera de la Partes, éste proporcione el apoyo necesario para facilitar la comunicación con la Parte requirente.


Respecto de la normativa interna, las Partes se obligan a publicarla o ponerla a disposición del público.


Por último, destaca el mensaje que este capítulo se encuentra en línea con el principio de transparencia contenido en la ley N° 19.653, sobre Probidad Administrativa, y promueve el intercambio de información entre las Partes y la transparencia de los actos públicos.

10. Lo sustancial sobre la administración del Tratado. (Capítulo IX, artículos 85 y 86).


En virtud del Tratado se crean: el Comité Conjunto Chile-Efta y un Secretariado.


El Comité Conjunto es el órgano responsable de la aplicación general del Tratado y está integrado a nivel de Ministros.


El Comité Conjunto estará facultado para tomar decisiones por consenso en los casos previstos en el Tratado, incluyendo la modificación de los anexos y apéndices del Tratado.


Se reunirá normalmente una vez cada dos años, en forma alternada en Chile y en un Estado de la Efta, con el propósito de realizar una revisión global de la aplicación del Tratado, sin perjuicio de que cualquiera de las Partes pueda solicitar la realización de reuniones extraordinarias.


Asimismo, las Partes establecen un Secretario, integrado por los organismos competentes mencionados en el anexo XVI, a través del cual se canalizarán todas las comunicaciones entre las Partes, a menos que se indique otra cosa en el Tratado.


En el caso de Chile, se designa como organismo competente a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.

11. Lo sustancial sobre la solución de controversias. (Capítulo X, artículos 87 a 97).


El capítulo X, referido a la solución de las controversias, tiene como objetivo evitar y resolver las controversias entre las Partes relativas a la aplicación del Tratado, y llegar a una solución mutuamente satisfactoria de cualquier cuestión que pueda afectar a su funcionamiento y que pudieran surgir entre Chile y uno o más Estados de la Efta.


No obstante, las Partes dejaron fuera de la aplicabilidad del Capítulo aquellas disciplinas en que se confirmaron los derechos y obligaciones que les rigen en el ámbito de la OMC.


El mensaje destaca que al igual que en los Tratados de Libre Comercio con Canadá, México, Corea y Estados Unidos se prevén disposiciones sobre opción de foro. En virtud de las mismas, las controversias sobre una misma materia que surjan tanto en la aplicación del Tratado como en virtud del Acuerdo sobre la OMC u otro acuerdo negociado en el marco del mismo y del cual las Partes sean parte, podrán ser resueltas en cualquiera de esos foros, a elección de la Parte reclamante. Dicha selección tiene carácter excluyente.


Este capítulo contempla una etapa de consultas, que pueden ser solicitadas por cada Parte a otra Parte, cuando considere que una medida aplicada por dicha Parte es incompatible con el Tratado, o que cualquier beneficio que le corresponde directa o indirectamente en virtud del Tratado se ve afectado por dicha medida. A diferencia de lo acordado con la Unión Europea, en este caso las consultas deben celebrarse ante el Comité Conjunto, a menos que la Parte o Partes que efectúan o reciben la solicitud de consultas no estén de acuerdo.


Sin perjuicio del procedimiento de consultas, las Partes involucradas pueden recurrir voluntariamente a los buenos oficios, la conciliación y la mediación, a los cuales se podrá dar inicio y poner término en cualquier momento.


Enseguida, el capítulo contempla una etapa arbitral, para el caso en que la cuestión no se hubiere resuelto mediante consultas después de determinados plazos. Así una o más Partes podrán someterla a arbitraje mediante una notificación por escrito dirigida a la Parte o Partes demandadas. Todo ello, con sujeción a reglas de designación de árbitros y de dictación y cumplimento del laudo arbitral.


En términos generales, el mecanismo bilateral de solución de controversias se caracteriza, por una parte, por ser preventivo, al estar diseñado principalmente para evitar las disputas mediante un sistema de consultas y, por otra, por medio de un procedimiento arbitral eficaz, que asegura que las Partes cumplirán con sus obligaciones, automático, rápido, predecible y eficiente, al estar diseñado para garantizar el cumplimento del laudo.


Finalmente, cabe precisar que el capítulo sobre solución de controversias tiene como complemento al anexo XVII, referente a las Reglas Modelo de Procedimiento para el Funcionamiento de los Grupos Arbitrales, el cual, a su vez posee normas sobre conducta de los árbitros.

12.- Los sustancial sobre las excepciones generales. (Capítulo XI, artículos 98 a 100).


El mensaje destaca que al igual que en los Tratados de Libre Comercio con Canadá, México, Corea y Estados Unidos, se prevé un capítulo sobre excepciones de carácter general, es decir, aplicables a todo el Tratado. En caso que concurran las circunstancias relativas a balanza de pagos, seguridad nacional y tributación que se detallan, las Partes están autorizadas a excusarse de la aplicación del Tratado.

13. Lo sustancial sobre las disposiciones finales. (Capítulo XII, artículos 101 a 108).


Este capítulo contiene las disposiciones relativas a su entrada en vigor, su duración, sus enmiendas, su denuncia y posibles adhesiones.


Como innovación, el mensaje destaca que este Tratado establece la posibilidad de que un tercer Estado pueda llegar a ser Parte del mismo, previa invitación del Comité Conjunto y, en los términos y condiciones que acuerden las Partes y el Estado invitado.


En cuanto a la denuncia del Tratado, se dispone que ésta surtirá efecto seis meses después de la notificación a la otra Parte.


Por lo que dice relación con su entrada en vigor se establece que éste comience a regir bilateralmente, es decir, entre las Partes que lo hayan ratificado, siempre que entre ellas esté Chile. Al tenor del mensaje, ello es coherente con la norma contenida en las disposiciones iniciales en cuanto a que el Tratado no regula las relaciones comerciales entre los miembros de la Efta.


Se contempla una norma que dispone que el Tratado entraría en vigor el 1 de febrero de 2004 entre las Partes que lo hubieren ratificado, a condición que entre ellas esté Chile. Además se contempla una norma supletoria que dispone que el Tratado entrará en vigor el primer día del primer mes siguiente al último depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de Chile y al menos un Estado de la Efta.


En relación con el estrecho vínculo entre el Tratado de Libre Comercio y los Acuerdos Complementarios sobre el Comercio de Mercancías Agrícolas, se establece, por una parte, que el acuerdo complementario sobre el comercio de mercancías agrícolas entre Chile y un Estado Efta, entrará en vigor para Chile y dicho Estado en la misma fecha en que entre en vigor el Tratado de Libre Comercio y, por otra parte, que dicho acuerdo complementario permanecerá en vigor mientras las Partes del mismo sigan siendo Partes del Tratado de Libre Comercio.


Adicionalmente, se establece que si Chile o un Estado Efta denunciare el acuerdo complementario, el Tratado de Libre Comercio terminará entre Chile y dicho Estado en la misma fecha en que se haga efectiva la denuncia del acuerdo complementario.


Finalmente, se establece que el Gobierno de Noruega actuará como depositario del Tratado, el cual debe entregar copias certificadas del mismo, suscrito sólo en idioma inglés, a todos los Estados Signatarios.

D)
LO PRINCIPAL DE LOS ACUERDOS COMPLEMENTARIOS SOBRE EL COMERCIO DE MERCANCÍAS AGRÍCOLAS SUSCRITOS POR CHILE CON SUIZA, ISLANDIA Y NORUEGA, RESPECTIVAMENTE.

1.
Características de estos acuerdos complementarios.


El mensaje hace notar que no obstante que la contraparte en el Tratado de Libre Comercio, la Efta, es un bloque económico, los países que lo componen poseen características naturales particulares y, consecuentemente, sensibilidades agrícolas distintas, por lo que, al igual que lo pactado entre la Efta y la Unión Europea, solicitaron mantener acuerdos diferentes en lo agrícola con Chile.


Sin embargo, la estructura de los tres Acuerdos Complementarios y sus disciplinas son idénticas, difiriendo entre ellos sólo en cuanto a las concesiones arancelarias otorgadas.


Asimismo y por tratarse de un conjunto de países con agricultura precaria y altos niveles de protección, los compromisos de desgravación poseen exclusiones y se circunscriben exclusivamente a liberaciones inmediatas y preferencias arancelarias permanentes.


Además, los compromisos de liberación arancelaria de los productos agroindustriales con mayor valor agregado reciben un trato especial, que consiste en una desgravación parcial referida sólo al componente industrial del arancel.

2.
Lo sustancial del contenido de los acuerdos complementarios.


Estos acuerdos, como lo señala el mensaje, tienen una estrecha relación con el Tratado de Libre Comercio. En efecto, se establece que los mismos se han celebrado conforme y conjuntamente con el Tratado de Libre Comercio entre Chile y los Estados de la Efta, en informe. Así, ellos forman parte de los instrumentos que establecen una zona de libre comercio entre Chile y los Estados de la Efta.

3.
Su ámbito de aplicación.


Al respecto, se establece que estos acuerdos abarcan el comercio de los siguientes productos:


-Aquellos clasificados en los capítulos 1 al 24 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA), que no están incluidos en los Anexos IV y V del Tratado de Libre Comercio; y


-Aquellos listados en el Anexo III del Tratado de Libre Comercio.

4.
Lo sustancial de lo convenido en materia de desgravación arancelaria.


Las concesiones arancelarias otorgadas por Chile a los productos agrícolas que se originen en cada país de la Efta, excepto Liechtenstein, se regulan por lo señalado en el anexo 1 del respectivo acuerdo complementario. A su vez, las concesiones arancelarias a los productos agrícolas que se originen en Chile otorgadas por el respectivo país de la Efta se rigen por lo dispuesto en el Anexo 2 del respectivo acuerdo complementario.


A su vez, según las reglas de origen y disposiciones sobre cooperación en materia aduanera aplicables al comercio regulado en los mismos se establecen en su anexo 3.


Asimismo, se establece el compromiso de las Partes en orden a evaluar, a más tardar dos años después de la entrada en vigor del respectivo Acuerdo Complementario, las oportunidades de otorgarse mutuamente ulteriores concesiones, con miras a mejorar las liberalización del comercio de productos agrícolas.


En el caso de Suiza y Liechtenstein, las concesiones inmediatas otorgadas a Chile corresponden a claveles, tomates (octubre a abril), cebollas (mayo a junio), ajos, porotos verdes, espárragos (junio a abril), aceitunas preparadas, porotos secos, lentejas, limones, uva (enero a junio con cuota), damascos, cerezas, ciruelas, frutillas, frambuesas, moras, kiwi, pulpa de tomate, destilados de vino. Con preferencia arancelaria se encuentran la carne bovina, ovina, caprina y aviar y vísceras de esos animales, huevos, miel, rosas, papas, jugo de uva, manzanas, peras, espárragos congelados y maíz dulce.


En el caso de Noruega, las concesiones inmediatas otorgadas a Chile corresponden a flores cortadas, tomates, ajos, porotos secos, paltas, limones, uvas, manzanas (diciembre a abril), peras (diciembre a agosto), damascos, duraznos y nectarines, ciruelas, frutillas, moras, kiwi, semilla de maíz y de maravilla, malta, pasta de tomate, champiñones, duraznos en conserva, jugo de tomates, jugo de uva y vino. Con preferencia arancelaria se encuentran la miel, cebollas, arvejas congeladas, espárragos congelados, aceitunas en salmuera, cerezas y frutillas provisionalmente conservadas, maíz dulce congelado y mermeladas.


Con relación a las concesiones inmediatas otorgadas a Chile por Islandia, éstas corresponden a cebollas, ajos, espárragos, aceitunas, arvejas y porotos congelados, maíz dulce, leguminosas secas, frutas en general, malta, semilla de maravilla, tomates preparados y pasta de tomates, mermeladas, jugos de fruta, tabaco y vino. Con preferencia arancelaria se encuentra el yogurt.


En cuanto a los compromisos arancelarios asumidos por Chile para Suiza y Liechtenstein, se encuentran en desgravación inmediata los ajos, cebollas, semillas forrajeras, semillas de tomates, setas y hongos, vermouth y licores. Sujetos a preferencia arancelaria se cuentan los productos de chocolatería, preparaciones alimenticias del capítulo 19 del SA y la cerveza.


Respecto a Noruega, Chile otorgó desgravación inmediata a ajos, espárragos, aceitunas, setas, semilla de tomates, tomates, puré de tomates, espárragos en conserva, peras en conserva, jugo de naranja congelado, jugo de uva, bebidas fermentadas, queso Jarlsberg y Riidder (200 ton.). A su vez, concedió preferencia arancelaria a los productos de chocolatería, preparaciones alimenticias del Capítulo 19 del SA y la cerveza.


A Islandia, Chile le otorgó desgravación inmediata para carne ovina y caprina, cebollas, ajos, espárragos, arvejas, porotos, frutas frescas, congeladas y en conserva, cebada, malta, semilla de hortalizas y forrajeras, setas, mermeladas y tabaco. Al igual que en el caso de Suiza y Noruega se otorgó preferencia arancelaria a productos de chocolatería, preparaciones alimenticias del Capítulo 19 del SA y cerveza.

5.
Lo sustancial en materia de origen de las mercancías.


A diferencia de lo establecido en el Acuerdo con la Unión Europea, en el caso de la Efta se convinieron normas bilaterales para el sector agrícola y agroindustrial, lo que se traduce en reglas específicas más flexibles que las acordadas con la Unión Europea por cuanto las sensibilidades son distintas entre los miembros de la Efta.

6.
Lo sustancial respecto de disciplinas comerciales.


En armonía con las normas que establecen el estrecho vínculo con el Tratado de Libre Comercio, se dispone que en ciertas materias deben aplicarse, mutatis mutandis, las reglas de este último. Es el caso de la normativa relativa, entre otros, al ámbito de aplicación territorial, relación con otros tratados internacionales, stand still (statu quo), definición de arancel aduanero, trato nacional, medidas sanitarias y fitosanitarias, normas técnicas, antidumping y medidas compensatorias, salvaguardia global y excepciones generales.

7.
Lo sustancial respecto de la banda de precios.


Al igual que en el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, los Acuerdos Agrícolas disponen que Chile podrá mantener su Sistema de Banda de Precios, según lo establecido en el Artículo 12 de la ley N° 18.525, o aquel sistema que le suceda, para los productos cubiertos por dicha ley, a condición de que sea aplicado de manera coherente con los derechos y obligaciones de Chile en virtud del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (artículo 8).

8.
Institucionalidad.


Al igual que en el Tratado de Libre Comercio, en los acuerdos complementarios se crea un Comité Bilateral sobre Comercio de Productos Agrícolas, el cual se reunirá cada vez que sea necesario y, normalmente, cada dos años. Su función principal será supervisar la implementación del respectivo Acuerdo y evaluar los resultados obtenidos en su aplicación.

9.
Solución de controversias.


En esta materia rigen las normas del Tratado de Libre Comercio, las cuales se aplican mutatis mutandis, solamente entre las Partes del acuerdo complementario.

10.- Disposiciones finales. (Artículos 12, 13, 14 y 15).


Estas normas regulan las modificaciones a los acuerdos, su entrada en vigor, duración y denuncia.


Al respecto el mensaje destaca la conexión establecida por las Partes entre estos acuerdos complementarios y el Tratado de Libre Comercio. En efecto, el primero entrará en vigor en la misma fecha en que entre en vigor entre el país de la Efta respectivo y Chile el Tratado de Libre Comercio y permanecerá vigente mientras ambos países sigan siendo Partes del Tratado de Libre Comercio.


Asimismo, se dispone que si Chile o el respectivo país de la Efta denuncian el acuerdo complementario, terminará entre ellos el Tratado de Libre Comercio, en la misma fecha en que se haga efectiva la denuncia del Acuerdo Complementario.

E)
CONSIDERACIONES DE MÉRITO FINALES EN LAS QUE EL MENSAJE APOYA LA DECISIÓN DE SOMETER ESTOS INTRUMENTOS A LA CONSIDERACIÓN DE LA HONORABLE CÁMARA.


En primer término señala que este Tratado de Libre Comercio y sus acuerdos complementarios sobre el comercio de mercancías agrícolas con los Estados miembros de la Efta representa un perfeccionamiento de la relación comercial con Europa, concebida en su globalidad.


Agrega que constituyen, además, una medida de anticipación a una futura y cada vez más cercana adhesión de los miembros de la Efta, o de algunos de ellos, a la Unión Europea.


Señala, asimismo, que al establecerse con los países de la Efta las mismas reglas comerciales pactadas con la Unión Europea se está otorgando a los operadores comerciales una uniformidad que no puede redundar sino en certidumbre y eficiencia a la hora de adoptar sus decisiones estratégicas, lo que les permitirá competir mejor en un mundo globalizado.


Así, afirma el mensaje, la zona de libre comercio que por estos acuerdos se crea, abre nuevas oportunidades y aporta beneficios directos en el mejoramiento de las condiciones de vida de nuestros ciudadanos.


Una vez incluidos los procesos necesarios para la aprobación y puesta en vigor de los acuerdos que constituyen la zona de libre comercio, se presentará el desafío de darle una aplicación acorde con los objetivos de desarrollo económico, político y social de nuestro país.

F)
INFORME FINANCIERO DEL MINISTERIO DE HACIENDA SOBRE EL IMPACTO DE ESTOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN LA RECAUDACIÓN FISCAL Y LA ECONOMÍA, EN GENERAL. 


El referido informe financiero sostiene que el impacto de estos instrumentos se ha estimado en términos estáticos, es decir, sin considerar cambios en las distintas variables de la economía, como Producto Interno Bruto, Importaciones, Tipo de Cambio, Inflación Externa e Inflación Interna. En términos generales, puede afirmarse que un acuerdo de estas características impacta negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de la recaudación de los aranceles y su correspondiente IVA, por las importaciones provenientes desde los países de la Asociación Europea de Libre Comercio.


Añade que suponiendo que el tratado entre en vigencia el segundo semestre de 2004, la pérdida fiscal para el año en curso alcanza a US$ 4,1 millones, elevándose este costo a 
US$ 8,2 millones durante 2005. Agrega que en régimen, la pérdida de ingresos fiscales se eleva hasta US$ 8,6 millones anuales. Las cifras están expresadas en dólares de 2004 y en situación de 2004.

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Personas escuchadas por la Comisión.


En el estudio de estos instrumentos internacionales la Comisión escuchó al señor Ministro de Agricultura, don Jaime Campos Quiroga, quien asistió acompañado del Director de Relaciones Internacionales de ésa Secretaría de Estado, don Igor Garafulic; al Director de Relaciones Económicas Internacionales Bilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Mario Matus Baeza; al Director de la Dirección Jurídica de dicha Secretaría de Estado, embajador Claudio Troncoso Repetto; al embajador Patricio Leiva, y a los asesores de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señora Cecilia Arroyo y Patricio Barrueco.


Tanto el señor Ministro de Agricultura como el Director de Relaciones Económicas Internacionales Bilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores proporcionaron antecedentes sobre el desarrollo de las negociaciones y el alcance de estos instrumentos, los que, en lo sustancial, son análogos a los aportados por el mensaje.


También escuchó al Presidente de la Unión Nacional de Trabajadores de Chile, señor Diego Olivares Aravena; al Primer Vicepresidente de la misma entidad, señor Jorge Millán Baeza, y a su Secretario de Relaciones Internacionales, señor Alfonso Lathrop Tejos. Además, entregan un documento que contiene su opinión sobre estos tratados, en el que sostienen básicamente, que valoran que este TLC, con el mayor bloque económico de poder adquisitivo del mundo, sea una oportunidad que permita entrar al 90% de las exportaciones con arancel cero en forma inmediata.


Sin embargo, sostienen que no pueden compartir que Chile resalte que la suscripción de este acuerdo sea el más completo firmado por la Efta, toda vez que no aparece consignada la Dimensión Social, que a juicio de la entidad que representan debe tener todo TLC, como sucedió con los Estados Unidos de América y la Unión Europea.


Por otra parte, afirman que las Partes debieran reafirmar sus compromisos adquiridos ante la OIT respecto de los derechos fundamentales en el trabajo, en el sentido que procurarán asegurar que sean reconocidos y protegidos por la legislación nacional y que no se debilitarán o reducirán tales protecciones para desarrollar el comercio o la inversión.


Además, postulan que en estos Tratados se debiera contemplar un capítulo laboral que establezca mecanismos de solución de controversias sobre la base de consultas, buenos oficios, mediación o conciliación.


Por último, la Comisión recibió la opinión escrita de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA), favorable a la aprobación de estos tratados, suscrita por su presidente, señor Andrés Santa Cruz López, y su Gerente, señor Francisco Matte Risopatrón, sosteniendo, básicamente, su convencimiento de que estos instrumentos constituirán un gran paso en el desarrollo económico y social de nuestro país.

B)
Aprobación del proyecto de acuerdo. 


Atendidos los antecedentes expuestos, más los que se agregan como anexos a este informe, y considerando que las materias reguladas en estos tratados son, en lo sustancial, análogas a las ya previstas en los TLC celebrados por el país, y visto que para su vigencia en el orden interno es indispensable que se cumpla con lo ordenado en los artículos 32, Nº 17, y 50, Nº 1, de la Constitución Política, respecto de la aprobación de los tratados internacionales antes de su ratificación por el Presidente de la República, la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acordó, por unanimidad, proponer a la honorable Cámara que sancione los instrumentos internacionales informados en este acto, y sugiere adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo formula el mensaje; es decir, en los siguientes:


"Artículo único.- Apruébanse el "Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio” y sus Anexos, Apéndices, Protocolos y Notas; y, los “Acuerdos Complementarios sobre Comercio de Mercancías Agrícolas entre la República de Chile y la Confederación Suiza, el Reino de Noruega y la República de Islandia”, y sus Anexos y Apéndices, respectivamente, todos suscritos en Kristiansand, Noruega, el 26 de junio de 2003.”.


Concurrieron a la unanimidad los votos favorables de los señores Diputados Bayo, don Francisco; Jarpa, don Carlos Abel; Masferrer, don Juan; Riveros, don Edgardo, y Villouta, don Edmundo.

-o-

Discutido y acordado en sesiones de los días 6 y 13 de julio de 2004, con asistencia de las señoras diputadas Allende Bussi, doña Isabel (presidenta de la Comisión), y Pérez San 
Martín, doña Lily; y de los señores Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


Sala de la Comisión, a 13 de julio de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

ANEXOS

Cuadro 1

Población y Producto Interno Bruto

(Cifras 2002)

	Países
	Población
	PIB

	Suiza
	7.228
	268.041

	Noruega
	4.539
	189.436

	Liechtenstein
	30
	N.D.

	Islandia
	284
	8.608

	Total
	12.081
	466.085


Fuente: Banco Mundial

Cuadro 2

Producto Per Capita Aelc

(Dólares, año 2002)

	Países
	PIB per cápita
	PIB per cápita(PPA)

	Suiza
	37.930
	31.250

	Noruega
	37.850
	35.840

	Liechtenstein
	N.D.
	N.D.

	Islandia
	27.970
	28.590


Fuente: Banco Mundial

Cuadro 3

Evaluación de oferta del Aelc para Chile

(Miles de dólares, Año 2001)

	
	Nº items*
	%
	Exportaciones al Aelc*
	%

	Inmediata
	5.423
	92,6%
	197.473
	93,6%

	Protocolo A
	34
	0,6%
	18
	0,0%

	Parciales
	11
	0,2%
	989
	0,5%

	Exclusiones
	387
	6,6%
	12.507
	5,9%

	Total
	5.855
	
	210.987
	


*Nota: Los valores corresponden a un promedio simple de las desgravaciones aplicadas para cada uno de los países del Aelc. Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 4

Proceso de Liberación de Islandia para Chile

(Miles de dólares, Año 2001)
	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Exportaciones a Islandia
	(%)
	Exportaciones a Aelc
	(%)

	Inmediata
	5.590
	95,5
	13.910
	100,0
	210.453
	99,7

	Protocolo A
	15
	0,3
	0
	0,0
	0
	0,0

	Exclusiones
	250
	4,3
	0
	0,0
	534
	0,3

	Total
	5.855
	100,0
	13.910
	100,0
	210.987
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 5

Proceso de Liberación de Noruega para Chile

(Miles de dólares, Año 2001)
	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Exportaciones a Noruega
	(%)
	Exportaciones a Aelc
	(%)

	Inmediata
	5.368
	91,7
	38.940
	92,6
	204.630
	94,1

	Protocolo A
	59
	1,0
	0
	0,0
	55
	1,6

	Exclusiones
	415
	7,1
	2.820
	6,7
	5.451
	4,1

	Parciales
	13
	0,2
	290
	0,7
	851
	0,2

	Total
	5.855
	100,0
	42.050
	100,0
	210.987
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 6

Proceso de Liberación de Suiza y Liechtenstein para Chile

(Miles de dólares, Año 2001)
	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Exportaciones a Suiza
	(%)
	Exportaciones a Aelc
	(%)

	Inmediata
	5.311
	90,7
	139.397
	89,9
	177.335
	84,0

	Protocolo A
	27
	0,5
	0
	0,0
	0
	0,0

	Exclusiones
	497
	8,5
	13.831
	8,9
	31.537
	15,0

	Parciales
	20
	0,3
	1.799
	1,2
	2.115
	1,0

	Total
	5.855
	100,0
	155.027
	100,0
	210.987
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 7

Proceso de Liberación de Chile para Islandia

(Miles de dólares, Año 2001)

	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Importaciones desde Islandia
	(%)
	Importaciones desde Aelc
	(%)

	Inmediata
	5.168
	88,3
	3.516
	98,6
	133.509
	82,2

	Inmediata

Protocolo A
	8
	0,1
	0
	0,0
	126
	0,1

	Protocolo A
	59
	1,0
	0
	0,0
	628
	0,4

	Exclusiones
	321
	5,5
	0
	0,0
	505
	0,3

	Año 4
	29
	0,5
	27
	0,8
	9.242
	5,7

	Año 6
	7
	0,1
	0
	0,0
	830
	0,5

	Dis
	263
	4,5
	24
	0,7
	17.506
	10,8

	Total
	5.855
	100,0
	3.567
	100,0
	162.346
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 8

Proceso de Liberación de Chile para Noruega

(Miles de dólares, Año 2001)
	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Importaciones desde Noruega
	(%)
	Importaciones desde Aelc
	(%)

	Inmediata
	4.908
	83,8
	37.194
	72,8
	132.951
	81,9

	Inmediata

Protocolo A
	8
	0,1
	33
	0,1
	126
	0,1

	Protocolo A
	59
	1,0
	4
	0,0
	628
	0,4

	Exclusiones
	580
	9,9
	28
	0,1
	1.063
	0,6

	Año 4
	29
	0,5
	3.236
	6,3
	9.242
	5,7

	Año 6
	7
	0,1
	92
	0,2
	830
	0,5

	Dis
	263
	4,5
	10.512
	20,6
	17.506
	10,8

	Cuota
	1
	0,0
	0
	0,0
	0
	0,0

	Total
	5.855
	100,0
	51.099
	100,0
	162.346
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 9

Proceso de Liberación de Chile para Suiza y Liechtenstein

(Miles de dólares, Año 2001)
	Categorías
	Nº Items
	(%)
	Importaciones desde Suiza
	(%)
	Importaciones desde Aelc
	(%)

	Inmediata
	4.934
	84,3
	92.553
	86,0
	133.251
	81,9

	Inmediata

Protocolo A
	8
	0,1
	93
	0,1
	126
	0,1

	Protocolo A
	59
	1,0
	624
	0,6
	628
	0,4

	Exclusiones
	555
	9,5
	723
	0,7
	763
	0,6

	Año 4
	29
	0,5
	5.979
	5,5
	9.242
	5,7

	Año 6
	7
	0,1
	738
	0,7
	830
	0,5

	Dis
	263
	4,5
	6.970
	6,5
	17.506
	10,8

	Total
	5.855
	100,0
	107.680
	100,0
	162.346
	100,0


Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon

Cuadro 10

Evaluación de oferta de Chile para Aelc.

(Miles de dólares, Año 2001)
	
	Nº items *
	%
	Importaciones desde Aelc *
	%

	Inmediata
	5.004
	85,5%
	133.237
	82,1%

	Inmediata Protocolo A
	8
	0,1%
	126
	0,1%

	Protocolo A
	59
	1,0%
	628
	0,4%

	Año 4
	29
	0,5%
	9.242
	5,7%

	Año 6
	7
	0,1%
	830
	0,5%

	Dismantling
	263
	4,5%
	17.506
	10,8%

	Exclusiones
	485
	8,3%
	777
	0,5%

	Total
	5.855
	
	162.346
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	


*Nota: Los valores corresponden a un promedio simple de las desgravaciones aplicadas para cada uno de los países del Aelc. Elaboración: Dpto. Acceso a Mercados, Direcon.

10. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio y sus anexos, apéndices, protocolos y notas, y los acuerdos complementarios sobre comercio de mercancías agrícolas entre la República de Chile y la Confederación Suiza, el Reino de Noruega y la República de Islandia, y sus anexos y apéndices, respectivamente, suscritos en Kristiansand, Noruega, el 26 de junio de 2003. (boletín Nº 3573-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de Acuerdo mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Alejandro Buvinic y Patricio Barrueto, Asesores de la Direcon y el señor Raúl Sáez, Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda.


El propósito de la iniciativa consiste en la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Chile y los países miembros de Aelc (Asociación Europea de Libre Comercio), o Efta en inglés, y de los Acuerdos Complementarios sobre Comercio de Mercancías Agrícolas, y sus Anexos, Documentos y Notas, suscritos en Kristiansand, Noruega, el 26 de junio de 2003.


Dicho Tratado constituye, según el Mensaje, un paso necesario en la estrategia de inserción internacional de nuestro país destinada a enfrentar, de una mejor forma, las oportunidades y desafíos del mundo globalizado, ampliando el área de libre comercio en que se inserta a los países de Europa que no son miembros de la Unión Europea y que no está previsto que lo sean en el corto y mediano plazo. Ello permitirá a los exportadores e inversionistas relacionarse con Europa en su conjunto, sobre la base de normas y disciplinas claras y estables. En consecuencia, el Tratado representa un mayor grado de perfeccionamiento de la relación comercial con Europa concebida en su globalidad, abriendo nuevas oportunidades y procurando el mejoramiento de las condiciones de vida de los chilenos.


La Confederación Suiza, el Reino de Noruega, el Principado de Liechtenstein y la República de Islandia, son los Estados miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio, Aelc, que constituyen un grupo de países cuyas economías, en su conjunto, exhiben un producto interno superior a los US$ 400 mil millones, con una población de 12 millones de habitantes, y el nivel de ingreso per cápita más elevado de todas las agrupaciones económicas existentes: 33.445 dólares. Además, cabe destacar que los Estados miembros de la Aelc presentan economías dinámicas, con un crecimiento promedio del orden del 3% anual; con estabilidad de precios, pues la inflación es cercana a 3,2%; y, con bajas tasas de desempleo, situadas en torno al 3%. En la clasificación del Banco Mundial, los países miembros de la Aelc están dentro de las 10 naciones de mayor ingreso per capita en el mundo, razón por la que el Tratado tiene un gran potencial, pues corresponde a un mercado de alto poder adquisitivo.


Los miembros de la Aelc, poseen con la Unión Europea un espacio económico integrado, en el cual impera el libre movimiento de bienes, servicios, capitales y personas.


El intercambio comercial entre Chile y la Aelc, durante el año 2003, ascendió a US$ 249 millones, con exportaciones por un valor de US$ 114 millones e importaciones por US$ 135 millones. Sin embargo, el intercambio de Chile con la Aelc representa sólo el 1% de nuestro comercio global.


Las inversiones materializadas en Chile provenientes de la Aelc, en el período 1974 -diciembre 2003, alcanzaron a US$ 922 millones, cifra en que Suiza contribuye con el 60%. Estas se dirigen, principalmente, a los sectores de la industria, servicios, agricultura y pesca. Las inversiones autorizadas alcanzan al doble de esta cifra, puesto que se elevan a US$ 1.743 millones. Estas inversiones representan un 2% del total de la inversión extranjera directa en Chile.


El Tratado de Libre Comercio Chile-Aelc se estructura sobre la base de un Preámbulo y 108 artículos, divididos en doce Capítulos, referidos a Disposiciones Iniciales; Comercio de Bienes; Comercio de Servicios y Establecimientos; Propiedad Intelectual; Contratación Pública; Política de Competencias; Subsidios; Transparencia; Administración del Tratado; Solución de Controversias; Excepciones Generales, y Disposiciones Finales.


Asimismo, el Tratado consta de diecisiete Anexos con sus respectivos Apéndices y Notas.


Por su parte, los Acuerdos Complementarios sobre Comercio de Mercancías Agrícolas con Suiza, Noruega e Islandia están compuestos de 15 artículos y 4 Anexos.


Corresponde destacar respecto del Tratado de Libre Comercio que las disciplinas comerciales y las concesiones arancelarias para los productos industriales son considerados en el mismo Tratado y que las concesiones para los productos agrícolas están convenidas en forma bilateral entre Chile y cada uno de los Estados miembros de la Aelc.


El Tratado de Libre Comercio abarca todas las áreas de la relación comercial entre las Partes y va mucho más allá de los compromisos asumidos en el ámbito de la Organización Mundial del Comercio (OMC).


El Tratado comprende un área de libre comercio de mercancías, servicios y contratación pública; la liberalización de las inversiones y los flujos de capital; la protección de los derechos de propiedad intelectual; la cooperación en cuanto a competencia y un eficiente mecanismo vinculante de solución de controversias.


Se incorpora una agenda evolutiva en el Tratado, que tiene por objeto asegurar el desarrollo ulterior del mismo. En efecto, varios Capítulos se refieren a acciones concretas que se realizarán, las que incluyen la revisión futura de la situación a fin de profundizar aún más el nivel de preferencias otorgado en virtud del Tratado.


Entre los aspectos más relevantes del Tratado se destacan los siguientes:


El Tratado constituye el instrumento principal por el cual se crea una zona de libre comercio entre las Partes. Sin embargo, los Acuerdos sobre Comercio de Mercancías Agrícolas, celebrados de manera simultánea entre Chile y cada uno de los Estados de la Aelc revisten el carácter de complementarios, encontrándose éstos en perfecta armonía y coherencia con el Tratado, por lo que deben aplicarse conjunta y simultáneamente. Así, el Tratado y los Acuerdos Complementarios, en su conjunto, conforman el área de libre comercio.


En el Capítulo I relativo a las disposiciones iniciales se contemplan los objetivos del Tratado, tanto de carácter global como específicos, el ámbito de aplicación territorial del Tratado, y la relación con los otros tratados internacionales. Se especifica que cada Parte es plenamente responsable de la observancia de los compromisos asumidos en el mismo, tanto por parte de sus respectivos gobiernos y autoridades regionales y locales, como por organismos no gubernamentales en el ejercicio de facultades gubernativas delegadas por los gobiernos o autoridades centrales, regionales y locales en sus territorios.
 Por otra parte, se establece una norma interpretativa por la cual las Partes confirman los derechos y obligaciones existentes entre ellas conforme al Acuerdo de Marrakech, que establece la Organización Mundial del Comercio (OMC) y otros acuerdos negociados al amparo del mismo, así como de otros acuerdos internacionales de los que sean parte.


En el Capítulo II, se regula el acceso al mercado de bienes, precisando su ámbito de aplicación, las reglas de origen aplicables, la forma en que se eliminarán los aranceles aduaneros, así como la aplicación del trato nacional. Además, se establecen normas relativas a medidas no arancelarias, como las de carácter sanitario y fitosanitario, técnicas, antidumping y compensatorias, de emergencia para ciertos productos y salvaguardias globales. Se establecen excepciones generales que permiten a las Partes aplicar medidas contrarias al Tratado sin que ello pueda significar una restricción encubierta al comercio.


En cuanto a la eliminación de derechos de aduana el Tratado no contempla un sistema de listas de reducción arancelaria en que se llegue a una desgravación total en algún plazo determinado.


En efecto, la estructura de la reducción arancelaria para nuestras exportaciones está compuesta de las 4 canastas siguientes:


Inmediata, para los productos incluidos en los Capítulos 25 al 97 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA), excepto los listados en el Apéndice del Anexo IV del Tratado;


Productos Agrícolas Procesados (Anexo IV), que corresponde a un conjunto de productos que tienen distintos niveles de desgravación, sobre la base de las concesiones establecidas en el Acuerdo Comercial que tienen los países de la Aelc con la Unión Europea;


Anexo V, que contiene la lista de productos de la pesca con desgravación inmediata, con excepción de los incluidos en la Tabla II del mismo Anexo, y


Lista de productos en exclusión, que son 36 ítems que no tendrán desgravación arancelaria, listados en el Anexo III del Tratado.


La aplicación de los criterios anteriores indica que, a través del Tratado, nuestro país obtendrá arancel cero para más del 90%, como promedio, de las exportaciones que van a ese bloque económico, desde el primer día de su entrada en vigencia.


En cuanto a las medidas antidumping, las Partes acordaron no aplicar derechos antidumping respecto de los bienes objeto de su comercio recíproco.


En el Capitulo III se establece un área de libre comercio en materia de servicios. Son cuatro Secciones relacionadas con el comercio de servicios, derecho de establecimiento, pagos corrientes y movimientos de capital y, disposiciones comunes. La Sección I contempla una cobertura y normas similares a las del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC (Agcs). Esto implica, por ejemplo, que se aplica a los cuatro modos de prestación de servicios y que el sistema de liberalización es de lista positiva. Asimismo, establece, entre otras, norma reglamentaria nacional, reconocimiento mutuo de títulos profesionales, trato nacional, trato de nación más favorecida y acceso a los mercados. Se excluyen de la cobertura del Tratado los servicios financieros y los servicios de transporte aéreos, salvo ciertas excepciones.


En materia de pagos corrientes y movimientos de capital, se establece una reserva de carácter general y amplia, en el Anexo XI del Tratado, que tiene por objeto proteger las facultades de las Superintendencias y del Banco Central en materia de regulación prudencial de los servicios financieros. Asimismo, las facultades del Banco Central en materia de transferencias fueron protegidas.


En el Capítulo IV se establece como objetivo asegurar una adecuada y efectiva protección de los derechos de propiedad intelectual. En este caso, la protección se realiza mediante un listado de tratados internacionales, agregándose la mención expresa de que la protección debe ser no discriminatoria. A su vez, se establece una definición de propiedad intelectual y cláusulas de revisión.


En el Capítulo V, relativo a “Contratación Pública”, se incluyen disposiciones que garantizan el respeto al principio de trato nacional, no discriminación y transparencia; como también, normas sobre procedimientos de licitación y sus respectivos plazos.


La administración del Tratado se entrega al Comité Conjunto Chile- Aelc y a un Secretariado.


En materia de solución de controversias, el Capítulo IX contiene disposiciones sobre opción de foro, etapa de consultas, buenos oficios, conciliación y mediación, como también una etapa arbitral.


Se prevé un Capítulo sobre excepciones de carácter general, es decir, aplicables a todo el Tratado. En caso que concurran las circunstancias relativas a balanza de pagos, seguridad nacional y tributación que se detallan, las Partes están autorizadas a excusarse de la aplicación del Tratado.


El Tratado establece la posibilidad de que un tercer Estado pueda llegar a ser Parte del mismo, previa invitación del Comité Conjunto y, en los términos y condiciones que acuerden las Partes y el Estado invitado.


Se permite que el Tratado comience a regir bilateralmente, es decir, entre las Partes que lo hayan ratificado, siempre que entre ellas esté Chile.


En lo referido a las bandas de precios, se dispone que Chile podrá mantener su Sistema de Banda de Precios, según lo establecido en el artículo 12 de la ley N° 18.525 o aquel sistema que le suceda para los productos cubiertos por dicha ley, a condición de que sea aplicado de manera coherente con los derechos y obligaciones de Chile, en virtud del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 24 de mayo de 2004, señala que el proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio en un plazo de seis años en el caso de las exportaciones de los países de la Aelc a Chile. Se postula que, en términos generales, el Acuerdo impactará negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de la recaudación de los aranceles y su correspondiente IVA. Si el Tratado entrara en vigencia el segundo semestre de 2004, estima que la pérdida fiscal para el año en curso alcanzaría a los US$ 4,1 millones, y al 2005 a los US$ 8,2 millones anuales. En régimen, la pérdida se elevaría a los US$ 8,6 millones anuales. Las cifras están expresadas en dólares de 2004.


En el debate de la Comisión intervino el señor Alejandro Buvinic quien puntualizó que en las negociaciones que se celebraron con dichos países se siguió el modelo del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea. Sostuvo también que las particularidades de estos instrumentos internacionales en relación al Tratado con la UE, son principalmente, las siguientes:

1)
En cuanto al comercio de servicios, se dispuso que los financieros quedaran excluidos de la cobertura del Tratado principal para negociar más adelante una mayor apertura en materia agrícola con Suiza. No obstante lo anterior, después de dos años de aplicación del Tratado se considerará su inclusión.

2)
En cuanto a las cláusulas de evolución, que tienen por objeto ampliar o profundizar el acceso de bienes, se dispuso tener: a) revisiones periódicas; b) revisiones automáticas, en función de lo que Efta negocie con la UE en productos agroindustriales; c) una agrícola, entre el primer y tercer año de aplicación, y d) una para el sector industrial.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que los instrumentos internacionales referidos al proyecto de Acuerdo en informe fueran conocidos por la Comisión de Hacienda.


Teniendo presente los antecedentes de la iniciativa y las consideraciones expuestas en la Comisión, fue sometido a votación el artículo único del proyecto de Acuerdo propuesto por la Comisión Técnica, siendo aprobado por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 12 de agosto de 2004.


Acordado en sesión de fecha 10 de agosto de 2004, con la asistencia de los diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente), Jaramillo, don Enrique; Kuschel, don Carlos Ignacio; Ortiz, don José Miguel; Saffirio, don Eduardo, y Silva, don Exequiel.


Se designó diputado informante al señor Kuschel, don Carlos Ignacio.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

11. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.288, sobre monumentos nacionales, con el objeto de crear una nueva figura penal y sustituir la unidad en que se expresan sus 
multas. (boletín Nº 2726-07) (S)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción del ex Senador señor Sergio Bitar Chacra.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


-Don Sergio Bitar Chacra, Ministro de Educación.


-Don Rodrigo González López, Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación.


-Don Fernando Londoño Martínez, abogado del Ministerio de Justicia. 


-Don Rodrigo Romo Labysch, abogado del mismo Ministerio.

OBJETO.


El proyecto tiene por objeto elevar las multas establecidas en esta ley y expresarlas en unidades tributarias mensuales; mejorar la figura del delito de daño a monumentos nacionales, y sancionar en forma específica los delitos de hurto, robo y receptación que recaigan en dichos monumentos.

ANTECEDENTES.

1.
Los fundamentos de la moción señalan que, en general, los medios de resguardo del patrimonio cultural, son insuficientes, como lo demostraría el hecho descubierto en Arica, consistente en que un pescador habría reunido más de mil doscientas piezas correspondientes al pasado precolombino del país, añadiendo que ello correspondería a una realidad de frecuente ocurrencia en el norte de Chile. Lo anterior ameritaría no sólo una revisión integral de la normativa aplicable, sino una rápida reacción que permita dar cumplimiento al mandato constitucional de proteger e incrementar el patrimonio cultural de la nación.


Tal reacción supondría necesariamente una adecuación de las figuras sancionatorias contempladas en la ley Nº 17.288, las que por no ser lo suficientemente represivas, no logran generar un efecto preventivo eficaz.


Por ello, entonces, el proyecto adecua las multas a una unidad con mayor vigencia, substituyendo los sueldos vitales por unidades tributarias, y establece una figura delictual especial para castigar el daño a monumentos nacionales.

2.
La ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


Esta ley declara monumentos nacionales y coloca bajo la tuición y protección del Estado los lugares, ruinas, construcciones u objetos de carácter histórico o artístico; lo enterratorios o cementerios u otros restos de los aborígenes, las piezas u objetos antropoarqueológicos, paleontológicos o de formación natural, que existan bajo o sobre la superficie del territorio nacional o en la plataforma submarina de sus aguas jurisdiccionales y cuya conservación interesa a la historia, al arte o a la ciencia; los santuarios de la naturaleza; los monumentos, estatuas, columnas, pirámides, fuentes, placas, coronas, inscripciones y, en general los objetos que estén destinados a permanecer en un sitio público, con carácter conmemorativo. Su tuición y protección se ejercerá por medio del Consejo de Monumentos Nacionales, en la forma que determine esta ley.

SÍNTESIS DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


El Senado introdujo un total de doce modificaciones a la ley Nº 17.288:


Por el Nº 1 modifica el artículo 12, disposición que obliga al propietario de un inmueble particular que fuere declarado monumento histórico, a conservarlo debidamente, no destruirlo ni transformarlo o repararlo sin el consentimiento del Consejo de Monumentos Nacionales.


Si se tratare de un sitio eriazo, no podrán efectuarse excavaciones en él o edificarse sin el consentimiento de dicho Consejo.


La modificación consiste en sustituir las multas con que se sanciona la contravención, actualmente de uno a cinco sueldos vitales, por de una a quinientas unidades tributarias mensuales. 


Por el Nº 2 modifica el artículo 18, norma que impide iniciar trabajos para construir monumentos o para colocar objetos de carácter conmemorativo, sin que previamente se presenten los planos y bocetos de la obra al Consejo de Monumentos Nacionales, quien deberá autorizar los trabajos.


La modificación consiste en sustituir la multa con que se sanciona la contravención de uno a cinco sueldos vitales, por de una a doscientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 3 modifica el artículo 19, que sanciona el cambio de ubicación de un monumento público sin la autorización previa del Consejo, para sustituir las multas que se aplican por la contravención, de uno a cinco sueldos vitales por de una a doscientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 4 modifica el artículo 22, que castiga a la persona natural o jurídica chilena que realice en el territorio nacional excavaciones de carácter arqueológico, antropológico o paleontológico, sin el consentimiento previo del Consejo, para sustituir las multas aplicables, las que son de cinco a diez sueldos vitales, por de cinco a quinientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 5 modifica el artículo 23, el que sanciona a las personas naturales o jurídicas extranjeras que efectúen excavaciones de tipo antropo-arqueológico y paleontológico, sin la autorización previa del Consejo.


La modificación consiste en aplicar a los infractores las multas señaladas en el artículo anterior ( cinco a quinientas unidades tributarias mensuales) y en actualizar la referencia a la Ley de Extranjería.


Por el Nº 6 modifica el artículo 26 para sancionar a toda persona natural o jurídica que al hacer excavaciones en cualquier punto del territorio, cualquiera sea la finalidad, encontrare ruinas, yacimientos, piezas u objetos de carácter histórico, antropológico, arqueológico o paleontológico y no denunciare inmediatamente tal hecho al gobernador del departamento respectivo.


La modificación consiste en sustituir las multas con que se sanciona la contravención, de cinco a diez sueldos vitales por de una a quinientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 7 modifica el artículo 30, norma que tiene por objeto preservar el carácter y ambiente propios de ciertas poblaciones o lugares en que existan ruinas arqueológicas o de edificios declarados monumentos históricos, cuya protección y conservación haya sido declarada de interés público.


En este tipo de lugares las construcciones nuevas que se realizan o las restauraciones o reconstrucciones, como también la instalación de anuncios, carteles, estacionamientos de automóviles, expendios de gasolina y demás que señala, deberán contar, en el primer caso, con la autorización previa del Consejo y, en el segundo, sujetarse a las normas reglamentarias de esta ley.


La modificación consiste en agregar un inciso final a este artículo para sancionar a los infractores con multa de una a quinientas unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización de las obras mediante el uso de la fuerza pública.


Por el Nº 8 agrega un inciso final al artículo 31,norma que define como santuarios de la naturaleza los sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología o que posean formaciones naturales cuya conservación sea de interés para la ciencia o para el Estado.


Los sitios declarados santuarios de la naturaleza, quedarán bajo la custodia del Consejo de Monumentos Nacionales, no pudiéndose, sin su autorización previa, efectuar en ellos construcciones o excavaciones, ni desarrollar actividades de pesca, caza, explotación rural o cualquiera otra actividad que pudiera alterar su estado natural.


Si tales sitios estuvieren en terrenos particulares, sus dueños deberán velar por su protección, denunciando al Consejo los daños que por causas ajenas a su voluntad, se hubieren producido en ellos.


La modificación consiste en agregar un inciso final para sancionar las infracciones con multa de una a quinientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 9 substituye el artículo 38, norma que establece que los particulares que destruyan u ocasionen perjuicios en los monumentos nacionales o en las piezas u objetos que se conserven en ellos o en los museos, sufrirán las penas que establecen los artículos 485 y 486 del Código Penal, es decir, el delito de daños, sin perjuicio de la responsabilidad civil que les cabría para la reparación de los perjuicios causados.
 


La modificación consiste en establecer un delito específico en este caso, señalando que el que causare daño en un monumento nacional, provocando su destrucción total o parcial, o extrajere de él partes o piezas, afectando su integridad, será sancionado con pena de presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años) y multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales.


Por el Nº 10 agrega un artículo nuevo, 38 bis, del siguiente tenor:


“La apropiación de un monumento nacional, constitutiva de los delitos de hurto, robo con fuerza en las cosas, o robo con violencia o intimidación en las personas, así como su receptación, se castigará con pena de multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales, además de la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo a las normas generales.


Tratándose del hurto, si no fuere posible determinar el valor del monumento nacional, se aplicará la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años), además de la multa aludida en el inciso precedente.”


Por el Nº 11 deroga el artículo 41, norma que establece una regla supletoria en virtud de la cual toda infracción a las disposiciones de esta ley que no esté expresamente contemplada, será sancionada con multa de uno a cinco sueldos vitales, sin perjuicio de las otras sanciones que correspondan de acuerdo a la normativa común o general.


Por el Nº 12 deroga el artículo 43, disposición que señala que la referencia al sueldo vital que se hace en esta normativa, debe entenderse hecha al sueldo vital mensual, escala A, del departamento de Santiago.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


La idea central del proyecto se orienta a introducir diversas modificaciones en la ley 
Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales, con el objeto de elevar las multas que establece y expresarlas en unidades tributarias mensuales; mejorar la figura del delito de daño a monumentos nacionales, y sancionar en forma específica los delitos de hurto, robo y receptación que recaigan en dichos monumentos.


Tal idea, la que el proyecto concreta por medio de un artículo único que introduce doce modificaciones al citado cuerpo legal, es propia de ley al tenor de lo establecido en el artículo 19 Nº 3, incisos séptimo y octavo de la Constitución Política, en relación con el artículo 60 Nº 2) de la misma Carta Fundamental, además del principio de la jerarquía de las normas de derecho.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a)
Opinión del Ministro de Educación.


Antes de entrar al análisis mismo del proyecto, la Comisión recibió una corta exposición del Ministro de Educación señor Sergio Bitar Chacra, quien fundamentó la iniciativa señalando que participaba en este debate en su doble condición de autor de la moción, la que había patrocinado cuando fue Senador, y la de Presidente del Consejo de Monumentos Nacionales, que le correspondía como Secretario de la Cartera de Educación.


Señaló que el proyecto se había originado en la necesidad de reaccionar en contra de los constantes y persistentes robos en los sitios arqueológicos de la Región de Tarapacá, que significaron el hallazgo por parte de las policías de más de mil huacos de distinto tipo y la existencia de una extendida actividad comercial, imposible de detener. Agregó que lo anterior se derivaba del escaso riesgo que representaba para el predador la extracción de piezas arqueológicas, toda vez que las multas, expresadas en sueldos vitales, resultaban tan insignificantes, que no constituían disuasivo alguno, por cuanto si solamente se arriesga el pago de una multa de poco más de mil pesos, frente a la posibilidad de comercializar una especie en más de cincuenta mil, no cabía duda que el efecto disuasivo sería nulo.


Añadió que se proponía modificar también el artículo 38, para tipificar como delito la destrucción de un sitio arqueológico y no sólo el robo de elementos de ese sitio, señalando, finalmente, que las modificaciones propuestas contaban con informe favorable del Ministerio de Justicia y del Consejo de Monumentos Nacionales.

b)
Discusión en general. 


Una vez finalizada la intervención del Ministro, la Comisión, sin mayor debate, procedió a pronunciarse favorablemente por la idea de legislar, por unanimidad. ( participaron en la votación los Diputados señores Araya, Ascencio, Burgos, Bustos y Uriarte).

c)
Discusión en particular.


Antes de entrar al debate pormenorizado de los distintos números que componen el artículo único, los representantes del Ministerio de Justicia explicaron, ante una observación del Diputado señor Burgos, que las conductas que se sancionaban con multas en este proyecto no eran de naturaleza penal, sino de carácter administrativo. De ahí entonces que tenga competencia para aplicarlas el juez de letras en lo civil, recordando, de paso, que para su determinación se empleaba el procedimiento de la acción posesoria de denuncia de obra nueva.


Con respecto a los distintos números del artículo único, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Número 1.-


Modifica el artículo 12, disposición que obliga al propietario de un inmueble particular que fuere declarado monumento histórico, a conservarlo debidamente, no destruirlo ni transformarlo o repararlo sin el consentimiento del Consejo de Monumentos Nacionales.


Si se tratare de un sitio eriazo, no podrán efectuarse excavaciones en él o edificarse sin el consentimiento de dicho Consejo.


La modificación consiste en sustituir las multas con que se sanciona la contravención, actualmente de uno a cinco sueldos vitales, por de una a quinientas unidades tributarias mensuales. 


Sobre este número el Diputado señor Ascencio expresó inquietud por cuanto la declaración de monumento nacional que afecta un bien de un particular, resulta, en realidad, un problema para éste, por cuanto no puede hacer prácticamente nada en él sin autorización del Consejo de Monumentos Nacionales. Asimismo, ante la inexistencia de recursos para conservarlo o arreglarlo y la falta de un subsidio o ayuda estatal para ello, significa, en la práctica, su progresivo deterioro.


Ante una observación de los Diputados señores Araya y Burgos acerca de la amplitud de la escala de multas y lo excesivamente alto del tramo superior, la Comisión acordó modificarla, fijándola en de cinco a cien unidades tributarias mensuales y aprobando el número por unanimidad.

Número 2.-


Modifica el artículo 18, norma que impide iniciar trabajos para construir monumentos o para colocar objetos de carácter conmemorativo, sin que previamente se presenten los planos y bocetos de la obra al Consejo de Monumentos Nacionales, quien deberá autorizar los trabajos.


La modificación consiste en sustituir la multa con que se sanciona la contravención de uno a cinco sueldos vitales, por de una a doscientas unidades tributarias mensuales.


La Comisión, sin mayor debate, procedió a aprobar la norma por unanimidad, pero consideró necesario acercar los extremos de la multa, fijándola en de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. 

Número 3.-


Modifica el artículo 19, que sanciona el cambio de ubicación de un monumento público sin la autorización previa del Consejo, para sustituir las multas que se aplican por la contravención, de uno a cinco sueldos vitales, por de una a doscientas unidades tributarias mensuales.


Ante una observación del Diputado señor Bustos acerca de que la infracción de que trata este número, podría ser más grave que la que señala el anterior y, por lo tanto, justificar una sanción más dura, ya que se refiere al cambio de lugar de un monumento instalado por la autoridad, cumpliendo con todos los requisitos legales, el Diputado señor Monckeberg hizo presente que la restricción no podía referirse sino que a quien tuviera competencia para disponer el traslado, puesto que si se tratara de cualquier persona, se estaría frente a una infracción penal y no administrativa.


La Comisión, siguiendo el mismo criterio anterior, de acercar los extremos de las multas, procedió, por unanimidad, a aprobar la norma fijando la multa en de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. 

Número 4.-


Modifica el artículo 22, que castiga a la persona natural o jurídica chilena que realice en el territorio nacional excavaciones de carácter arqueológico, antropológico o paleontológico, sin el consentimiento previo del Consejo, para sustituir las multas aplicables, las que son de cinco a diez sueldos vitales, por de cinco a quinientas unidades tributarias mensuales.


Respecto de esta proposición, la Comisión consideró muy bajo el piso de la sanción y, sin mayor debate, por unanimidad, acordó elevarlo a cincuenta unidades tributarias mensuales, quedando la multa, en definitiva, de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.

Número 5.-


Modifica el artículo 23, el que sanciona a las personas naturales o jurídicas extranjeras que efectúen excavaciones de tipo antropo-arqueológico y paleontológico, sin la autorización previa del Consejo, con el comiso de los objetos extraídos y la expulsión del país conforme a las normas de la ley Nº 3.446.


La modificación consiste en aplicar a los infractores, además del comiso, las multas señaladas en el artículo anterior ( quedaron en de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales) y en sujetar la expulsión de los infractores a las normas del decreto ley Nº 1094, de 1975, Ley de Extranjería, cuerpo legal que, en su artículo 96, derogó la ley Nº 3.446.


No se produjo debate, aprobándose el número en iguales términos, por unanimidad.

Número 6.-


Modifica el artículo 26 para sancionar a toda persona natural o jurídica que al hacer excavaciones en cualquier punto del territorio, cualquiera sea la finalidad, encontrare ruinas, yacimientos, piezas u objetos de carácter histórico, antropológico, arqueológico o paleontológico y no denunciare inmediatamente tal hecho al gobernador del departamento respectivo.


La modificación consiste en sustituir las multas con que se sanciona la contravención, de cinco a diez sueldos vitales, por de una a quinientas unidades tributarias mensuales.


El diputado señor Burgos hizo presente la necesidad de actualizar la mención hecha al gobernador del departamento respectivo, refiriéndola al gobernador provincial por ser ese el cargo que corresponde de acuerdo a las normas sobre gobierno y administración interior del Estado.


La Comisión acogió, por unanimidad, la sugerencia anterior y, con el mismo quórum, acordó aprobar el número fijando las multas en de cinco a cien unidades tributarias mensuales.

Número 7.-


Modifica el artículo 30, norma que tiene por objeto preservar el carácter y ambiente propios de ciertas poblaciones o lugares en que existan ruinas arqueológicas o de edificios declarados monumentos históricos, cuya protección y conservación haya sido declarada de interés público.


En este tipo de lugares las construcciones nuevas que se realizan o las restauraciones o reconstrucciones, como también la instalación de anuncios, carteles, estacionamientos de automóviles, expendios de gasolina y demás que señala, deberán contar, en el primer caso, con la autorización previa del Consejo y, en el segundo, sujetarse a las normas reglamentarias de esta ley.


La modificación consiste en agregar un inciso final a este artículo para sancionar a los infractores con multa de una a quinientas unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización de las obras mediante el uso de la fuerza pública.


Los representantes del Ministerio de Justicia explicaron la necesidad de esta disposición en el hecho de que por el número 11 del artículo único del proyecto, se derogaba el artículo 41 de la ley, norma que establecía una sanción de carácter residual para todas las infracciones a dicha normativa que no estuvieran expresamente sancionadas. Se había preferido establecer derechamente las sanciones para cada caso que correspondiera, evitando, así, posibles ambigüedades.


La Comisión coincidió con el criterio expuesto pero acordó modificar la multa dejándola en de cinco a cien unidades tributarias mensuales y aprobando el número por unanimidad.

Número 8.-


Agrega un inciso final al artículo 31, norma que define como santuarios de la naturaleza los sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología o que posean formaciones naturales cuya conservación sea de interés para la ciencia o para el Estado.


Los sitios declarados santuarios de la naturaleza, quedarán bajo la custodia del Consejo de Monumentos Nacionales, no pudiéndose, sin su autorización previa, efectuar en ellos construcciones o excavaciones, ni desarrollar actividades de pesca, caza, explotación rural o cualquiera otra actividad que pudiera alterar su estado natural.


Si tales sitios estuvieren en terrenos particulares, sus dueños deberán velar por su protección, denunciando al Consejo los daños que por causas ajenas a su voluntad, se hubieren producido en ellos.


La modificación consiste en agregar un inciso final para sancionar las infracciones con multa de una a quinientas unidades tributarias mensuales.


A sugerencia del Diputado señor Burgos, quien estimó que la disposición buscaba cautelar una situación de mayor interés, la Comisión acordó aprobar, por unanimidad, la norma pero elevando el piso de la multa a cincuenta unidades tributarias mensuales.

Número 9.-


Substituye el artículo 38, norma que establece que los particulares que destruyan u ocasionen perjuicios en los monumentos nacionales o en las piezas u objetos que se conserven en ellos o en los museos, sufrirán las penas que establecen los artículos 485 y 486 del Código Penal, es decir, el delito de daños, sin perjuicio de la responsabilidad civil que les cabría para la reparación de los perjuicios causados. 


La modificación consiste en establecer un delito específico en este caso, señalando que el que causare daño en un monumento nacional, provocando su destrucción total o parcial, o extrajere de él partes o piezas, afectando su integridad, será sancionado con pena de presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años) y multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales.


Respecto de esta norma, el Diputado señor Bustos estimó que las expresiones contenidas en este artículo, en cuanto señalan causar daño en un monumento nacional “provocando su destrucción total o parcial”, reducían el concepto de daño solamente a la destrucción del bien, lo que no le parecía adecuado. Estimó preferible hablar de daño total o parcial, eliminando la referencia a la destrucción.


El diputado señor Burgos señaló que el objeto de la disposición sería sancionar al que causare daño. Lo demás que se señala, es decir, la destrucción o la extracción de partes o piezas, aparecen como ejemplos de daño pero como conductas distintas cuya mantención podría llevar a confusión.


Los representantes del Ministerio de Justicia señalaron que, en estricto rigor, la extracción de partes o piezas sería una forma de afectar la integridad de un monumento nacional, pero que, con todo, creían que bastaba para la construcción de esta figura, señalar que se sancionaría al que causare daño a un monumento nacional, afectando de cualquier modo su integridad.


En conformidad a lo anterior, la Comisión acordó, por unanimidad, aprobar el siguiente texto para este número:


“9.- Sustitúyese el artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- El que causare daño en un monumento nacional o afectare de cualquier modo su integridad, será sancionado con pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales”.

Número 10.-


Agrega un artículo nuevo, 38 bis, del siguiente tenor:


“La apropiación de un monumento nacional, constitutiva de los delitos de hurto, robo con fuerza en las cosas, o robo con violencia o intimidación en las personas, así como su receptación, se castigará con pena de multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales, además de la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo a las normas generales.


Tratándose del hurto, si no fuere posible determinar el valor del monumento nacional, se aplicará la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años), además de la multa aludida en el inciso precedente.”


Ante una consulta del Diputado señor Monckeberg acerca del sentido del inciso segundo, los representantes del Ministerio de Justicia indicaron que la valorización del monto de lo hurtado, determinaba la pena a aplicar, de tal manera que si no fuera posible establecer ese monto no podría fijarse una pena. De ahí, entonces, la razón de ser de este inciso. Agregaron, además, que la pena fijada se había escogido para que pudiera servir de marco amplio, estimándose que tratándose de un monumento nacional, su valor debería exceder las cuarenta unidades tributarias mensuales, suma acreedora a dicha pena de acuerdo al Nº 1 del artículo 446 del Código Penal.


El diputado señor Burgos puntualizó que dicho inciso sólo tendría aplicación cuando la cuantía de lo hurtado fuera indeterminada.


El diputado señor Bustos junto con precisar que el hurto se castiga de acuerdo al valor de lo hurtado, estimó necesario agregar la usurpación como modo de apropiarse de un monumento nacional y se manifestó partidario de fijar una mayor amplitud a la escala de penas privativas de libertad que se indica en el inciso segundo.


De acuerdo a lo anterior, la Comisión procedió a aprobar por unanimidad este artículo, de acuerdo al siguiente texto:


“Artículo 38 bis.- La apropiación de un monumento nacional, constitutiva de los delitos de usurpación, hurto, robo con fuerza en las cosas, o robo con violencia o intimidación en las personas, así como su receptación, se castigará con pena de multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales, además de la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo a las normas generales.


Tratándose del hurto, si no fuere posible determinar el valor del monumento nacional, se aplicará la pena de presidio menor en sus grados mínimo a máximo, además de la multa aludida en el inciso precedente.”.

Números 11 y 12.-


El primero deroga el artículo 41, norma que establece una regla supletoria en virtud de la cual toda infracción a las disposiciones de esta ley que no esté expresamente contemplada, será sancionada con multa de uno a cinco sueldos vitales, sin perjuicio de las otras sanciones que correspondan de acuerdo a la normativa común o general.


El segundo deroga el artículo 43, disposición que señala que la referencia al sueldo vital que se hace en esta normativa, debe entenderse hecha al sueldo vital mensual, escala A, del departamento de Santiago.


Se aprobaron, sin debate, por unanimidad.

Número nuevo.


La Comisión acordó agregar un nuevo número para modificar el artículo 44, disposición que establece que las multas establecidas por esta ley, serán aplicadas por el juez de letras que corresponda al lugar en que se cometa la infracción, a petición del Consejo de Monumentos Nacionales o por acción popular.


La modificación surgió a sugerencia del Diputado señor Burgos quien estimó necesario precisar que el juez de letras que debe aplicar las multas es aquel que ejerce competencia en lo civil.


De acuerdo a lo anterior, la Comisión aprobó por unanimidad, el siguiente número nuevo:


“Intercálase en el artículo 44 entre las palabras “juez de letras “ y la conjunción “que” los términos “ en lo civil”.

CONSTANCIA.


Para los efectos de lo establecido en los números 3º, 4º, 5º, 6º y 7º del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1.
Que el proyecto se aprobó en general, por unanimidad.

2.
Que el proyecto no contiene disposiciones que sean propias de ley orgánica constitucional o que deban aprobarse con quórum calificado.


Igual opinión sustentó el Senado.

3.
Que la iniciativa no contiene disposiciones que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda.

4.
Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.

5.
Que la Comisión introdujo las siguientes enmiendas al texto propuesto por el Senado:

a)
Substituyó en el N º 1, que modifica el inciso final del artículo 12, las expresiones “ de una a quinientas unidades tributarias mensuales” por las siguientes “ de cinco a cien unidades tributarias mensuales”.

b)
Substituyó en el Nº 2, que modifica el inciso segundo del artículo 18, las expresiones : “de una a doscientas unidades tributarias mensuales”, por las siguientes “de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales”.

c)
Substituyó en el Nº 3, que modifica el inciso segundo del artículo 19, la frase “de una a doscientas unidades tributarias mensuales” por la siguiente “ de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales”.

d)
Substituyó el Nº 4, que modifica el inciso segundo del artículo 22, por el siguiente:


“En el inciso segundo del artículo 22, reemplázase la frase “ cinco a diez sueldos vitales” por la siguiente: “cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales”.

e)
Substituyó el Nº 6, que modifica el inciso segundo del artículo 26, por el siguiente:


“Modifícase el artículo 26 en los siguientes términos:

1.
En el inciso primero sustitúyense las expresiones “del Departamento” por el término “ Provincial”.

2.
En el inciso segundo reemplázase la frase : “cinco a diez sueldos vitales”, por la siguiente: “ cinco a cien unidades tributarias mensuales”.

f)
Substituyó en el Nº 7, que agrega un inciso final al artículo 30, las expresiones “una a quinientas unidades tributarias mensuales” por las siguientes: “ cinco a cien unidades tributarias mensuales”.

g)
Substituyó en el Nº 8, que agrega un inciso final al artículo 31, la expresión “ una “ por “ cincuenta”.

h)
Substituyó en el Nº 9, que reemplaza el artículo 38, las expresiones “provocando su destrucción total o parcial, o extrajere de él partes o piezas, afectando su integridad”, suprimiendo la coma (,) que las precede, por las siguientes “ o afectare de cualquier modo su integridad,”.

i)
Modificó el Nº 10, que agrega un nuevo artículo 38 bis, en los siguientes términos:

1.
En el inciso primero intercaló entre los términos “delitos de” y “ hurto”, la expresión “usurpación”, seguida de una coma (,).

2.
En el inciso segundo, substituyó el término “medio” por “mínimo”.

j)
Refundió en un solo número, que pasó a ser 11, los números 11 y 12, que derogan los artículos 41 y 43, respectivamente, el que quedó con la siguiente redacción:


“11.- Deróganse los artículos 41 y 43.”.

k)
Agregó un nuevo número, que pasó a ser 12, del siguiente tenor:


“Intercálase en el artículo 44 entre las palabras “juez de letras “ y la conjunción “que” los términos “ en lo civil”.

-o-


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales:

1.
En el inciso final del artículo 12, reemplázase la frase “ de uno a cinco sueldos vitales”, por la siguiente: “ de cinco a cien unidades tributarias mensuales”.

2.
En el inciso segundo del artículo 18, reemplázase la frase “ de uno a cinco sueldos vitales”, por la siguiente: “ de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales”.

3.
En el inciso segundo del artículo 19, reemplázase la frase “ de uno a cinco sueldos vitales”, por la siguiente: “ de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales”.

4.
En el inciso segundo del artículo 22, reemplázase la frase “cinco a diez sueldos vitales”, por la siguiente: ” cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales”.

5.
En el inciso final del artículo 23, reemplázase la frase “ la que se hará efectiva en conformidad con las disposiciones de la ley Nº 3.446, sin perjuicio del comiso de los objetos obtenidos en las excavaciones que hubieren realizado”, por la siguiente: “ la que se hará efectiva en conformidad con las disposiciones del decreto ley Nº 1094, de 1975, sin perjuicio de la multa y del comiso señalados en el artículo precedente”.

6.
Modifícase el artículo 26 en los siguientes términos:

1)
En el inciso primero sustitúyense las expresiones “del Departamento” por el término “Provincial”.

2.)
En el inciso segundo reemplázase la frase : “cinco a diez sueldos vitales”, por la siguiente: “ cinco a cien unidades tributarias mensuales”.

7.
Agrégase al artículo 30 un inciso final del siguiente tenor:


“La infracción a las disposiciones de este artículo será sancionada con multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización de las obras mediante el uso de la fuerza pública.”.

8.
Agrégase al artículo 31 un inciso final del siguiente tenor:


“La infracción a lo dispuesto en este artículo será sancionada con multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.”.

9.
Sustitúyese el artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- El que causare daño en un monumento nacional o afectare de cualquier modo su integridad, será sancionado con pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales”.

10. Incorpórase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:


“Artículo 38 bis.- La apropiación de un monumento nacional, constitutiva de los delitos de usurpación, hurto, robo con fuerza en las cosas, o robo con violencia o intimidación en las personas, así como su receptación, se castigará con pena de multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales, además de la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo a las normas generales.


Tratándose del hurto, si no fuere posible determinar el valor del monumento nacional, se aplicará la pena de presidio menor en sus grados mínimo a máximo, además de la multa aludida en el inciso precedente.”.

11. Deróganse los artículo 41 y 43.

12. Intercálase en el artículo 44 entre las palabras “juez de letras “ y la conjunción “que” los términos “ en lo civil”.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2004.


Se designó diputado informante al señor Pedro Araya Guerrero.


Acordado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los diputados señor Juan Bustos Ramírez (presidente) y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Nicolás Monckeberg Díaz y Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

12. Informe de los diputados Francisco Encina y Leopoldo Sánchez del viaje a Bonn, Alemania para asistir al “Foro parlamentario internacional sobre energías renovables”, realizado en el mes de junio.
1.
El pasado día 2 de junio tuvo lugar en Bonn, el Foro Parlamentario Internacional sobre Energía Renovables (“Energías Renovables - el Desarrollo para el siglo XXI”), celebrado en el marco de la Conferencia Internacional del mismo nombre y por invitación del parlamento alemán (Bundestag) y con el apoyo de la Unión Parlamentaria (UPI). Paralelamente, también tuvo lugar un taller de la red parlamentaria “e-Parliament” sobre Clima y Energía, que se extendió entre el 31 de mayo y el 3 de junio. En representación de Chile asistieron el senador Antonio Horvath y los diputados Leopoldo Sánchez y Francisco Encina.

2.
El objetivo de este foro parlamentario fue debatir iniciativas destinadas a promover el uso de las energías renovables tanto en los países industrializados como en vías de desarrollo, promover instancias legislativas en el marco de la Cooperación Norte-Sur y, finalmente, fomentar el desarrollo de iniciativas parlamentarias por parte de instituciones internacionales con miras a la promoción conjunta en el campo de los renovables.

3.
A este evento internacional asistieron más de 300 delegados de 88 países y de instituciones como el Parlamento Europeo. Por cierto y como era esperable, el gran ausente fue Estados Unidos, país que no ha ratificado el protocolo de Kyoto. Este certamen fue inaugurado por el vicepresidente del parlamento alemán, diputado señor Sorber Lammert (partido Cristiano Demócrata), siendo las reuniones presididas por el diputado socialdemócrata, Hermann Scheer. La presidencia rotativa de esta conferencia fue dirigida durante el día 2, por parlamentarios de Alemania, Japón, Australia y Chile. Este último, en la persona del diputado Francisco Encina.

4.
El intenso programa desarrollado en un solo día contó además de presentaciones específicas de gran nivel, con cerca de 60 intervenciones, de distinta intensidad, calibre y profundidad, permitió desarrollar un rico intercambio de ideas posiciones en este ámbito. Como es natural en estos foros, los representantes de los parlamentos del mundo en desarrollo, reclamaron la necesaria ayuda que les permita implementar sus propias potencialidades, recibir “know how” y, por cierto, asistencia técnica. Debo muy especialmente destacar la actividad y sólida presentación de los miembros de la delegación parlamentaria chilena. El manejo acertado y prudente de nuestros parlamentarios constituyó un activo que enriqueció el debate y los intercambios de ideas en materias referidas al protocolo de Kyoto; al transporte de desechos nucleares y a las importantes conclusiones emanadas de la declaración de Santiago de abril de 2004, debidamente leída ante el Plenario.

5.
Al término del foro parlamentario, se adoptó una resolución, cuyo borrador fue previamente hecho circular y al que las diferentes delegaciones -entre ellas la chilena- hicieron llegar numerosas indicaciones. Su texto que se acompaña como anexo, recoge en gran medida los alcances formulados oportunamente. Entre las principales conclusiones que se señalan, es que la energía renovable es para muchos países, la única opción posible para satisfacer sus necesidades energéticas, atendidas las limitadas reservas y la continua alza en los precios de los recursos tradicionales. Asimismo y como corolario de lo anterior, se estima que el porcentaje de energía renovable debe ser fuertemente incrementado en los próximos años. Para el cumplimiento de este objetivo, los gobiernos deberán definir los estándares mínimos y fijar los porcentajes de incremento. Se hizo particular hincapié en las metas energéticas fijadas por el protocolo de Kyoto, no deben servir de pretexto para la expansión del uso de la energía nuclear.

6.
Entre los aspectos más sustantivos que recoge la resolución adoptada por el foro parlamentario internacional de Bonn, es apoyar la creación de una Agencia Internacional de Energía Renovable (Irena), entre cuyos propósitos estaría la promoción de la transferencia de tecnología. Hubo consenso entre las diferentes delegaciones parlamentarias en considerar este foro como el principio de un proceso de cooperación interparlamentario más estrecho y continuo, que permita el desarrollo de proyecto conjunto en el campo de la energía renovable.

7.
El tema energético en Chile adquiere una especial preocupación porque es un sector estratégico para el crecimiento y la calidad de vida. Por estas razones esperamos que las autoridades del ejecutivo y nuestro parlamento desarrollen una línea de apoyo decidido al uso en Chile de las energías renovable no contaminantes, cuyas fuentes en Chile existen en abundancia como agua, viento geotermia, solar y otras.


(Fdo.): FRANCISCO ENCINA; LEOPOLDO SÁNCHEZ”.

13. Informe de la diputada señora Ximena Vidal relativo a la 92ª Conferencia de la OIT.

“Estimados colegas diputadas y diputados:


Juan Somavia, Director General de la OIT, señaló, en el marco de la 92º conferencia de esa organización que “El trabajo decente resume las aspiraciones de los individuos en lo que concierne a sus vidas laborales, e implica oportunidades de obtener un trabajo productivo con una remuneración justa, seguridad en el lugar de trabajo y protección social para las familias, mejores perspectivas para el desarrollo personal y la integración social, libertad para que los individuos manifiesten sus preocupaciones, se organicen y participen en la toma de aquellas decisiones que afectan a sus vidas, así como la igualdad de oportunidades y de trato para mujeres y hombres. El trabajo decente debería constituir la esencia de las estrategias globales, nacionales y locales para lograr el progreso económico y social. Es indispensable para los esfuerzos destinados a reducir la pobreza, y como medio para alcanzar un desarrollo equitativo, global y sostenible. Mediante sus actividades en el ámbito del empleo, la protección social, las normas y los principios y derechos fundamentales en el trabajo y del diálogo social, la OIT se esfuerza para fomentar el trabajo decente.”


Estas palabras marcaron la tónica de la discusión de los diversos temas que convocaron a representantes de los cinco continentes en torno a las problemáticas actuales del mundo del trabajo.


En lo particular se sometió a la consideración de la Conferencia, entre otros, los siguientes documentos:


Memoria del Director General


Informe sobre la situación de los trabajadores en los territorios árabes ocupados.


Informe global presentado en virtud del seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo.


Por una globalización justa. El papel de la OIT.


Por una globalización justa. Crear oportunidades para todos.


Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones.


Condiciones de trabajo en el sector pesquero.


En busca de un compromiso equitativo para los trabajadores migrantes en la economía globalizada


Asimismo, tuve la oportunidad de sostener reuniones con representantes de empleadores y trabajadores, adquiriendo un conocimiento directo de las inquietudes y aspiraciones que en el marco global pretenden o persiguen.


La 92ª Conferencia anual de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) debatió extensamente sobre temas como la dimensión social de la globalización y la adopción de un nuevo plan de acción para los trabajadores migrantes. 


La Conferencia Internacional del Trabajo también avanzó en el proceso para adoptar nuevas normas laborales que permitan mejorar la seguridad y las condiciones laborales de unos 35 millones de trabajadores pesqueros, y voto a favor de una nueva Recomendación sobre el desarrollo de recursos humanos, con especial atención a los temas de educación, capacitación y formación permanente.


Durante la Conferencia fue adoptada una Resolución sobre igualdad de género, igualdad de la remuneración y protección de la maternidad, se revisó la situación de los derechos de trabajadores y empleadores en el marco del Informe global sobre libertad sindical y de asociación y del derecho a la negociación colectiva presentado este año, y se discutió sobre temas como la situación de los trabajadores en los Territorios árabes ocupados, el trabajo forzoso en Myanmar y los derechos laborales en diversos países.


Jefes de Estado y de Gobierno y más de 300 oradores ante la Conferencia respaldaron las conclusiones de la Comisión Social sobre la Dimensión Social de la Globalización y las propuestas para su seguimiento por parte de la OIT.


En general se expresó que el informe de la Comisión Mundial, lanzado en febrero después de dos años de trabajo, entrega las bases para que se puedan desarrollar con coherencia nuevas estrategias internacionales y de la OIT para lograr una globalización más justa, y calificaron el informe como "equilibrado", "serio", "valioso", "sustancioso", "dotado de un análisis profundo" e "innovador".


La Conferencia anunció un nuevo plan de acción concebido para garantizar que los trabajadores migrantes sean amparados por las normas laborales internacionales, las legislaciones nacionales y aquellas relacionadas con la protección social.


El nuevo plan de acción plantea el desarrollo de un marco multilateral no vinculante para impulsar acciones relacionadas con la migración laboral que estén basadas en derechos y para iniciar un diálogo sobre el tema de las migraciones en la OIT con participación de organizaciones internacionales y multilaterales. 


El marco incluirá directrices internacionales para abordar aspectos como: acuerdos entre países receptores y países de origen, la promoción de trabajo decente para los migrantes, la creación de un régimen de licencias y de supervisión de las agencias de reclutamiento y de contratación de trabajadores migrantes, la prevención de prácticas abusivas, del tráfico de migrantes y de la trata de personas, de manera que se protejan sus derechos humanos y puedan combatirse y evitarse las migraciones irregulares.


El plan también se refiere a la necesidad de abordar los riesgos que corren todos los trabajadores migrantes -hombres y mujeres- en determinados sectores y ocupaciones, en especial cuando se trata de empleos no calificados, degradantes y peligrosos, y en el caso de las mujeres también cuando se desempeñan en el servicio doméstico o en la economía informal.


Además busca la mejora de las inspecciones laborales y el establecimiento de mecanismos para que los trabajadores migrantes puedan presentar denuncias y plantea la necesidad para políticas relacionadas con el retorno de los migrantes, la reintegración en el país de origen y la transferencia de capital y tecnología por los migrantes.


Valoro profundamente la oportunidad de haber participado en la 92º Conferencia y apoyaré inalterablemente la participación de los futuros presidentes de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social en las Conferencias de la OIT, puesto que constituye una oportunidad única de inserción en temas de toda importancia y relevancia para el Chile de hoy.


(Fdo.): XIMENA VIDAL, diputada”.

14. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, agosto 16 de 2004.


Oficio Nº 2.110

Excelentísimo señor Presidente

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en el rol Nº 418, relativo al proyecto de ley que crea los tribunales de familia, el que fue enviado a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): EUGENIO VALENZUELA SOMARRIVA, Presidente (S); RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.


“Santiago, trece de agosto de dos mil cuatro.


Vistos y considerando:


Primero.- Que, por oficio Nº 5.077, de 4 de agosto de 2004, la Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que crea los tribunales de familia, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 81, 115, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 124, 125, Nº 15, 129, 132 y 134, permanentes del proyecto, y de los artículos primero, segundo, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, transitorios, del mismo;


Segundo.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;

ÁMBITO DE LA LEY ORGANICA CONSTITUCIONAL

SOBRE ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES

Tercero.- Que, el artículo 74 de la Constitución Política establece que será materia de una ley orgánica constitucional “la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República”. Agrega que, la misma ley “señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados”;


Cuarto.- Que, la quinta disposición transitoria de la Carta Fundamental dispone que “Se entenderá que las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum calificado, cumplen estos requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales”.


En consecuencia, mientras no se dicte la ley orgánica constitucional respectiva, las leyes actualmente en vigor, en cuanto versan sobre las materias contempladas en el artículo 74 cumplen con los requisitos de una ley de esa naturaleza y deben continuar aplicándose como tales en lo que no sean contrarias a la Constitución. Como puede observarse, el Constituyente le ha dado el rango de leyes orgánicas constitucionales. En razón de lo anterior, los cuerpos legales que las modifiquen o deroguen deben tener el mismo carácter;


Quinto.- Que, se desprende de la lectura del articulo 74 en estudio, que la Constitución señaló dos órdenes de materias que debe contener dicha ley orgánica constitucional. Una, la establece en forma genérica, al ordenar que determinará “la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República"; y, la otra, en forma específica, al disponer que deberá indicar “las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados”;


Sexto.- Que, a su vez, el artículo 60 de la Constitución, en su Nº 3º ha reservado a la ley común materias que se relacionan o inciden en forma directa con el contenido propio de la ley orgánica en análisis, esto es, las normas que regulan la “organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República”. En efecto, el señalado precepto dispone que corresponden a materias sólo de ley común las que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra;


Séptimo.- Que, tal como lo ha señalado anteriormente este Tribunal, el propio artículo 74 de la Carta Fundamental se ha encargado de prevenir que, en la intención del Constituyente, la expresión “organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República” que utiliza para referirse al contenido de la ley orgánica constitucional en análisis, tiene un alcance limitado, ya que, no obstante ello, acto seguido dispone que esta misma ley deberá contener las normas destinadas a señalar “las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados”. Si la intención del Constituyente no fuere la que se ha indicado, toda esta segunda parte del inciso primero del artículo 74 carecería de sentido, por cuanto ella, indudablemente, habría quedado comprendida dentro de la expresión “organización y atribuciones de los tribunales”;


Octavo.- Que, por otra parte, en la misma forma como lo ha hecho presente este Tribunal en otras oportunidades, no sólo las materias que la Constitución ha confiado específica y directamente a una ley orgánica constitucional deben figurar en ella, sino también aquellas que constituyen el complemento indispensable de las mismas, pues, si se omitieran, no se lograría el objetivo del Constituyente al incorporar esta clase de leyes en nuestro ordenamiento jurídico positivo, cual es, el desarrollar los preceptos constitucionales sobre materias de una misma naturaleza en cuerpos legales autónomos, armoniosos y sistemáticos;


Noveno.- Que, por último, en esta materia es menester actuar con prudencia, porque en forma alguna debe extenderse el ámbito de aplicación de las leyes orgánicas constitucionales más allá de lo necesario y permitido por la Constitución, puesto que el hacerlo privaría a nuestro sistema legal de una equilibrada y conveniente flexibilidad, dado el alto quórum que leyes de esta naturaleza requieren para su aprobación, modificación o derogación;


Décimo.- Que, en consecuencia, el contenido de esta ley orgánica constitucional debe limitarse a aquellas normas que regulan la estructura básica del Poder Judicial en cuanto ella no está contemplada en la propia Carta Fundamental, contenido en el cual quedan comprendidas, naturalmente las materias específicas que se indican en la segunda parte del inciso primero del artículo 74, de la Constitución;

NORMAS SOMETIDAS A CONOCIMIENTO DEL TRIBUNAL


Decimoprimero.- Que, las disposiciones del proyecto sometidas a consideración de este Tribunal establecen:


“Artículo 1°.- Judicatura especializada. Créanse los juzgados de familia, encargados de conocer los asuntos de que trata esta ley y los que les encomienden otras leyes generales y especiales, de juzgarlos y hacer ejecutar lo juzgado.


Estos juzgados formarán parte del Poder Judicial y tendrán la estructura, organización y competencia que la presente ley establece.


En lo no previsto en ella se regirán por las disposiciones del Código Orgánico de Tribunales y las leyes que lo complementan.”


“Artículo 2°.- Conformación. Los juzgados de familia tendrán el número de jueces que para cada caso señala el artículo 4°. Contarán, además, con un consejo técnico, un administrador y una planta de empleados de secretaría y se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las siguientes funciones:

1º
Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias. 

2º
Atención de público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado, especialmente a los niños, niñas y adolescentes, y manejar la correspondencia del tribunal. 

3º
Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico de la red computacional del juzgado, de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias.

4º
Administración de causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros de los procesos en el juzgado, incluidas las relativas a las notificaciones; al manejo de las fechas y salas para las audiencias; al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de las causas nuevas; a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado, y a las estadísticas básicas del mismo.”


“Artículo 3°.- Potestad jurisdiccional. Cada juez ejercerá unipersonalmente la potestad jurisdiccional respecto de los asuntos que las leyes encomiendan a los juzgados de familia.”


“Artículo 4°.- Creación de nuevos juzgados. Créanse juzgados de familia, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se señala:

a)
Primera Región de Tarapacá:


Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de las provincias de Arica y Parinacota.


Iquique, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Iquique y Alto Hospicio.

b)
Segunda Región de Antofagasta:


Antofagasta, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda.


Calama, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de El Loa.

c)
Tercera Región de Atacama:


Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.


Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.

d)
Cuarta Región de Coquimbo:


La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.


Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.


Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Monte Patria y Punitaqui.

e)
Quinta Región de Valparaíso: 


Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.


Viña del Mar, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón, y que tendrá, para todos los efectos legales, la categoría de juzgado asiento de Corte.


Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.


Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.


Casablanca, con un juez, con competencia sobre las comunas de Casablanca, El Quisco, Algarrobo, de la Quinta Región, y Curacaví, de la Región Metropolitana.


La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Cabildo, Zapallar y Papudo.


Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Los Andes.


San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Santa María, Panquehue, Llay-Llay y Catemu.


Quillota, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Quillota, La Cruz, Calera, Nogales e Hijuelas.


Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.


San Antonio, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de San Antonio, Cartagena, El Tabo y Santo Domingo.

f)
Sexta Región del Libertador Bernardo O’Higgins:


Rancagua, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coinco y Olivar.


Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Rengo, Requínoa, Malloa y Quinta de Tilcoco.


San Fernando, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Fernando, Chimbarongo, Placilla y Nancagua.


Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica y Lolol.

g)
Séptima Región del Maule:


Talca, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael.


Constitución, con un juez, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.


Curicó, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Curicó, Teno, Romeral y Rauco.


Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Linares, Yerbas Buenas, Colbún y Longaví.


Parral, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.

h)
Octava Región del Bío-Bío:


Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo.


Concepción, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante.


Talcahuano, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talcahuano y Hualpén, y que tendrá, para todos los efectos legales, la categoría de juzgado asiento de Corte.


Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Ángeles, Quilleco y Antuco. 


Yumbel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.


Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.


Coronel, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Coronel y Lota.

i)
Novena Región de La Araucanía:


Temuco, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas.


Angol, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

j)
Décima Región de Los Lagos: 


Valdivia, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.


Osorno, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Puerto Octay y San Juan de la Costa.


Puerto Montt, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.


Puerto Varas, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Varas, Llanquihue, Frutillar y Fresia.


Castro, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Castro, Chonchi, Dalcahue, Puqueldón y Queilén.


Ancud, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi, y que tendrá, para todos los efectos legales, la categoría de juzgado capital de provincia.

k)
Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:


Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.

l)
Duodécima Región de Magallanes:


Punta Arenas, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de 
Magallanes y Antártica Chilena.

m)
Región Metropolitana de Santiago:


Puente Alto, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Cordillera.


San Bernardo, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.


Peñaflor, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.


Talagante, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.


Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Melipilla, con excepción de Curacaví.


Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buín y Paine.


Colina, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Chacabuco.


Créanse, además, los siguientes juzgados de familia, que tendrán categoría de juzgado asiento de Corte para todos los efectos legales, con asiento dentro de su territorio jurisdiccional, con el número de jueces y la competencia que en cada caso se indica:


Cuatro juzgados de familia: el primero, el segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, Pudahuel, Quinta Normal, Cerro Navia y Lo Prado.


Dos juzgados, con diez jueces cada uno, con competencia sobre las comunas de San Miguel, San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, La Cisterna, El Bosque y Lo Espejo. 


Un juzgado, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Pudahuel, Quinta Normal, Cerro Navia y Lo Prado.”


“Artículo 5°.- Funciones. La función de los profesionales del consejo técnico será la de asesorar, individual o colectivamente, a los jueces en el análisis y mejor comprensión de los asuntos sometidos a su conocimiento, en el ámbito de su especialidad.


En particular, tendrán las siguientes atribuciones:


Asistir a las audiencias de juicio a que sean citados con el objetivo de emitir las opiniones técnicas que le sean solicitadas;


Asesorar al juez para la adecuada comparecencia y declaración del niño, niña o adolescente;


Evaluar la pertinencia de derivar a mediación o aconsejar conciliación entre las partes, y sugerir los términos en que esta última pudiere llevarse a cabo, y


Asesorar al juez en todas las materias relacionadas con su especialidad.”


“Artículo 6°.- Integración. En cada juzgado de familia habrá un consejo técnico interdisciplinario integrado por profesionales especializados en asuntos de familia e infancia.


Los miembros del consejo técnico son auxiliares de la administración de justicia.”


“Artículo 7º.- Requisitos para integrar el consejo técnico. Para ser miembro del consejo técnico, se requerirá poseer título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por alguna universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


Además, se deberá acreditar experiencia profesional y formación especializada en materia de familia e infancia de, al menos, dos semestres de duración, impartida por alguna de las instituciones señaladas en el inciso primero.”


“Artículo 8°.- Competencia de los juzgados de familia. Corresponderá a los juzgados de familia conocer y resolver las siguientes materias:


Las causas relativas al derecho de cuidado personal de los niños, niñas o adolescentes;


Las causas relativas al derecho y el deber del padre o de la madre que no tenga el cuidado personal del hijo, a mantener con éste una relación directa y regular;


Las causas relativas al ejercicio, suspensión o pérdida de la patria potestad; a la emancipación y a las autorizaciones a que se refieren los Párrafos 2º y 3º del Título X del Libro I del Código Civil;


Las causas relativas al derecho de alimentos;


Los disensos para contraer matrimonio;


Las guardas, con excepción de los asuntos que digan relación con la curaduría de la herencia yacente y sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 494 del Código Civil;


La vida futura del niño, niña o adolescente, en el caso del inciso tercero del artículo 234 del Código Civil;


Todos los asuntos en que aparezcan niños, niñas o adolescentes gravemente vulnerados o amenazados en sus derechos, respecto de los cuales se requiera adoptar una medida de protección conforme al artículo 30 de la Ley de Menores;


Las acciones de filiación y todas aquellas que digan relación con la constitución o modificación del estado civil de las personas, incluyendo la citación a confesar paternidad o maternidad a que se refiere el artículo 188 del Código Civil;


Todos los asuntos en que se impute un hecho punible a niños, niñas o adolescentes exentos de responsabilidad penal, y aplicar, cuando corresponda, las medidas contempladas en el artículo 29 de la Ley de Menores;


La autorización para la salida de niños, niñas o adolescentes del país, en los casos en que corresponda de acuerdo con la ley;


Las causas relativas al maltrato de niños, niñas o adolescentes de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 de la ley Nº 16.618;


Los procedimientos previos a la adopción, de que trata el Título II de la ley Nº 19.620;


El procedimiento de adopción a que se refiere el Título III de la ley Nº 19.620;


Los siguientes asuntos que se susciten entre cónyuges, relativos al régimen patrimonial del matrimonio y los bienes familiares:


Separación judicial de bienes;


Autorizaciones judiciales comprendidas en los Párrafos 1° y 2° del Título VI del Libro I; y en los Párrafos 1º, 3º y 4º del Título XXII y en el Título XXII-A, del Libro IV; todos del Código Civil;


Las causas sobre declaración y desafectación de bienes familiares y la constitución de derechos de usufructo, uso o habitación sobre los mismos; 


Las acciones de separación, nulidad y divorcio reguladas en la Ley de Matrimonio Civil;


Las declaraciones de interdicción;


Los actos de violencia intrafamiliar;


Toda otra cuestión personal derivada de las relaciones de familia.”


“Artículo 81.- Competencia. Corresponderá el conocimiento de los conflictos a que dé origen la comisión de actos de violencia intrafamiliar, regulados en la ley Nº 19.325, al juzgado de familia dentro de cuyo territorio jurisdiccional tenga residencia o domicilio el afectado.


En todo caso, cualquier tribunal que ejerza jurisdicción en asuntos de familia, fiscal del Ministerio Público o juez de garantía según corresponda, que tome conocimiento de una demanda o denuncia por actos de violencia intrafamiliar, deberá, de inmediato, adoptar las medidas cautelares del caso, aun cuando no sea competente para conocer de ellas.


En caso de concurrir conjuntamente como víctimas de violencia intrafamiliar personas mayores y niños, niñas o adolescentes, el juez podrá siempre adoptar las medidas de protección en conformidad a la ley.


El procedimiento por actos de violencia intrafamiliar se regirá por las normas contenidas en este Párrafo y, en lo no previsto en ellas, por el Título III de esta ley.”


“Artículo 115.- Composición de la planta de los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, dos miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, dos administrativos 1º, un administrativo 2º y un auxiliar.


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, dos miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, tres administrativos 1º, un administrativo 2º, un administrativo 3º y un auxiliar.


Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, cuatro administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º y un auxiliar.


Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º y un auxiliar.


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, cinco miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, seis administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º y un auxiliar.


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, seis miembros del consejo técnico, dos administrativos jefes, un administrativo contable, siete administrativos 1º, dos administrativos 2º, dos administrativos 3º y un auxiliar.


Juzgados con siete jueces: siete jueces, un administrador, siete miembros del consejo técnico, tres administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1º, dos administrativos 2º, dos administrativos 3º y dos auxiliares.


Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un administrador, ocho miembros del consejo técnico, tres administrativos jefes, un administrativo contable, nueve administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y dos auxiliares.


Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, un administrador, nueve miembros del consejo técnico, tres administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1º, tres administrativos 2º, tres administrativos 3º y dos auxiliares.


Juzgados con diez jueces: diez jueces, un administrador, diez miembros del consejo técnico, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable, once administrativos 1º, tres administrativos 2º, tres administrativos 3º y dos auxiliares.


Juzgados con doce jueces: doce jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable, trece administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, tres administrativos 3º y dos auxiliares.”


“Artículo 116.- Grados de la planta de profesionales. Los jueces, personal directivo y auxiliares de la administración de justicia de los juzgados de familia que se crean por esta ley y, en lo pertinente, de los juzgados de letras, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial que a continuación se indican:


Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.


Los administradores de juzgados de familia de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o de agrupación de comunas, grados VII, VIII y IX, del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.


Los miembros de los consejos técnicos de juzgados de familia o de juzgados de letras, de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o agrupación de comunas, grados IX y X, del Escalafón de Miembros del Consejo Técnico, respectivamente.”


“Artículo 117.- Grados de la planta de empleados. El personal de empleados de los juzgados de familia que se crean por esta ley, tendrá los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:


-administrativo jefe de juzgado de familia de asiento de Corte, grado XI.


-administrativo jefe de juzgado de familia de capital de provincia; administrativo contable, administrativo 1° de juzgado de familia de asiento de Corte, grado XII.


-administrativo jefe de juzgado de familia de asiento de comuna; administrativo contable y administrativo 1° de juzgado de familia de capital de provincia; y administrativo 2° de juzgado de familia de asiento de Corte, grado XIII.


-administrativo 1° de juzgado de familia de asiento de comuna; administrativo 2° de juzgado de familia de capital de provincia; y administrativo 3° de juzgado de familia de asiento de Corte, grado XIV.


-administrativo 2° de juzgado de familia de asiento de comuna; y administrativo 3° de juzgado de familia de capital de provincia, grado XV.


-administrativo 3° de juzgado de familia de asiento de comuna, grado XVI.


-auxiliar de juzgado de familia de asiento de Corte, grado XVII.


-auxiliar de juzgado de familia de capital de provincia y de asiento de comuna, grado XVIII.”


“Artículo 118.- Aplicación especial de normas orgánicas. En todo lo referido a las materias que a continuación se señalan, se entenderán aplicables a los juzgados de familia, en cuanto resulten compatibles, las normas del Código Orgánico de Tribunales para los juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal: comité de jueces, juez presidente, administradores de tribunales y organización administrativa de los juzgados. En lo relativo a la subrogación de los jueces, se aplicarán las normas de los juzgados de garantía.


Las Cortes de Apelaciones en cuya jurisdicción exista más de un juzgado de familia, determinarán anualmente las normas que regirán para la distribución de las causas entre los juzgados.”


“Artículo 119.- Adecuaciones de referencia. Todas las referencias que se hagan en leyes generales o especiales a los juzgados de letras de menores, a los jueces de menores o con competencia en materia de menores, se entenderán hechas a los juzgados y jueces de familia o con competencia en materia de familia, respectivamente. De la misma forma, las referencias a las causas o materias de menores se entenderán hechas a las causas o materias de familia.”


“Artículo 120.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

1)
Reemplázanse, en el artículo 37, acápites octavo y décimo, relativos a los juzgados de letras de Osorno y Puerto Montt, respectivamente, la palabra “Dos” por “Tres” y “Cuatro” por “Dos”, sucesivamente.

2)
Sustitúyese, en el artículo 45, letra h), la expresión “menores” por “familia”, las dos veces en que figura.

3)
Introdúcense los siguientes artículos 47, 47 A y 47 B, nuevos: 


“Artículo 47.- Tratándose de juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, las Cortes de Apelaciones podrán ordenar que los jueces se aboquen de un modo exclusivo a la tramitación de una o más materias determinadas, de competencia de su tribunal, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.


La Corporación Administrativa del Poder Judicial informará anualmente a las Cortes de Apelaciones y al Ministerio de Justicia respecto de la aplicación que hubiese tenido el sistema de funcionamiento extraordinario y de las disponibilidades presupuestarias para el año siguiente.


Artículo 47 A.- Cuando se iniciare el funcionamiento extraordinario, se entenderá, para todos los efectos legales, que el juez falta en su despacho. En esa oportunidad, el secretario del mismo tribunal asumirá las demás funciones que le corresponden al juez titular, en calidad de suplente, y por el solo ministerio de la ley.


Quien debiere cumplir las funciones del secretario del tribunal, de acuerdo a las reglas generales, las llevará a efecto respecto del juez titular y de quien lo supliere o reemplazare.


Artículo 47 B.- Las atribuciones de las Cortes de Apelaciones previstas en el artículo 47 serán ejercidas por una sala integrada solamente por Ministros titulares.”.

4)
Intercálase en la letra a) del número 3° del artículo 63, entre las palabras “civiles” y “del trabajo”, la expresión “de familia” precedida de una coma (,).

5)
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 69 por el siguiente:


“En las tablas deberá designarse un día de la semana para conocer las causas criminales y otro día distinto para conocer las causas de familia, sin perjuicio de la preferencia que la ley o el tribunal les acuerden.”.

6) Sustitúyese el número 5° del artículo 195 por el siguiente:


"5° Haber sido el juez abogado o apoderado de alguna de las partes en la causa actualmente sometida a su conocimiento o haber intervenido en ella como mediador.".

7)
Agrégase, en el artículo 248, a continuación de la frase “jueces de letras incluyen también a”, la siguiente frase: “los jueces de juzgados de familia,”.

8)
Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 265 las expresiones " asistentes sociales" por "miembros de los consejos técnicos".

9)
Sustitúyese, en el artículo 269, la expresión “Asistentes sociales” por “Miembros de los consejos técnicos”.

10) Sustitúyese, en el artículo 273, la expresión “sus asistentes sociales” por “los miembros del consejo técnico”.

11) Modifícase el artículo 289 bis de la siguiente forma:

A. En el inciso primero:

1°
En su encabezamiento, sustitúyense las expresiones "asistentes sociales y bibliotecarios" por "miembros del consejo técnico y bibliotecarios".

2°
En su letra a), sustitúyense las expresiones "asistente social o bibliotecario" y "asistentes sociales o bibliotecarios", la primera vez que se utilizan, por “miembro del consejo técnico y bibliotecario” y por “miembros de los consejos técnicos y bibliotecarios”, respectivamente; y las expresiones “asistentes sociales o bibliotecarios”, la segunda vez que se utilizan, por “profesionales que cumplan con los requisitos para integrar los consejos técnicos y bibliotecarios”.

3°
En su letra b), sustitúyense las expresiones "asistentes sociales o bibliotecarios", las dos veces que figuran, por "profesionales que cumplan con los requisitos para integrar los consejos técnicos o bibliotecarios".

B.
En el inciso final, sustitúyense los términos "asistente social o bibliotecario" por "miembro del consejo técnico o bibliotecario".

C.
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Tratándose de los miembros de los consejos técnicos, las ternas respectivas serán formadas por el juez de letras con competencia de familia, por el juez de familia que cumpla funciones de juez presidente o por el Comité de Jueces, según corresponda, y serán resueltas por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.”.

12) Modifícase el artículo 292 en los siguientes términos:

a)
Agréganse en la segunda categoría, a continuación de la frase "Encargados de sala de tribunales de juicio oral en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones", las siguientes expresiones: ", administrativos jefes de juzgados de familia de asiento de Corte".

b)
Agréganse al final de la tercera categoría, después de la frase " Oficiales primeros de los juzgados de capital de provincia", las siguientes expresiones: ", administrativos contables de juzgados de familia de asiento de Corte, administrativos jefes de juzgados de familia de capital de provincia, administrativos 1° de juzgados de familia de asiento de Corte".

c)
Agréganse al final de la cuarta categoría, antes del punto aparte que sucede a la palabra "comunas" las frases: "administrativos jefes de juzgados de familia de comuna, administrativos contables de juzgados de familia de capital de provincia, administrativos 1° de juzgados de familia de capital de provincia, y administrativos 2° de juzgados de familia de asiento de Corte".

d)
Agréganse al final de la quinta categoría, antes del punto aparte que sucede a la palabra "comunas" las frases: "administrativos contables de juzgados de familia de comuna, administrativos 1° de juzgados de familia de comuna, administrativos 2° de juzgado de familia de capital de provincia y administrativos 3° de juzgados de familia de asiento de Corte".

e)
Agréganse al final de la sexta categoría, antes del punto aparte que sucede a la palabra “Temuco”, las siguientes frases: “administrativos 2° de juzgados de familia de comuna y administrativos 3° de juzgados de familia de capital de provincia”.

f)
Agrégase al final de la séptima categoría, antes del punto aparte que sucede a la palabra “Justicia”, la siguiente frase: "administrativos 3° de juzgados de familia de comuna".

13) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 313, a continuación de la expresión “criminal”, antes del punto, la frase siguiente: “y de familia”.

14) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 314, las frases “de los juicios de alimentos,” y “y los asuntos relativos a menores”.

15) Sustitúyese el párrafo 10 del Título XI por el siguiente:

“De los Consejos Técnicos


Artículo 457.- Los consejos técnicos son organismos auxiliares de la administración de justicia, compuestos por profesionales en el número y con los requisitos que establece la ley. Su función es asesorar individual o colectivamente a los jueces con competencia en asuntos de familia, en el análisis y mayor comprensión de los asuntos sometidos a su conocimiento en el ámbito de su especialidad.


Cuando por implicancia o recusación, un miembro del consejo técnico no pudiere intervenir en una determinada causa, o se imposibilitare para el ejercicio de su cargo, será subrogado por los demás miembros del consejo técnico del tribunal a que perteneciere, según el orden de sus nombramientos y la especialidad requerida.


Si todos los miembros del consejo técnico de un tribunal estuvieren afectados por una implicancia o recusación, el juez designará un profesional que cumpla con los requisitos para integrar un consejo técnico de cualquier servicio público, el que estará obligado a desempeñar el cargo.”.

16) Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 469, los términos “asistentes sociales judiciales” por “miembros del consejo técnico”.

17) Intercálanse en el inciso cuarto del artículo 471, entre la palabra “respectivo”, la primera vez que se la utiliza, y el punto (.) que la sigue, los términos “o ante el juez presidente si el tribunal estuviere compuesto por más de un juez”.

18) Sustitúyense, en el artículo 475, las expresiones “asistentes sociales judiciales” por “miembros de los consejos técnicos”.

19) Sustitúyense en el inciso primero del artículo 481 las expresiones “asistentes sociales judiciales” por “miembros de los consejos técnicos”.

20) Sustitúyese, en el artículo 487, la expresión “asistentes sociales” por “miembros de los consejos técnicos”.

21) Sustitúyense en los incisos primero y segundo del artículo 488 las expresiones “asistentes sociales judiciales” por “miembros de los consejos técnicos”.

22) Intercálase, en el inciso final del artículo 494, entre las palabras “receptores” y “y procuradores”, la frase “, miembros de los consejos técnicos”.”


“Artículo 121.- Modificaciones a la ley N° 16.618. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618:

1)
Deróganse los artículos 18 a 27.

2)
Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Cuando a un mayor de dieciséis y menor de dieciocho años de edad se le atribuyere un hecho constitutivo de delito, la declaración previa acerca del discernimiento será emitida por el juez de garantía competente, a petición del Ministerio Público, en el plazo de quince días. Con dicho objetivo, se citará a una audiencia a todos los intervinientes, previa designación de un defensor para el menor si no tuviere uno de su confianza, a la que deberán concurrir con todos sus medios de prueba. Si se declarare que el menor ha obrado con discernimiento, el proceso se regulará de acuerdo a lo previsto en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal, cualquiera sea la pena requerida por el fiscal.


Encontrándose firme la resolución del juez de garantía que declare que el menor ha actuado sin discernimiento, la comunicará al juez de familia, a fin de que este último determine si corresponde la aplicación de alguna de las medidas contempladas en el artículo 29.


En el evento de que se declare que el menor ha actuado con discernimiento, el fiscal podrá igualmente ejercer las facultades contempladas en el Párrafo 1° del Título I del Libro II del Código Procesal Penal o deducir los respectivos requerimientos o acusaciones.”.

3)
Sustitúyese, en el encabezamiento del artículo 29 ,la frase “En los casos previstos en el artículo 26 N° 10 de esta ley” por la siguiente: “En los casos previstos en el artículo 8°, número 10), de la ley que crea los juzgados de familia”.

4)
Sustitúyese, en el encabezamiento del artículo 30, la frase “En los casos previstos en el artículo 26, N° 7º”, por la siguiente: “En los casos previstos en el artículo 8°, números 7) y 8), de la ley que crea los juzgados de familia”.

5)
Deróganse los artículos 34, 35, 36, 37, 40 y 48 bis.

6)
Elimínase, en el inciso segundo del artículo 43, la frase "en conciencia".

7)
Elimínase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión "sin forma de juicio".

8)
Suprímense, en el artículo 65, los textos “dependiendo de la pena que la ley asigne al hecho,” y “o del juez de letras de menores”.”


“Artículo 122.- Modificaciones a la ley N° 19.325. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.325:

1)
Deróganse los artículos 2° y 3°.

2)
Reemplázase, en el artículo 6º, la frase "en lo civil" por "con competencia en materia de familia".”


“Artículo 124.- Modificaciones a la ley N° 14.908- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 14.908:

1)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1°.- De los juicios de alimentos conocerá el juez de familia del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de este último, los que se tramitarán conforme a las normas del procedimiento ordinario establecido en la ley que crea los juzgados de familia en lo no previsto por este cuerpo legal.”.

2)
Suprímese el inciso cuarto del artículo 2°.

3)
Derógase el artículo 4°.

4)
Sustitúyese el inciso quinto del artículo 5° por el siguiente:


“La resolución que se pronuncie sobre estos alimentos se notificará por carta certificada. Esta notificación se entenderá practicada el tercer día siguiente a aquél en que haya sido expedida la carta.”.

5)
Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 8º, la palabra “expediente” por “proceso”, las dos veces que aparece en el texto.

6)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 12:

a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 12.- El requerimiento de pago se notificará al ejecutado en la forma establecida en los incisos primero y segundo del artículo 23 de la ley que crea los juzgados de familia.”.

b)
Reemplázase en el inciso final la expresión “por cédula” por los términos “por carta certificada”.

7)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 13 la frase “breve y sumariamente” por la palabra “incidentalmente”.

8)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 19, la palabra “expediente” por “proceso”.

9)
Derógase el artículo 20.”


“Artículo 125.- Modificaciones a la ley N° 19.620. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.620, sobre adopción de menores:

“15) Reemplázase el inciso tercero del artículo 38, por el siguiente:


"Conocerá de la acción de nulidad el juez con competencia en materias de familia del domicilio o residencia del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la ley que crea los juzgados de familia.”.”


“Artículo 129.- Supresión de Juzgados de Letras de Menores. Suprímense los juzgados de menores de Arica, Iquique, Antofagasta, Calama, Copiapó, La Serena, Valparaíso, Viña del Mar, San Felipe, Quillota, San Antonio, Rancagua, Curicó, Talca, Linares, Chillán, Los Ángeles, Concepción, Talcahuano, Coronel, Temuco, Valdivia, Osorno, Puerto Montt, Castro, Coyhaique, Punta Arenas, Santiago, Pudahuel, San Miguel, Puente Alto y San Bernardo.”


“Artículo 132.- Creación de cargos en Juzgados de Letras. Créase un cargo de miembro de consejo técnico, en cada uno de los siguientes juzgados de letras:

1)
Juzgado de Letras de Pozo Almonte

2)
Juzgado de Letras de María Elena

3)
Juzgado de Letras de Taltal

4)
Juzgado de Letras de Tocopilla

5)
Juzgado de Letras de Caldera

6)
Juzgado de Letras de Chañaral

7)
Juzgado de Letras de Freirina

8)
Juzgado de Letras de Diego de Almagro

9)
Juzgado de Letras de Vicuña

10) Juzgado de Letras de Illapel

11) Juzgado de Letras de Andacollo

12) Juzgado de Letras de Combarbalá

13) Juzgado de Letras de Los Vilos

14) Juzgado de Letras de Isla de Pascua

15) Juzgado de Letras de Petorca

16) Juzgado de Letras de Putaendo

17) Juzgado de Letras de Quintero

18) Juzgado de Letras de Litueche

19) Juzgado de Letras de Peralillo

20) Juzgado de Letras de Peumo

21) Juzgado de Letras de Pichilemu

22) Juzgado de Letras de San Vicente

23)Juzgado de Letras de Cauquenes

24) Juzgado de Letras de Molina

25) Juzgado de Letras de Curepto

26) Juzgado de Letras de Chanco

27) Juzgado de Letras de Licantén 

28) Juzgado de Letras de San Javier

29) Juzgado de Letras de Cabrero

30) Juzgado de Letras de Bulnes

31) Juzgado de Letras de Coelemu

32) Juzgado de Letras de Curanilahue

33) Juzgado de Letras de Florida

34) Juzgado de Letras de Laja

35) Juzgado de Letras de Lebu

36) Juzgado de Letras de Mulchén

37) Juzgado de Letras de Nacimiento

38) Juzgado de Letras de Quirihue

39) Juzgado de Letras de Santa Bárbara

40) Juzgado de Letras de Santa Juana

41) Juzgado de Letras de Cañete 

42) Juzgado de Letras de Yungay

43) Juzgado de Letras de Arauco

44) Juzgado de Letras de San Carlos

45) Juzgado de Letras de Lautaro

46) Juzgado de Letras de Nueva Imperial

47) Juzgado de Letras de Toltén

48) Juzgado de Letras de Purén

49) Juzgado de Letras de Carahue

50) Juzgado de Letras de Collipulli

51) Juzgado de Letras de Curacautín

52) Juzgado de Letras de Pucón

53) Juzgado de Letras de Traiguén

54) Juzgado de Letras de Pitrufquén

55) Juzgado de Letras de Villarrica

56) Juzgado de Letras de Victoria

57) Juzgado de Letras de Loncoche

58) Juzgado de Letras de Los Lagos

59) Juzgado de Letras de Río Negro

60) Juzgado de Letras de Hualaihué

61) Juzgado de Letras de Calbuco

62) Juzgado de Letras de Chaitén

63) Juzgado de Letras de La Unión

64) Juzgado de Letras de Los Muermos

65) Juzgado de Letras de Maullín

66) Juzgado de Letras de Paillaco

67) Juzgado de Letras de Panguipulli

68) Juzgado de Letras de Quellón

69)Juzgado de Letras de Quinchao

70) Juzgado de Letras de Río Bueno

71) Juzgado de Letras de Mariquina

72) Juzgado de Letras de Aisén

73) Juzgado de Letras de Cisnes

74) Juzgado de Letras de Cochrane

75) Juzgado de Letras de Chile Chico

76) Juzgado de Letras de Natales

77) Juzgado de Letras de Porvenir.


Créase, en cada uno de los juzgados de letras señalados en los numerales anteriores, con la excepción establecida en el inciso siguiente, un cargo de oficial 3º, con el grado de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que corresponda según el asiento del juzgado respectivo.


Créase, en cada uno de los juzgados de letras que se indican a continuación, dos cargos de oficial 3º, con el grado de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que corresponda según el asiento del juzgado respectivo:

1) Juzgado de Letras de Pozo Almonte

2) Juzgado de Letras de Taltal

3) Juzgado de Letras de Caldera

4) Juzgado de Letras de Chañaral

5) Juzgado de Letras de Quintero

6) Juzgado de Letras de Peumo

7) Juzgado de Letras de Bulnes

8) Juzgado de Letras de Curanilahue

9) Juzgado de Letras de Lebu

10) Juzgado de Letras de Carahue

11) Juzgado de Letras de Collipulli

12) Juzgado de Letras de Calbuco

13) Juzgado de Letras de La Unión

14) Juzgado de Letras de Panguipulli

15) Juzgado de Letras de Quellón

16) Juzgado de Letras de Río Bueno.”


“Artículo 134.- Entrada en vigencia. Esta ley empezará a regir el día 1 de octubre de 2005.”


“Artículo primero transitorio.- Las causas ya radicadas en los juzgados de letras de menores, al momento de entrada en vigencia de la presente ley, seguirán siendo conocidas por éstos hasta su sentencia de término.


Para dicho efecto, los procedimientos y demás disposiciones derogadas por la presente ley, así como los tribunales señalados, subsistirán vigentes por el término necesario para la conclusión de dichos procesos.


Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo décimo transitorio.”


“Artículo segundo transitorio.- Las causas de competencia de los juzgados de familia que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren radicadas en juzgados con competencia en lo civil, continuarán radicadas en éstos y se sustanciarán conforme a las normas procesales vigentes a la fecha de inicio de las mismas, hasta la sentencia de término.”


“Artículo quinto transitorio.- Dentro de los 120 días siguientes a la publicación de la presente ley, las Cortes de Apelaciones efectuarán el llamado a concurso para proveer sólo los cargos de jueces de familia que la Corte Suprema, a través de un auto acordado, indique, con un máximo de 128 cargos.


Las Cortes de Apelaciones llamarán a concurso para proveer los cargos de jueces de familia que no sean llenados en virtud de la regla anterior, con la antelación necesaria para que quienes sean nombrados asuman antes del 1º de octubre de 2007.


La Corte Suprema, con el informe previo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria correspondiente, en junio y diciembre de cada año, o excepcionalmente con anterioridad, comunicará al Presidente de la República si resultare necesario proceder al nombramiento de nuevos jueces de familia, atendida la carga de trabajo que los respectivos juzgados presenten.


Asimismo, las Cortes de Apelaciones respectivas podrán abrir los primeros concursos de administradores de juzgado de familia, sin necesidad de que los jueces hayan asumido previamente sus cargos.


La Corte de Apelaciones respectiva, cuando corresponda, deberá determinar el juzgado y la oportunidad en que cada miembro del Escalafón Primario, Secundario y de Empleados del Poder Judicial, que deban ser traspasados de conformidad a los artículos siguientes, pasará a ocupar su nueva posición, de acuerdo a las necesidades de funcionamiento del nuevo sistema.


Para la determinación del número de cargos vacantes del personal administrativo y del Escalafón Secundario que serán provistos, una vez efectuados los traspasos respectivos, se seguirán las reglas establecidas en el artículo 115 de la presente ley, de manera que sólo serán nombrados y asumirán sus funciones aquellos que resulten del número de jueces cuyos cargos vayan a ser llenados, de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo.


La Corte Suprema podrá impartir instrucciones a las Cortes respectivas, para el adecuado desarrollo del procedimiento de nombramientos, traspasos e instalación de los juzgados de familia. Las normas sobre provisión de los cargos en los juzgados de familia que se contemplan en este artículo y en los siguientes se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77, inciso final, de la Constitución Política de la República.”


“Artículo sexto transitorio.- La instalación de los juzgados de familia que señala el artículo 4º se efectuará, a más tardar, con un mes de antelación a la entrada en vigencia de la presente ley. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de dichos juzgados. 


La designación de los jueces que habrán de servir en dichos juzgados se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:

1)
Los jueces de menores cuyos tribunales son suprimidos por esta ley, podrán optar a los cargos de juez de familia, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido, en su caso, dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.


Si no ejercen el derecho antes previsto, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.

2)
La Corte de Apelaciones respectiva, cuando corresponda, deberá determinar el juzgado y la oportunidad en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema, y lo dispuesto en el artículo anterior.

3)
Para proveer los cargos vacantes que quedaren sin ocupar en los juzgados de familia, una vez aplicada la regla establecida en el número 1), las Cortes de Apelaciones respectivas deberán llamar a concurso para elaborar las ternas con los postulantes que reúnan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales, según las categorías respectivas. La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, con la finalidad que los nombramientos permitan una adecuada instalación de los juzgados respectivos.

4)
El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de diez días desde que reciba las ternas respectivas.

5)
Para ser incluido en las ternas para proveer los cargos de juez de familia, con arreglo a lo previsto en el número 3) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan suficientes cursos habilitantes. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.

6)
En casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición. 

7)
Los jueces a que se refiere el número 1) no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.

8)
Los secretarios de los juzgados que son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los cargos de jueces de familia de su misma jurisdicción, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.


Asimismo, dichos secretarios que, por cualquier circunstancia, no fueren nombrados en los juzgados de familia que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.

9)
Las Cortes de Apelaciones respectivas podrán abrir los concursos y elaborar las ternas para proveer los cargos del Escalafón Primario que quedarán vacantes en los juzgados de letras, producto del nombramiento de jueces que asumirán sus funciones en fechas posteriores, sin necesidad de esperar tal evento. En estos casos, el Presidente de la República fijará en el decreto respectivo la fecha de asunción de funciones, pudiendo contemplar la posibilidad de que tal circunstancia sea determinada en cada caso por la Corte de Apelaciones que corresponda, de acuerdo a la fecha en que se materialice la vacante.”


“Artículo séptimo transitorio.- Para el ingreso a los cargos de miembro de los consejos técnicos creados en esta ley, los asistentes sociales y psicólogos, que prestan actualmente servicios en juzgados de letras de menores, en juzgados de letras, en Cortes de Apelaciones o en el Programa de Violencia Intrafamiliar adjunto a algunos de los tribunales anteriores, habrán de regirse por las normas siguientes:

1)
A más tardar con ciento ochenta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá practicar un examen a esos profesionales sobre materias relacionadas con la presente ley, debiendo informar su resultado a la Corte de Apelaciones respectiva.

2)
Recibido el resultado del examen, la Corte de Apelaciones, en un acto único, confeccionará la nómina de todos los asistentes sociales de planta, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: el promedio de las calificaciones obtenidas en los tres años anteriores, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo objeto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Asistentes Sociales del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el Ministerio de Justicia.

3)
A más tardar con ciento cincuenta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se efectuará el traspaso de los asistentes sociales incorporados en la nómina señalada en el número anterior, a los cargos de miembro del consejo técnico de los juzgados con competencia en materia de familia de la respectiva Corte de Apelaciones, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5º transitorio. Para estos efectos, se les otorgará el derecho de optar dentro de los cargos existentes en dicho territorio, respetando el estricto orden de prelación de la nómina ya referida. Si no existieren vacantes en dichos juzgados, el profesional tendrá derecho a continuar desempeñándose en un cargo en extinción de igual grado y remuneración, adscrito al juzgado con competencia en materia de familia que la Corte de Apelaciones determine. Para este solo efecto, créanse, en los juzgados con competencia en materia de familia, los cargos adscritos necesarios para que los profesionales que ejerzan esta opción accedan a un empleo de igual grado y remuneración. Esos cargos constituirán dotación adicional y se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el profesional correspondiente. Si dentro del territorio jurisdiccional de la Corte respectiva se abriere una vacante del mismo grado, los profesionales que hubiesen sido asignados en un cargo en extinción serán destinados por el Presidente de la Corte a dicha vacante.

4)
En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el asistente social poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones en los nuevos juzgados.

5)
Una vez efectuado el traspaso referido en los números anteriores, cada Corte de Apelaciones confeccionará la nómina de los asistentes sociales y psicólogos a contrata de su jurisdicción, ordenados según grado, de acuerdo a los factores y al procedimiento de ponderación señalados en el número 2) del presente artículo. A esos profesionales se les otorgará el derecho de optar dentro de los cargos existentes en el territorio de la respectiva Corte, respetando el estricto orden de prelación de la nómina ya referida. Si ejercieren su opción para desempeñarse en un cargo de igual grado existente en un juzgado con asiento en una comuna distinta a aquélla en que cumplieren sus funciones, se les designará en calidad de titulares, en los cargos vacantes de miembros del consejo técnico, según los grados asignados por esta ley a esos cargos. Si no fuere así, serán traspasados al juzgado con competencia en materia de familia existente en la comuna donde ejercen sus funciones, manteniéndoles su calidad funcionaria.

6)
Para los efectos de los traspasos y designaciones referidos en los números anteriores, los profesionales serán asimilados a los grados establecidos en el decreto ley Nº 3.058, que modifica el sistema de remuneraciones del Poder Judicial, en su artículo 5º, atendiendo al lugar de asiento del tribunal donde cumplieren funciones.

7)
Para los efectos indicados en los números anteriores, las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel actuarán conjuntamente.

8)
Los cargos vacantes que quedaren sin llenar, una vez aplicadas las reglas anteriores, serán concursados de acuerdo a las normas establecidas en el Título X del Código Orgánico de Tribunales.”


“Artículo octavo transitorio.- Los empleados de secretaría de los tribunales de menores que son suprimidos por esta ley y los empleados pertenecientes al Programa de Violencia Intrafamiliar, ingresarán a cumplir funciones en los juzgados de familia de acuerdo a las reglas siguientes:

1)
A más tardar con ciento ochenta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá aplicar un examen sobre materias relacionadas con la presente ley a todos los empleados de los juzgados de menores y pertenecientes al Programa de Violencia Intrafamiliar, que se verán afectados por la misma, debiendo informar de sus resultados a la Corte respectiva.

2)
Recibido el resultado del examen, la Corte de Apelaciones, en un acto único, confeccionará la nómina de todos los empleados de planta de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el Ministerio de Justicia.

3)
A más tardar con ciento cincuenta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se iniciará el proceso de nombramiento de los empleados en los cargos de los juzgados de familia, así como el traspaso de aquellos que se desempeñan en los tribunales que son suprimidos por la presente ley, procediendo del modo siguiente:

1º
El Presidente de la Corte de Apelaciones llenará las vacantes de los cargos de los juzgados de familia de su jurisdicción, con aquellos empleados de planta de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el número 2) de este artículo, se les otorgará el derecho de optar a un cargo del mismo grado existente en un juzgado con competencia en materia de familia del territorio de la Corte respectiva. Si no existieren cargos vacantes en dichos juzgados, el empleado tendrá derecho a continuar desempeñándose en un cargo en extinción de igual grado y remuneración, adscrito al juzgado con competencia en materia de familia que la Corte de Apelaciones determine. Para este solo efecto, créanse, en los juzgados con competencia en materia de familia, los cargos adscritos necesarios para que los empleados que ejerzan esta opción accedan a un empleo de igual grado y remuneración. Esos cargos constituirán dotación adicional y se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el empleado correspondiente. Si dentro del territorio jurisdiccional de la Corte respectiva se abriere una vacante del mismo grado, los empleados que hubieren sido asignados en un cargo en extinción serán destinados por el Presidente de la Corte a dicha vacante. 


Una vez efectuado el traspaso referido en el párrafo anterior, cada Corte de Apelaciones confeccionará la nómina de los empleados a contrata de los tribunales de menores que son suprimidos por esta ley y de los empleados pertenecientes al Programa de Violencia Intrafamiliar de su jurisdicción, ordenados según grado, de acuerdo a los factores y al procedimiento de ponderación señalados en el número 2) del presente artículo. A dichos empleados se les otorgará el derecho de optar dentro de los cargos existentes en el territorio de la respectiva Corte, respetando el estricto orden de prelación de la nómina ya referida. Si ejercieren su opción para desempeñarse en un cargo de igual grado existente en un juzgado con asiento en una comuna distinta a aquélla en que cumplieren sus funciones, se les designará en calidad de titulares, en los cargos vacantes, según los grados asignados por esta ley a esos cargos. Si no fuere así, serán traspasados al juzgado con competencia en materia de familia existente en la comuna donde ejercen sus funciones, manteniéndoles su calidad funcionaria.


Para los efectos de la aplicación del presente número, las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel actuarán conjuntamente y serán consideradas como un solo territorio jurisdiccional.

2°
Si quedare algún empleado a contrata de los tribunales que son suprimidos por la presente ley o del Programa de Violencia Intrafamiliar que no encontrare vacantes en un juzgado con competencia en materia de familia, la Corte de Apelaciones respectiva lo destinará al tribunal que determine, excluidos los juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal, sin necesidad de nuevo nombramiento, manteniéndole su calidad funcionaria y sin que ello pueda irrogar un mayor gasto.

3°
Los funcionarios a que se refiere el número anterior, podrán transitoriamente ser asignados a otros tribunales de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones, exclusivamente por el período necesario para proveer la destinación en carácter de titular a un cargo vacante del mismo grado, lo que no podrá significar menoscabo de ninguno de sus derechos funcionarios.

4º
Los cargos que quedaren vacantes, una vez aplicadas las reglas anteriores, sólo podrán ser llenados mediante las reglas de concurso público que el Código Orgánico de Tribunales contempla y según las disponibilidades presupuestarias existentes. Para este efecto, los empleados de secretaría cuyos tribunales son suprimidos por la presente ley y los del Programa de Violencia Intrafamiliar gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en terna en los cargos a que postulen dentro de su jurisdicción, frente a los demás postulantes y, cuando corresponda, frente a los postulantes externos. En todo caso, tal preferencia se mantendrá sólo hasta el primer nombramiento originado como consecuencia de la aplicación de esta prerrogativa.

4)
En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones en los nuevos juzgados.

5)
No podrán ser destinados a los cargos vacantes de los juzgados de familia, aquellos empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, que no hubieren aprobado el examen habilitante a que se refiere el artículo 2º transitorio de la citada ley.

6)
Los funcionarios a que se refiere el artículo 132, en sus incisos segundo y tercero, deberán asumir sus funciones a más tardar con 30 días de antelación a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.”


“Artículo noveno transitorio.- Tratándose de los postulantes en los concursos para los cargos vacantes del Escalafón Secundario y de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial procederá a efectuar las pruebas de selección de personal que, según las políticas definidas por el Consejo, corresponda aplicar.”


“Artículo décimo transitorio.- La supresión de los juzgados de menores a que se refiere el 
artículo 129, se llevará a cabo seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Las Cortes de Apelaciones respectivas podrán postergar por hasta seis meses la supresión de algún juzgado de menores de su territorio jurisdiccional, cuando el número de causas pendientes, al terminar el quinto mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley, no hubiere disminuido en más del 50%, respecto de las causas que se encontraban en esa situación cuando la ley entró a regir. Excepcionalmente, en aquellos casos en que debido al flujo de causas pendientes resulte estrictamente indispensable, la Corte Suprema, con informe favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá mantener subsistentes hasta dos juzgados de menores por territorio jurisdiccional de Corte de Apelaciones, por un plazo máximo adicional de un año. Vencido este último plazo, las causas que se mantuvieren pendientes serán traspasadas al juzgado de familia, debiendo designarse en éste a un juez de familia que asumirá su tramitación en conformidad al procedimiento vigente al momento de su iniciación. 


En aquellos casos en que la Corte de Apelaciones respectiva disponga la incorporación al juzgado de familia de los jueces de menores que hubieren sido nombrados en virtud del derecho establecido en el número 1) del artículo sexto transitorio precedente, regirán las reglas generales de subrogación, sin perjuicio del nombramiento con calidad de interino, cuando resulte indispensable, del cargo vacante respectivo.


Asimismo, las Cortes de Apelaciones podrán nombrar en calidad de interinos al personal de empleados, cuando, atendida la carga de trabajo del juzgado de menores suprimido, resulte necesario para su normal funcionamiento.”;


Decimosegundo.- Que, teniendo presente lo expuesto en los considerandos anteriores, son propios de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74, inciso primero, de la Carta Fundamental, los siguientes preceptos del proyecto sometidos a control preventivo de constitucionalidad:


Artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 8º, 81, 118 y 119.


Artículo 120, en cuanto introduce las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1)
modifica el artículo 37;

2)
modifica el artículo 45, letra h);

3)
agrega los artículos 47, 47 A y 47 B;

4)
modifica la letra a) del número 3º del artículo 63;

5)
sustituye el inciso tercero del artículo 69;

6)
sustituye el número 5º del artículo 195;

7)
modifica el artículo 248;

8)
modifica el inciso segundo del artículo 265;

10) modifica el artículo 273;

13) modifica el inciso segundo del artículo 313;

14) modifica el inciso segundo del artículo 314;

15) sustituye el párrafo 10 del Título XI;

16) modifica el inciso segundo del artículo 469;

19) modifica el inciso primero del artículo 481;

20) modifica el artículo 487, y

21) modifica los incisos primero y segundo del artículo 488.


Artículo 121, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 16.618:

1)
deroga los artículos 18 a 27;

2)
sustituye el artículo 28;

3)
modifica el artículo 29;

4)
modifica el artículo 30;

5)
deroga los artículos 34 y 37, y

8)
modifica el artículo 65.


Artículo 122, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.325:

1)
deroga el artículo 2º, y

2)
modifica el artículo 6º.


Artículo 124, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 14.908:

1)
sustituye el inciso primero del artículo 1º;

2)
suprime el inciso cuarto del artículo 2º;

8)
modifica el inciso primero del artículo 19, y

9)
deroga el artículo 20.


Artículo 125, en cuanto introduce la siguiente modificación a la Ley Nº 19.620:

15) reemplaza el inciso tercero del artículo 38.

Artículo 129.


Artículos primero, segundo, quinto, sexto, séptimo, octavo y décimo, transitorios;


Decimotercero.- Que, por otra parte, el artículo 115 del proyecto en análisis, que establece las plantas de personal de los juzgados de familia, en cuanto comprende en ellas a los jueces de dichos órganos, es también, en esa medida y a ese respecto, propio de la ley de organización y atribuciones de los tribunales y tiene, por lo tanto, naturaleza orgánica constitucional;


Decimocuarto.- Que, de la misma forma, el artículo 134, en cuanto se refiere a la fecha de entrada en vigencia de disposiciones propias del cuerpo normativo mencionado en el considerando anterior, es propio del mismo y tiene carácter orgánico constitucional;

INCONSTITUCIONALIDAD


Decimoquinto.- Que, el artículo 75, inciso séptimo, de la Constitución Política, establece que “Los jueces letrados serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.”;


Decimosexto.- Que, tomando en consideración la naturaleza de las funciones propias del Jefe de Estado, la Carta Fundamental no ha considerado conveniente establecer un límite en el tiempo para el ejercicio, por su parte, de la atribución de nombrar a un juez de letras desde que le es remitida la terna correspondiente. Ello se entiende naturalmente sin perjuicio de la prudencia y ponderación con la cual debe actuar quién desempeña la Primera Magistratura;


Decimoseptimo.- Que, no obstante lo anterior, el artículo sexto transitorio del proyecto en estudio, en su inciso segundo, Nº 4º, establece que, en la situación a que se refiere, el Presidente de la República “procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de diez días desde que reciba las ternas respectivas”.;


Decimoctavo.- Que, a la luz de lo expuesto, la restricción temporal que dicho precepto impone al Presidente de la República para hacer uso de su facultad constitucional de nombrar a los jueces letrados es contraria a la Carta Fundamental;


Decimonoveno.- Que, en consecuencia, este Tribunal declarará que la frase “dentro del plazo de diez días desde que reciba las ternas respectivas” contenida en el número 4) del inciso segundo del artículo sexto transitorio es inconstitucional, por establecer una limitación para el ejercicio de una atribución del Jefe de Estado que la Constitución no contempla;

NORMAS PROPIAS DE LEY COMUN


Vigesimo.- Que, en conformidad con lo que se ha expuesto en esta sentencia, no corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las siguientes disposiciones del proyecto por versar sobre materias que no son propias de la ley orgánica constitucional a que se alude en el artículo 74, inciso primero, de la Constitución:


Artículos 7º, 115 -en cuanto no se refiere a los jueces-, 116 y 117.


Artículo 120, en cuanto introduce las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

9)
modifica el artículo 269;

11) modifica el artículo 289 bis;

12) modifica el artículo 292;

17) modifica el inciso cuarto del artículo 471;

18) modifica el artículo 475, y

22) modifica el inciso final del artículo 494.


Artículo 121, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 16.618:

5)
deroga los artículos 35, 36, 40 y 48 bis.

6)
modifica el inciso segundo del artículo 43, y

7)
modifica el inciso segundo del artículo 48.


Artículo 122, en cuanto introduce la siguiente modificación a la Ley Nº 19.325:

1)
deroga el artículo 3º.


Artículo 124, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 14.908:

3)
deroga el artículo 4º;

4)
sustituye el inciso quinto del artículo 5º;

5)
modifica el inciso segundo del artículo 8º;

6)
modifica el artículo 12, y

7)
modifica el inciso segundo del artículo 13.

Artículo 132.


Artículo 134 -en cuanto se refiere a la fecha de entrada en vigencia de normas que no son propias de ley orgánica constitucional-.


Artículo noveno transitorio;

INFORME DE LA CORTE SUPREMA Y QUORUM DE APROBACION


Vigesimoprimero.- Que, consta de autos que se ha oído previamente a la Corte Suprema, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política;


Vegesimosegundo.- Que, asimismo, consta de los antecedentes, que los preceptos a que se ha hecho referencia en los considerandos decimosegundo, decimotercero y decimocuarto han sido aprobados en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental y que sobre ellos no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


Vigesimotercero.- Que los siguientes preceptos del proyecto sometido a control de constitucionalidad no son contrarios a la Constitución Política de la República:


Artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 8º, 81, 115 -en cuanto se refiere a los jueces-, 118 y 119.


Artículo 120, en cuanto introduce las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1)
modifica el artículo 37;

2)
modifica el artículo 45, letra h);

3)
agrega los artículos 47, 47 A y 47 B;

4)
modifica la letra a) del número 3º del artículo 63;

5)
sustituye el inciso tercero del artículo 69;

6)
sustituye el número 5º del artículo 195;

7)
modifica el artículo 248;

8)
modifica el inciso segundo del artículo 265;

10) modifica el artículo 273;

13) modifica el inciso segundo del artículo 313;

14) modifica el inciso segundo del artículo 314;

15) sustituye el párrafo 10 del Título XI;

16) modifica el inciso segundo del artículo 469;

19) modifica el inciso primero del artículo 481;

20) modifica el artículo 487, y

21) modifica los incisos primero y segundo del artículo 488.


Artículo 121, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 16.618:

1)
deroga los artículos 18 a 27;

2)
sustituye el artículo 28;

3)
modifica el artículo 29;

4)
modifica el artículo 30;

5)
deroga los artículos 34 y 37, y

8)
modifica el artículo 65.


Artículo 122, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.325:

1)
deroga el artículo 2º, y

2)
modifica el artículo 6º.


Artículo 124, en cuanto introduce las siguientes modificaciones a la Ley Nº 14.908:

1)
sustituye el inciso primero del artículo 1º;

2)
suprime el inciso cuarto del artículo 2º;

8)
modifica el inciso primero del artículo 19, y

9)
deroga el artículo 20.


Artículo 125, en cuanto introduce la siguiente modificación a la Ley Nº 19.620:

15) reemplaza el inciso tercero del artículo 38.

Artículo 129.


Artículo 134 -en cuanto se refiere a la entrada en vigencia de normas propias de ley orgánica constitucional-;


Vigesimocuarto.- Que, igualmente, y confirmando el criterio sustentado por este Tribunal en su sentencia de 3 de febrero de 2000 (Rol Nº 304), son también constitucionales las normas comprendidas en los artículos primero, segundo, quinto, sexto, séptimo, octavo y décimo, transitorios, que configuran el estatuto de transición hacia el nuevo sistema de Justicia de Familia, con excepción de la disposición a que se ha hecho referencia en el considerando decimonoveno de esta sentencia;


Y, visto, lo prescrito en los artículos 60, Nº 3º, 63, 74 y 82, Nº 1º e inciso tercero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 a 37 de la Ley 
Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara: 


Que la frase “dentro del plazo de diez días desde que reciba las ternas respectivas” contemplada en el número 4) del inciso segundo del artículo sexto transitorio, del proyecto remitido, es inconstitucional y, en consecuencia, debe eliminarse de su texto.


Que las siguientes disposiciones del proyecto remitido son constitucionales:


Artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 8º, 81, 115 -en cuanto se refiere a los jueces-, 118 y 119.


Artículo 120, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1)
modifica el artículo 37;

2)
modifica el artículo 45, letra h);

3)
agrega los artículos 47, 47 A y 47 B;

4)
modifica la letra a) del número 3º del artículo 63;

5)
sustituye el inciso tercero del artículo 69;

6)
sustituye el número 5º del artículo 195;

7)
modifica el artículo 248;

8)
modifica el inciso segundo del artículo 265;

10) modifica el artículo 273;

13) modifica el inciso segundo del artículo 313;

14) modifica el inciso segundo del artículo 314;

15) sustituye el párrafo 10 del Título XI;

16) modifica el inciso segundo del artículo 469;

19) modifica el inciso primero del artículo 481;

20) modifica el artículo 487, y

21) modifica los incisos primero y segundo del artículo 488.


Artículo 121, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones a la Ley 
Nº 16.618:

1)
deroga los artículos 18 a 27;

2)
sustituye el artículo 28;

3)
modifica el artículo 29;

4)
modifica el artículo 30;

5)
deroga los artículos 34 y 37, y

8)
modifica el artículo 65.


Artículo 122, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones a la Ley 
Nº 19.325:

1)
deroga el artículo 2º, y

2)
modifica el artículo 6º.


Artículo 124, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones a la Ley 
Nº 14.908:

1)
sustituye el inciso primero del artículo 1º;

2)
suprime el inciso cuarto del artículo 2º;

8)
modifica el inciso primero del artículo 19, y

9)
deroga el artículo 20.


Artículo 125, en su numeral que introduce la siguiente modificación a la Ley Nº 19.620:

15) reemplaza el inciso tercero del artículo 38.

Artículo 129.


Artículo 134 -en cuanto se refiere a la fecha de entrada en vigencia de normas propias de ley orgánica constitucional-.


Que los artículos primero, segundo, quinto, sexto -salvo la frase “dentro del plazo de diez días desde que reciba las ternas respectivas” contemplada en el número 4) de su inciso segundo-, séptimo, octavo y décimo, transitorios, son igualmente constitucionales.


Que no le corresponde al Tribunal pronunciarse sobre las siguientes disposiciones del proyecto remitido, por versar sobre materias que no son propias de ley orgánica constitucional: 


Artículos 7º, 115 -en cuanto no se refiere a los jueces-, 116 y 117.


Artículo 120, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

9)
modifica el artículo 269;

11) modifica el artículo 289 bis;

12) modifica el artículo 292;

17) modifica el inciso cuarto del artículo 471;

18) modifica el artículo 475, y

22) modifica el inciso final del artículo 494.


Artículo 121, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones a la Ley 
Nº 16.618:

5)
deroga los artículos 35, 36, 40 y 48 bis.

6)
modifica el inciso segundo del artículo 43, y

7)
modifica el inciso segundo del artículo 48.


Artículo 122, en su numeral que introduce la siguiente modificación a la Ley Nº 19.325:

1)
deroga el artículo 3º.


Artículo 124, en sus numerales que introducen las siguientes modificaciones a la Ley 
Nº 14.908:

3)
deroga el artículo 4º;

4)
sustituye el inciso quinto del artículo 5º;

5)
modifica el inciso segundo del artículo 8º;

6)
modifica el artículo 12, y

7)
modifica el inciso segundo del artículo 13.

Artículo 132.


Artículo 134 -en cuanto se refiere a la fecha de entrada en vigencia de normas que no son propias de ley orgánica constitucional-.

Artículo noveno transitorio.


El Presidente del Tribunal Constitucional, Ministro señor Juan Colombo Campbell, estuvo por declarar la inconstitucionalidad de la facultad que el artículo 81 permanente del proyecto en estudio, le otorga a cualquier fiscal del Ministerio Público para adoptar las medidas cautelares del caso, en el ámbito del procedimiento relativo a los actos de violencia intrafamiliar, por las siguientes consideraciones:

1.
Que la concesión de medidas cautelares en el ámbito de un proceso o en forma prejudicial, constituyen una actividad netamente jurisdiccional, que el artículo 73 de la Constitución reserva exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. El mismo texto del proyecto deja en claro lo expuesto en los artículos 92, 93 y 94, que, en relación a las mismas, se refieren exclusivamente al juez.

2.
Que las medidas cautelares en protección de la víctima y de su grupo familiar a que se alude, están enumeradas en el artículo 92, incluyéndose entre ellas la fijación de alimentos provisorios, la determinación del régimen provisional de cuidado personal de los menores y la prohibición de celebrar actos y contratos, todas las cuales requieren naturalmente de una actividad jurisdiccional para concederlas.

3.
Que el propio artículo 94 del proyecto confirma lo anterior, al referirse expresamente al Ministerio Público. En tal sentido, faculta al juez para poner en su conocimiento los antecedentes que importen un desacato de las resoluciones judiciales que se dicten en esta materia, con el objeto de que éste, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales investigue la eventual comisión del delito contemplado en el artículo 240, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil.


Debe recordarse que la actividad del Ministerio Público se limita a la investigación criminal, no revistiendo este carácter la violencia intrafamiliar.

4.
Que, los nuevos tribunales de familia y los jueces de garantía son tribunales establecidos por la ley, correspondiéndole al legislador orgánico establecer su competencia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución. En tal entendido, la facultad que les concede el artículo 81 a los jueces se ajusta a la Constitución.

5.
Que, por el contrario, al Ministerio Público, de acuerdo a lo provisto en el artículo 80 A, de la Carta Fundamental, le está vedado “ejercer”, en caso alguno, “funciones jurisdiccionales”.

6.
Ello significa que una ley no puede otorgarle a un fiscal del Ministerio Público facultades que implican el ejercicio de jurisdicción.


Redactaron la sentencia los Ministros que la suscriben y la disidencia, su autor.


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 418.-

AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� En el Mensaje se sostiene que este modelo sería necesario en consideración a que la Aelc es una zona de libre comercio que carece de arancel externo común y de una política agrícola común.


� Esta norma se refiere especialmente al caso de Suiza, Estado federado en que los “cantones” poseen autonomía política en importantes áreas de la economía.


� El artículo 485 castiga con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo ( 541 días a 5 años) y multa de once a quince unidades tributarias mensuales a los que causaren daño cuyo importe exceda de cuarenta unidades tributarias mensuales.


 El artículo 486 sanciona con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio ( 61 días a 3 años) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, a quienes causaren daños cuyo importe exceda de cuatro unidades tributarias mensuales y no exceda de cuarenta.


 Si dicho importe no excediere de cuatro unidades tributarias mensuales ni bajare de una, la pena será reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de cinco unidades tributarias mensuales.
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